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LIBRO PRIMERO 
Principios, garantías, derechos y deberes
TITULO I - PRINCIPIOS GENERALES DEL CÓDIGO DE FAMILIA

PRINCIPIO I: DEL OBJETO DEL CODIGO.  Este código de familia se encuentra organizado conforme a un conjunto armónico y sistematizado de normas jurídicas que corresponden a la regulación de las distintas instituciones de la familia, teniendo como fundamento la Constitución de la República, la Ley, los Tratados Internacionales, opiniones consultivas, decisiones de los tribunales internacionales cuya  competencia ha sido reconocida. Por consiguiente, el objeto de este Código es garantizar los derechos fundamentales de la familia, las relaciones jurídicas de sus miembros en virtud de su parentesco, las relaciones maritales y las demás instituciones relacionadas con ella, de manera que se propicie el pleno disfrute de sus derechos y el ejercicio efectivo de los mismos.

PRINCIPIO II: DE LA OBLIGACION DEL ESTADO. El Estado reconoce a la familia como el grupo natural primario y fundamental de la sociedad e Institución moral dotada de derechos inalienables e imprescriptibles, anteriores y superiores a todo derecho positivo. Por ello, el Estado se compromete a proteger su constitución, garantizar la igualdad jurídica de los cónyuges y de los hijos entre si y la institución de la familia en su conjunto, promocionando las condiciones que favorezcan su estabilidad, su vida moral, religiosa y cultural. La honra, la dignidad y la intimidad de la familia son inviolables.

PRINCIPIO III: ORDEN PÚBLICO. Las normas del derecho de familia son de orden publico e interés social y no pueden renunciarse por voluntad de los particulares, bajo pena de nulidad, salvo en los casos expresamente permitidos por la ley.

PRINCIPIO IV: DE LA FAMILIA. IGUALDAD Y NO DISCRIMINACION. Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer, una vez alcanzada la pubertad legal,  a fundar una familia, no pudiendo estos ser objeto de ninguna discriminación por motivo de raza, nacionalidad o religión.  Las relaciones familiares se basan en la igualdad de derecho, deberes de la pareja, oportunidades y el respeto reciproco entre todos sus integrantes. 

PRINCIPIO V: OBLIGACION DE LA SOCIEDAD. Las familias constituidas, tienen el derecho a que la sociedad les proporcione las condiciones morales, educativas, sociales y económicas, que les permitan ejercer su función con madurez y responsabilidad.

PRINCIPIO VI: DE LA CONSTITUCIÓN DE LA FAMILIA: La pareja que haya decidido fundar una familia, debe manifestarse en forma libre y expresando su pleno consentimiento, pudiéndose constituir esta por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla.

PRINCIPIO VII: DE LA PROTECCIÓN DE FAMILIAS EN CONDICIONES ESPECIALES.  El Estado deberá promover políticas, acciones y prácticas, a favor de las familias monoparentales y aquellas que por su situación de desventajas requieran de intervenciones especiales. La maternidad, sea cual fuere la condición o el estado de la mujer, gozará de la protección de los poderes públicos y tiene derecho a la asistencia oficial en caso de desamparo. 

PRINCIPIO VIII: DE LA DESCENDENCIA FAMILIAR. Los hijos habidos en el matrimonio o fuera de el, adoptados o procreados naturalmente o de forma médicamente asistida, tienen iguales derechos y deberes. 

PRINCIPIO IX: DE LA GRATUIDAD. Todas las actuaciones que se tramiten ante los organismos judiciales y administrativos en materia de familia, están exentas del pago de impuestos.

PRINCIPIO X: DE LAS NORMAS DE INTERPRETACIÓN. La aplicación, interpretación y reglamentación de este Código, deberá inspirarse en primer lugar en el amor y el afecto reciproco entre los integrantes de la familia, en su  unidad y fortalecimiento, en el interés de los hijos, en la igualdad de derecho y obligaciones de los cónyuges, así como en los otros principios fundamentales del derecho de familia.

Las acciones que puedan derivarse o ser promovidas en torno a la realidad familiar, en conformidad con este Código, tomaran en cuenta estos principios, asumidos como esenciales para todos los integrantes del núcleo familiar.
TITULO II
 Derechos y garantías fundamentales de  la  familia
CAPITULO I - DERECHO A CONSTITUIR UNA FAMILIA, A LA  PROCREACIÓN, PATERNIDAD Y MATERNIDAD.

Articulo 1.  Toda persona tiene  derecho  a  constituir  su propia familia, de conformidad con la ley.
Articulo 2. El Estado   apoyará  la familia a través de políticas públicas dirigidas  a  la creación de bases firmes para su estabilidad  y el más efectivo cumplimiento de los derechos y deberes familiares.

Articulo 3. El Estado protegerá la organización y desarrollo de la familia para lo cual propiciará programas y  estrategias dirigidas al  hombre y a la mujer, para que con plena libertad decidan de manera responsable e informada sobre el número y espaciamiento de sus hijos, sin que por ello puedan ser sujetos de presión, discriminación o coerción alguna. 

CAPITULO II - DERECHO A LA PROTECCIÓN.

Articulo 4.  La  familia, como  grupo  social  primario,  tiene derecho a la protección del Estado y de la sociedad  para su preservación, desarrollo y el cumplimiento de sus funciones.

Articulo 5.  El Estado está obligado a proteger a la familia, procurando su integración, bienestar, desarrollo social, cultural y económico.

Articulo 6. La familia tiene derecho a una especial protección de la intimidad, sin perjuicio de que  sus miembros reciban una particular protección frente a la violencia,  la pornografía y cualquier otra forma de agresión.

Articulo 7. El Estado prestará protección especial a las familias en situaciones de vulnerabilidad social, tales como  las familias en extrema pobreza; las  afectadas por  violencia intrafamiliar; familias monoparentales y de otras  situaciones especiales que pongan en peligro su estabilidad y la dignidad de sus miembros.  

CAPITULO III - DERECHO A LA  VIVIENDA

Articulo 8.  La familia tiene derecho a una vivienda digna como  espacio vital para el hogar familiar,  su desarrollo,  intimidad y  comunión.   

PARRAFO I: La vivienda  de una familia, debe incluir:

a) Espacio suficiente que evite el hacinamiento y situaciones de vulnerabilidad de sus  miembros. 

b) Servicios sanitarios.

c) Agua potable.

d) Alumbrado eléctrico

PARRAFO II: El Estado garantizará a través de políticas públicas el acceso a una vivienda digna de las familias en extrema pobreza y de aquellas que con sus propios recursos, no puedan acceder a ella. 

CAPITULO IV- DERECHO A LA  EDUCACIÓN:

Articulo 9.  Los integrantes del núcleo familiar tienen derecho a la educación, la cual  tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y el fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales. 

Este derecho  comprende:

a) Formar a los  hijos e hijas conforme a  valores humanos. 

b) El derecho a la educación de los niños, niñas y adolescentes de acuerdo a la  Ley General de Educación y otras legislaciones que regulan la materia.

c) El derecho de los padres, madres y tutores de participar en el proceso de  enseñanza aprendizaje de los hijos e hijas. 

d) El acceso de los miembros de la familia a espacios de educación  formal y no formal que contribuyan con la armonía de la familia así como con la generación de capacidades y habilidades para su desarrollo.

CAPITULO V: DERECHO AL TRABAJO Y A SU  COMPATIBILIDAD CON LA VIDA FAMILIAR:

Artículo 10: Los padres, madres y responsables de la familia tienen derecho a un trabajo lícito con una remuneración equitativa y satisfactoria que les permita garantizar el bienestar y  sustento de sus integrantes  la cual  será completada, en caso necesario, por cualesquiera otros medios de protección social.

El empleo permitirá compatibilizar la vida laboral con la familiar  a través de horarios que se adapten a una mejor convivencia familiar. (Investigar más para este tema)

CAPITULO VI: DERECHO A LA  PARTICIPACIÓN SOCIAL DE LA FAMILIA:

Artículo 11: Se reconoce el derecho de los integrantes de la familia, para que de forma individual o mediante asociaciones con otras familias, contribuyan al desarrollo social de sus comunidades participando en la planificación,  desarrollo y ejecución  de estrategias, planes, programas y proyectos  gubernamentales  o no gubernamentales relacionados con la vida familiar o comunitaria. 

CAPITULO VII: DERECHO A ESPARCIMIENTO Y  RECREACIÓN.
Artículo 12: La familia tiene derecho a contar con espacios de esparcimiento  y recreación para el sano desarrollo de sus integrantes. 

CAPITULO VIII: DERECHO A UNA FAMILIA SANA
Artículo 13: La familia tiene derecho a vivir en un ambiente sano, sin violencia, en un ámbito de respeto a la diversidad, armónico, sin  contaminación,  libre de riesgos para la salud física y mental. 

CAPITULO IX: DERECHO A  LA  SEGURIDAD SOCIAL

Artículo 14: Los integrantes de la familia tienen derecho a la seguridad social. El Estado tiene la obligación de garantizar que toda persona goce de una adecuada protección de su salud, prevención de las enfermedades, contra la desocupación, la incapacidad y la vejez. A tales fines promoverá que el Sistema Dominicano de Seguridad Social alcance a todas las personas, subsidiando aquellas que por sus condiciones especiales no puedan pagar las cotizaciones mínimas exigidas, de conformidad a lo previsto en la  Ley sobre seguridad social.

CAPITULO X: DERECHO DE LAS FAMILIAS MIGRANTES

Artículo 15.- El Estado prestará especial atención y facilitará las vías posibles de reunificación familiar a los niños, niñas y adolescentes que permanecen en el país si su padre, madre o ambos o responsables emigraren.

Artículo 16.- Las familias inmigrantes tienen derecho a la misma protección que se da a las demás familias;  a ser respetadas en su propia cultura, y recibir el apoyo y la asistencia en orden a su integración dentro de la comunidad a cuyo bien contribuyan.  El Estado protegerá las familias inmigrantes de la explotación e intimidación de traficantes y organizaciones delictivas. 

TITULO III
De los deberes en las relaciones de familia
Artículo 17.- La familia, en virtud de su función biológica, económica, cultural, social y sicológica, tiene el deber de permitir y colaborar en la transmisión digna de la vida humana, en la protección, nutrición y educación de los hijos desde el momento de la concepción. 

Artículo 18.- En las relaciones de familia el ser humano es igual en dignidad y derechos sin importar su sexo. Es deber de todo miembro del núcleo familiar respetar esa igualdad y evitar todo privilegio que venga unido a la condición de género. 

PÁRRAFO: Los cónyuges o convivientes tienen iguales responsabilidades durante su vida en común y, con ocasión de su disolución, responsabilidades como progenitores en relación a sus hijos, en asuntos tales como: la autoridad parental, tutela, curatela, guarda, derecho de visita, alimentos y adopción.

Artículo 19.- Los integrantes de la familia tienen el deber y la obligación de propiciar un ambiente sano en el que las relaciones particulares de cada uno puedan desarrollarse. Los padres deben guiar a sus descendientes conforme a los principios de la moral y las buenas costumbres.

Artículo 20.- Los cónyuges o convivientes se deben mutuamente fidelidad, socorro, respeto y asistencia reciproca en todo momento durante la vigencia de su relación. De igual modo, tienen el deber de convivencia, salvo que motivos de conveniencia o de salud para algunos de ellos o de los hijos, justifique residencias distintas, o cuando por circunstancias especiales que redunden en beneficio de la familia tuvieren que residir temporalmente separados.    

Articulo 21.- Los cónyuges o convivientes tienen el deber de asistir, alimentar, educar, amparar y proporcionar los medios necesarios para su desarrollo y formación integral a sus hijos e hijas menores de edad,   o aún siendo mayores de edad si se encuentran en  situación de discapacidad física o mental que les impida procurarse por si mismos dichos medios. 

Artículo 22.- Los hijos e hijas deben respeto y obediencia a sus padres. Desde su mayoridad, deben propiciarles cuidados y asistencia en su ancianidad, así como en cualquier enfermedad o situación de vulnerabilidad en que se encuentren y, de igual manera, proveerles en sus necesidades. 

Artículo 23.- Los integrantes del núcleo familiar deben propiciar el respeto y protección de aquel o de aquellos que por su condición de salud o incapacidad física, presenten alguna limitación para la satisfacción de sus necesidades básicas. 

Articulo 24.- Es deber de los padres, con respecto a la persona de los hijos menores, dirigir su crianza y educación; tenerlos en su compañía y cuidado; concederles o negarles su consentimiento para el matrimonio; representarlos, hasta la mayoría de edad, en los actos de la vida civil, y asistirlos, luego de esa edad, en los actos en que participen, confiriéndoles su consentimiento; reclamarlos a quien los tenga ilegalmente.

TITULO IV
 Del matrimonio
CAPITULO I: DISPOSICIONES GENERALES

Articulo 25.- CONCEPTO. EI matrimonio es una institución que se origina en el contrato celebrado entre un hombre y una mujer que han dado libre consentimiento para casarse, y que tienen la capacidad requerida de conformidad con esta ley para certificar este acto, cuyo fin es establecer una plena y permanente comunidad de vida. 

Artículo 26.- CLASES. La ley reconoce dos clases de matrimonio con los mismos efectos jurídicos: El matrimonio civil, que es el que se contrae de acuerdo con los preceptos de la ley civil; y el matrimonio religioso celebrado de conformidad al culto católico o cualquier otro culto que tenga personería jurídica en la República Dominicana y que haya sido autorizado previamente por la ley. 

PARRAFO: Los contrayentes pueden elegir una cualquiera de estas clases de matrimonio. El derecho de haber celebrado el matrimonio civilmente no obsta para que los mismos contrayentes puedan celebrar el matrimonio religioso.

Artículo 27.- Los contrayentes, después del matrimonio, conservaran sus apellidos de solteros, en razón de que, respecto de ellos, este no produce alteración en su filiación. Sin embargo, de mutuo acuerdo en el momento de la celebración del matrimonio, los contrayentes podrán convenir el que la mujer adopte el primer apellido del marido posterior al suyo, sea con la partícula “de” o sin ella, o que el esposo adopte el primer apellido de su esposa. Dicho acuerdo se mantendrá sin alteración durante la vigencia del matrimonio.  

CAPITULO II : De las Condiciones y Cualidades  para Contraer Matrimonio

Artículo 28.- Condiciones de Fondo. Se consideran condiciones de fondo para la celebración del matrimonio las siguientes:  

Condiciones Fisiológicas:

1. Podrán contraer matrimonio el hombre y la mujer al cumplir los dieciocho años. 

PÁRRAFO I: Si se trata de adolescentes que hayan cumplido la edad de dieciséis años, podrán celebrar matrimonio valido con la autorización de los padres, homologada esta por el tribunal  de familia, en base al fundamento del interés superior de los adolescentes.

PÁRRAFO II: Si el padre o la madre han fallecido, o si se encuentra imposibilitado de manifestar su voluntad, bastará la autorización de quien detente la guarda o de quien haya sido designado como tutor. 

PÁRRAFO III: Si ambos padres han fallecido, o  si se encuentran imposibilitados para manifestar su voluntad, bastara la autorización del tercero que detente la guarda o de quien haya sido designado como tutor. 

PÁRRAFO IV: En los casos indicados en los párrafos anteriores, se precisa de la autorización del Consejo de Familia homologada esta por el Tribunal de Familia.  El funcionario competente para formalizar el matrimonio debe hacer mención de estas circunstancias en el acta. El incumplimiento de esta formalidad, implica responsabilidad administrativa para dicho funcionario. 

2. Diferencia de sexo.

3. Certificado médico pre-nupcial, cuyo resultado será del exclusivo interés de las partes contrayentes.

Condiciones Sicológicas:

1. La existencia del consentimiento.

2. Consentimiento libre de vicios de ambos contrayentes.

Condiciones de Forma anteriores  al matrimonio:

1. Los contrayentes deberán comparecer personalmente a la ceremonia del matrimonio. 

2. El matrimonio deberá ser celebrado públicamente por ante el funcionario del municipio donde uno de los contrayentes tenga su domicilio o residencia.

3. Ambos contrayentes deberán ser solteros al momento de la celebración del matrimonio. 

4. Solicitud formal a los fines de contraer matrimonio de parte de los contrayentes al funcionario competente, previo a la celebración del matrimonio, acompañándose la misma de la documentación necesaria, referente a su edad, a su estado civil y salud. 

5. Antes de proceder a la celebración del matrimonio el funcionario competente que haya de solemnizarlo lo anunciara por medio de un edicto o proclama. Este expresara los nombres, apellidos, profesión, nacionalidad y domicilio de los futuros esposos, su condición de mayores de edad, y los nombres, apellidos, profesión y domicilio de sus padres, y se fijara en la oficina del Oficial del Estado Civil donde se efectuara el matrimonio y en la Oficina Central del Estado Civil, respectivamente, durante los tres días previos a su celebración. 

PARRAFO I: El funcionario que deba solemnizar los matrimonios puede dispensar la publicación de las proclamas o edictos, por escrito debidamente justificado, cuando se trate únicamente de las siguientes causas:

a) Enfermedad Terminal.

b) Gravidez.

PARRAFO II: El Oficial del Estado Civil que incumpla las formalidades prescritas en el párrafo anterior, será sancionado a requerimiento del ministerio publico con una multa de dos a cinco salarios mínimos, siendo competente a estos fines el Juzgado de Paz de la jurisdicción que le corresponda.  

PARRAFO III: La dispensa del edicto o proclama se hará constar en el acta de matrimonio.

Artículo 29.- Impedimentos para el Matrimonio. No pueden contraer matrimonio:

1. Los parientes por consanguinidad o adopción en línea directa ascendente y descendente, y en la colateral, los hermanos.

2. Las personas de un mismo sexo.

3. Las personas cuyo matrimonio anterior no ha sido disuelto previamente.

4. Aquellas personas que han sido condenadas como autores o cómplices de la muerte del cónyuge de cualquiera de ellos. 

Artículo 30.- CELEBRACIÓN DEL MATRIMONIO. Completadas las formalidades anteriores, el funcionario competente procederá a ello públicamente, en presencia de los testigos requeridos, y después de declarar que los contrayentes quedan unidos por legítimo matrimonio, dará lectura al acta que levantara al efecto, la que será suscrita por estos, como último requisito indispensable para la legalidad del acto. 

PARRAFO: En lo referente a los testigos, estos deberán ser mayores de edad, parientes o no de los contrayentes. 

Artículo 31.- El matrimonio contraído en el extranjero entre dominicanos o entre dominicano y extranjero, será válido, si ha sido celebrado de conformidad con las formalidades propias del país en que se celebre y que el dominicano no haya transgredido las formalidades de fondo exigidas en este Capítulo, salvo en lo relativo a la publicación prevista en el artículo.

PARRAFO: El cónyuge dominicano o el agente diplomático o consular correspondiente, hará transcribir el acta de matrimonio en el registro público de matrimonios donde conste el acta de nacimiento de  uno de los  dos contrayentes dominicanos, debiendo  el funcionario que formalizo la trascripción hacer las anotaciones en el margen del acta de nacimiento de dicho contrayente y comunicar a la oficina del estado civil donde se encuentra registrada el acta de nacimiento del otro contrayente, a los fines de que haga constar al margen de dicha  acta la circunstancia del matrimonio. 

Artículo 32.- Cuando existan indicios serios que hagan presumir que un matrimonio celebrado ante las autoridades extranjeras se encuentra afectado de nulidad conforme a este Código, el Oficial del Estado Civil o el agente diplomático o consular encargado de transcribirlo en sus registros deberá negar la trascripción e informar a la Junta Central Electoral y a la Secretaría de Relaciones Exteriores de la República, respectivamente, quienes tramitarán el expediente al Procurador General de la República.

PÁRRAFO: La parte interesada, ante la negativa del agente diplomático o consular de transcribir dicho matrimonio, podrá incoar las acciones correspondientes por ante los tribunales dominicanos. 

Artículo 33.- También será válido el matrimonio contraído en el extranjero entre un dominicano y  una extranjera o una dominicana  y un extranjero,  si ha sido celebrado por los agentes diplomáticos o por los cónsules de la República Dominicana de conformidad con las leyes dominicanas. 

CAPITULO  III: DE LA OPOSICIÓN AL MATRIMONIO

Artículo 34.- La oposición es una sanción preventiva a la celebración del matrimonio como consecuencia del incumplimiento de requisitos de fondo previstos en este Código. 

Artículo 35.- Tienen derecho a oponerse a la celebración del matrimonio:

a) la persona unida en matrimonio con una de las partes contrayentes.

b) El padre, la madre o ambos o aquella persona que detente la autoridad parental o la tutela, cuando se trate de menores de edad. 

c) A falta de las personas indicadas precedentemente, el hermano o la hermana, el tío o la tía, el primo-hermano o la prima-hermana, mayores, sólo podrán interponer oposición cuando no ha sido obtenido el consentimiento del consejo de familia requerido por el artículo. 

d) Todas las personas indicadas precedentemente, la podrán formalizar cuando se fundamente en el estado de demencia del contrayente, independientemente de su edad.

DE LAS DEMANDAS EN NULIDAD DEL MATRIMONIO

Artículo 36.-   La nulidad del matrimonio es la sanción a la inobservancia de los requisitos previstos en este Código  para la formalización de los matrimonios. 

Artículo 37.- CLASIFICACIÓN DE LAS NULIDADES.  Las nulidades del matrimonio se clasifican en  nulidades absolutas y nulidades relativas. 

PÁRRAFO I: Existe nulidad absoluta cuando el requisito inobservado violenta el orden público y no puede ser confirmado por las partes.   Son causales de nulidad absoluta las siguientes:

a) Cuando los contrayentes sean del mismo sexo. 

b) Si el funcionario celebrante no es un oficial o ministro religioso autorizado por la ley.

c) Si se ha realizado sin haber sido disuelto el matrimonio anterior. 

d) La falta de consentimiento de cualquiera de los contrayentes.

e) Cuando los contrayentes están unidos por un parentesco  en línea directa, ascendente y descendente.

f) Si los  contrayentes o uno de ellos no hubiere alcanzado la edad de trece años. 

PÁRRAFO II: Existe nulidad relativa cuando el requisito inobservado puede ser invocado por las personas en cuyo interés han sido establecidos, pudiendo ser cubierto por una confirmación o por la  expiración de un plazo.  Son causales de nulidad relativa las que de manera enunciativa se indican a continuación:

a) la falta de consentimiento de los padres o de la persona que detente la autoridad parental o tutela, cuando se trata de personas menores de edad.

b) El error en la persona.

c) Violencia.

(completar redacción con plazos)

Artículo 38.- – DE LA ACCIÓN EN NULIDAD DEL MATRIMONIO.  La  acción  en nulidad del matrimonio corresponde:

1) a cualquiera de los cónyuges. 

2) al ministerio publico en los casos  previstos  en el  Párrafo 1 Art. ( ver Art.  sobre la nulidad).

3) a los padres en los casos en que su consentimiento para el matrimonio sea necesario y, en su defecto, al tutor autorizado por el Consejo de Familia. 

4) al cónyuge del matrimonio no disuelto. 

Artículo 39.-  PLAZOS.- La acción de nulidad deberá ejercitarse dentro del plazo de seis (6) meses a partir de la formalización del matrimonio, excepto en los casos señalados en los literales a), b), d) y e)  (del art.. que define las nulidades absolutas), para los cuales es imprescriptible. En el caso de matrimonio de menores de edad, la nulidad podrá demandarse hasta el momento de haber alcanzado su mayoría de edad o la mujer hubiese quedado en estado de gestación. 

PARRAFO: Transcurrido el plazo de seis meses sin haberse ejercitado la acción en los casos en que proceda, el matrimonio quedara convalidado de pleno derecho.

Artículo 40.- El matrimonio declarado nulo producirá,  en todo caso,  los derechos previstos en este código solo para los hijos habidos en el mismo y para el cónyuge que ha obrado de buena fe.

PÁRRAFO: Si ambos cónyuges hubiesen obrado de mala fe, el matrimonio no producirá tales derechos a favor de ninguno de ellos. Se presume que ha actuado de mala fe el cónyuge que en el momento de la formalización del matrimonio tenía conocimiento de la existencia de una causa de nulidad.  La buena fe se presume salvo prueba en contrario.

TITULO III
De la disolución del matrimonio
Artículo 41.-  El matrimonio se disuelve por la muerte de uno de los cónyuges o por el divorcio.
CAPÍTULO I: DE LOS CASOS DE DIVORCIO

Artículo 42.-    El divorcio podrá pronunciarse: 

a) por mutuo acuerdo;

b)   por cese de la convivencia conyugal durante el tiempo señalado en este Código;

c) por falta o incumplimiento grave o reiterado de los deberes y obligaciones del matrimonio que hagan insoportable el mantenimiento de la vida en común.

Sección I - DEL DIVORCIO POR MUTUO ACUERDO 



Artículo 43.- Los esposos podrán presentar de manera conjunta una solicitud de divorcio al tribunal de familia correspondiente, sea al del domicilio conyugal o aquel al que ambos esposos hayan decidido otorgar competencia a estos fines. Cuando los esposos presenten dicha solicitud de divorcio, no tendrán que dar a conocer la causa que motiva dicha solicitud; sólo deberán someter a la aprobación por el Juez un convenio que regule las consecuencias. La solicitud podrá ser presentada por los abogados respectivos de las partes o por un abogado elegido de común acuerdo. El divorcio por mutuo acuerdo solo podrá ser solicitado después de transcurrido los seis primeros meses desde la fecha de celebración del matrimonio, a pena de inadmisibilidad.

Artículo 44.-  Los esposos, antes de presentar su solicitud al juez, estarán obligados a:
1o.- Formalizar el inventario de todos sus bienes muebles o inmuebles;

2o.- convenir a quién de ellos se confía la guarda de los hijos menores de edad y discapacitados mentales y aquellos discapacitados que no puedan valerse por si mismos, nacidos o adoptados por esa unión; así como la pensión alimentaria a favor de estos  durante los procedimientos y aun después de pronunciado el divorcio; 3o.- convenir el lugar de residencia de ambos cónyuges durante el proceso y determinar, cuando proceda, el monto y a cargo de cuál de los cónyuges se establecerá la pensión alimenticia a favor del otro durante el curso del proceso de divorcio y hasta que la sentencia adquiera el carácter definitivo e irrevocable. 

Artículo 45.- El convenio entre los cónyuges deberá formalizarse por acto auténtico, el cual será depositado anexo a la solicitud de divorcio, conjuntamente con el acta de matrimonio y las actas de nacimiento de los menores de edad y discapacitados comunes.
Artículo 46.- Una vez que el juez haya comprobado, que se han cumplido todas las exigencias para hacer admisible la solicitud de divorcio y  que la voluntad  y consentimiento de cada uno de los esposos fuera real,  dictara sentencia después de los quince y antes de los treinta días de la fecha de la solicitud. Si en el transcurso de este plazo, los esposos se han reconciliado, el juez declarara inadmisible la solicitud.  

MEDIACIÓN FAMILIAR.
Artículo 47.-   El Juez acogerá la solicitud de divorcio y homologara el convenio regulador de las consecuencias del divorcio. El juez podrá rechazar la solicitud de homologación del convenio si constatara que este no preserva los intereses de los hijos o de uno de los esposos, conforme a la ley. 

Artículo 48.- La decisión deberá ajustarse en todo a las estipulaciones consignadas en el acto de convenciones y estipulaciones elaborado por las partes para regular las consecuencias de su divorcio, el que sólo podrá sufrir las variaciones que los mismos esposos quieran introducir el día de la vista de la causa, por mutuo acuerdo.

Artículo 49.-La sentencia que admita el divorcio será transcrita, a diligencia de uno cualquiera de los esposos o por su abogado apoderado, en  la Oficialía del Estado Civil donde se encuentre asentada su acta de matrimonio, lo cual deberá hacerse dentro de los ocho días hábiles después de dictada la sentencia. El oficial encargado de dicha oficina expedirá una constancia de dicha trascripción. 
Artículo 50.- La sentencia que ordene el divorcio por mutuo  consentimiento será inapelable, y para su ejecución se observarán las reglas establecidas por el Código de Procedimiento Civil, habida cuenta de las formalidades antes prescritas.
Sección II: DEL DIVORCIO POR CESE DE LA CONVIVENCIA CONYUGAL

 Artículo 51.- Uno de los cónyuges podrá solicitar el divorcio, en razón de un cese prolongado de la convivencia conyugal, cuando los esposos vivieran separados de hecho por un período no menor de un año calendario, a contar de la fecha en la que se produjo el cese de dicha convivencia.

Artículo 52.- El cónyuge que solicitara el divorcio por cese de la convivencia conyugal soportará todas las cargas. En su demanda deberá precisar los medios por los que cumplirá sus obligaciones con respecto a su cónyuge e hijos. 

Artículo 53.- Si el otro cónyuge determinara que el divorcio tiene consecuencias materiales o morales de una dureza excepcional, ya sea para él o para los hijos, particularmente teniendo en cuenta la edad del cónyuge o de los hijos y la duración del matrimonio, el Juez desestimará la demanda. El juez podrá incluso desestimarla de oficio en caso de una enfermedad que, de producirse el divorcio, pudiera a su juicio acarrear consecuencias graves para el cónyuge enfermo. 

Artículo 54.- El cese de la convivencia conyugal sólo podrá ser invocado como causa de divorcio por el cónyuge que presente la demanda inicial, llamada demanda principal. El otro cónyuge podrá entonces presentar una demanda, llamada demanda reconvencional, invocando la culpa de aquél que hubiera tomado la iniciativa. Esta demanda reconvencional sólo podrá ir encaminada al divorcio y no a la separación de cuerpos. Si el Juez la admitiera, desestimará la demanda principal y pronunciará el divorcio por culpa del esposo que tomó la iniciativa, quien asumirá las consecuencias de ésta decisión.

Sección III.- DEL DIVORCIO POR INCUMPLIMIENTO DE LOS DEBERES Y OBLIGACIONES MATRIMONIALES.

Artículo 55.- El divorcio podrá ser solicitado por un cónyuge por hechos imputables al otro, cuando estos hechos constituyen una infracción grave o reiterada de los deberes y obligaciones del matrimonio y hagan insoportable el mantenimiento de la vida en común.

Artículo 56.- La reconciliación de los cónyuges producida después de los hechos alegados impedirá invocarlos como causa de divorcio, excepto cuando se trate de violencia intrafamiliar.

Producida la reconciliación, el Juez desestimara la demanda. Sin embargo, una nueva demanda podrá ser presentada en razón de hechos sobrevenidos o descubiertos después de la reconciliación, pudiendo entonces los hechos antiguos ser aportados en apoyo de esta nueva demanda, a título de precedentes.

El mantenimiento o la reanudación temporal de convivencia conyugal no serán considerados como una reconciliación si únicamente resultaran de la necesidad o del esfuerzo por suplir necesidades materiales o emocionales de los hijos.

Artículo 57.-  Las faltas del cónyuge que haya tomado la iniciativa del divorcio y que pudieran ser invocadas por el otro cónyuge como defensa, no impedirán que se examine su demanda; podrán, no obstante, quitar a los hechos que reproche a su cónyuge el carácter de gravedad que hubiera constituido una causa de divorcio. Estas faltas podrán también invocarse por el otro cónyuge en apoyo de una demanda reconvencional de divorcio. Si las dos demandas fueran admitidas, se pronunciará el divorcio por faltas compartidas. Incluso, en ausencia de demanda reconvencional, podrá pronunciarse el divorcio por faltas compartidas de los esposos, si en los debates se evidenciaran faltas a cargo de uno y otro cónyuge suficientes en la apreciación del juez que así lo determine.

Artículo 58.- Cuando el divorcio haya sido solicitado por esta causa, y aún en el caso de que el cónyuge contra quien se dirige la acción acepte los hechos invocados, los esposos podrán, mientras no se haya dictado una resolución sobre el fondo, pedir al juez apoderado que haga constar su acuerdo y que homologue el proyecto de convenio que regule las consecuencias del divorcio.  En este caso, serán entonces aplicables las disposiciones referentes al divorcio por mutuo acuerdo. 

CAPITULO II: DEL PROCEDIMIENTO DE DIVORCIO.

Sección I : DISPOSICIONES GENERALES

 Artículo 59.- El Juez del Tribunal de Primera Instancia delegado para los asuntos familiares, será el único competente para pronunciarse sobre el divorcio y sus consecuencias.  Tendrá competencia para pronunciar el divorcio, cualquiera que sea la causa. Podrá remitir el asunto en este estado a una audiencia colegial. Esta remisión será preceptiva a instancia de una parte. Los debates sobre la causa, las consecuencias del divorcio y las medidas provisionales no serán públicos.

Artículo 60.- En caso de divorcio por falta, y a petición de los cónyuges, el Juez Delegado de los Asuntos Familiares podrá limitarse a hacer constar en los motivos de la sentencia la existencia de hechos constitutivos de una causa de divorcio, sin tener que enunciar las culpas y quejas de las partes, a manera de preservar el derecho a la intimidad y privacidad de ambos cónyuges.

Artículo 61.-Si una demanda de divorcio debiera presentarse en nombre de un mayor de edad sometido a tutela, se hará por el tutor con autorización del consejo de familia, previo dictamen del médico que le trate. 

PÁRRAFO: El mayor sometido a curatela ejercerá la acción por sí mismo con asistencia del curador.  Si el cónyuge contra quien se presenta la demanda estuviera bajo tutela, la acción se ejercerá contra el tutor; si estuviera bajo curatela, se defenderá por sí mismo, con la asistencia del curador. Se nombrará un tutor o un curador especial cuando la tutela o la curatela hayan sido confiadas al cónyuge del incapaz.

 

Sección II: DE LA CONCILIACIÓN

Artículo 62.- Cuando el divorcio fuera solicitado por cese de la convivencia conyugal o por falta, será obligatorio un intento de conciliación antes de la instancia judicial. Podrá ser renovado durante la instancia. La conciliación de llevará a cabo conforme a las reglas establecidas en el presente Código. Cuando el divorcio fuera solicitado por mutuo acuerdo de los esposos, podrá intentarse una conciliación en el desarrollo de la instancia siguiendo las reglas procesales propias para este caso de divorcio.

 Artículo 63.-Lo que se hubiera dicho o escrito con ocasión de un intento de conciliación, cualquiera que fuera la forma en que hubiera tenido lugar, no podrá ser invocado a favor o en contra de uno de los esposos o de un tercero en la continuación del procedimiento.

 

Sección III: DE LAS MEDIDAS PROVISIONALES

Artículo 64.-En caso de divorcio por demanda conjunta, los esposos regularán por ellos mismos las medidas provisionales en el convenio temporal que se hubiera unido a su requerimiento inicial. Sin embargo, el Juez podrá hacer suprimir o modificar las cláusulas sobre estas medidas contenidas  en el convenio que le parecieran contrarias al interés de los hijos o que no reflejen un equilibrio justo entre los propios cónyuges.

PÁRRAFO: En caso de que los cónyuges se encuentren en el proceso de conciliación obligatoria, el Juez Delegado de los Asuntos Familiares será competente para autorizar (¿POR RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA, DE FORMA SUMARIA....?) las medidas que fueran necesarias para asegurar la subsistencia de los esposos y de los hijos hasta la fecha en que se emita una sentencia que adquiera fuerza de cosa juzgada que resuelva la cuestión del divorcio. 

Artículo 65.- El Juez podrá particularmente y a titulo provisional: 

a) Autorizar a los esposos a residir por separado; 

b) Atribuir a uno de ellos el disfrute de la vivienda y del ajuar familiar, o compartir este disfrute entre ambos;

c) Ordenar la entrega de los objetos personales y profesionales;

d) Fijar la pensión alimenticia y la provisión para gastos de la instancia que uno de los esposos deberá pagar a su cónyuge;

e) Conceder a uno de los cónyuges provisiones sobre su parte en la comunidad si la situación lo requiere.

f) Ordenar, si hubiera hijos menores de edad, las modalidades de ejercicio de la patria potestad durante el proceso, pudiendo igualmente decidir confiarlos a un tercero; pronunciarse igualmente sobre el derecho de visita y de alojamiento y fijar la contribución debida para su mantenimiento y su educación por el aquel de los cónyuges en cuya casa no residieran habitualmente o que no ejerciera la patria potestad.

 

Artículo 66.-El Juez podrá adoptar, desde la demanda inicial, medidas de urgencia.  Podrá, por este concepto, autorizar al cónyuge demandante a residir por separado, si hubiera lugar, con sus hijos menores de edad.  Podrá también, para garantía de los derechos de uno de los esposos, ordenar todas las medidas conservatorias tales como la colocación de precintos en los bienes comunes. Las disposiciones del artículo 220-1 y las demás garantías instituidas por el régimen matrimonial permanecerán sin embargo aplicables.

Artículo 67.- En caso de que se desestime definitivamente la demanda de divorcio, el Juez podrá resolver sobre la contribución a las cargas del matrimonio, la residencia de la familia y  las modalidades de ejercicio de la patria potestad.

Sección IV: DE LAS PRUEBAS

 Artículo 68.- Los hechos invocados como causas de divorcio o como defensas en una demanda podrán ser establecidos por cualquier medio de prueba, incluida la confesión.  Uno de los esposos no podrá aportar a los debates las cartas intercambiadas entre su cónyuge y un tercero que haya obtenido mediante violencia o fraude.

Artículo 69.-  Los esposos deberán comunicarse y comunicar al Juez apoderado así como a los peritos designados por él, todas las informaciones y documentos útiles para fijar las prestaciones y pensiones y liquidar el régimen matrimonial. El Juez podrá hacer proceder a todas las averiguaciones útiles de los deudores o de quienes tuvieran valores por cuenta de los esposos sin que pueda oponerse el secreto profesional.

 

Capítulo III - DE LAS CONSECUENCIAS DEL DIVORCIO
SECCIÓN I: DE LA FECHA EN QUE SE PRODUCEN LOS EFECTOS DEL DIVORCIO

 Artículo 70.- La sentencia que admita el divorcio disolverá el matrimonio en la fecha en que adquiera fuerza de cosa irrevocablemente juzgada.

Artículo 71.- Para contraer un nuevo matrimonio, la mujer deberá observar el plazo de trescientos días previsto (excepción: ¿podría dejarse sin efecto esta prohibición con una declaración de la mujer en el curso del proceso, de no relaciones intimas con el marido, acompañada de un certificado médico actual de su estado, de manera que pueda liberarse de este plazo?) con esto asume plenamente el riesgo de un hijo pero limita los derechos de éste al beneficio de la presunción de la paternidad. tema a discutir.  *sugerencia> eliminar por discriminatorio y poco científico (hacer comentario en las motivaciones del código).
Artículo 72.- Si los esposos hubiesen sido autorizados a residir por separado en el curso del proceso, este plazo empezará a contar a partir del día de la sentencia que autorice la residencia separada o homologue, en caso de demanda conjunta, el convenio temporal establecido al respecto. La mujer podrá volverse a casar sin plazo cuando el divorcio hubiera sido pronunciado en los casos previstos iniciados por la causa de cese de la convivencia conyugal.

Artículo 73.- El plazo finalizará si se produjera un parto después de la resolución que autorice o homologue la residencia separada o, en su defecto, después de la fecha en que la sentencia de divorcio hubiera adquirido fuerza de cosa juzgada.Si el marido falleciera, antes de que la sentencia de divorcio hubiera adquirido fuerza de cosa juzgada, el plazo empezará a contar desde la resolución que autorice o homologue la residencia separada.

Artículo 74.- La sentencia de divorcio surtirá efecto en las relaciones entre esposos, en lo que afecte a sus bienes, desde la fecha del emplazamiento o solicitud de divorcio en el caso de mutuo acuerdo. Los esposos podrán, uno u otro, solicitar si hubiera lugar, que el efecto de la sentencia sea trasladado a la fecha en que hubieran dejado de convivir y de colaborar. Cuando se trate de divorcio por causal diferente al mutuo acuerdo, aquel a quien correspondieran a título principal las faltas de la separación no podrá obtener este traslado.

Artículo 75.- La sentencia de divorcio será oponible frente a terceros, en lo que afecte a los bienes de los esposos, a partir del día en que las formalidades de registro y pronunciamiento establecidas por las normas del Registro Civil hubieran sido cumplidas.

Artículo 76.- Cualquier obligación contraída por uno de los esposos con cargo a la comunidad o enajenación de bienes comunes hecha por uno de ellos en el límite de sus poderes, posteriormente al requerimiento inicial a los fines de divorcio o separación judicial , será declarada nula, si se probara que había existido fraude a los derechos del otro cónyuge.

Sección II: DE LAS CONSECUENCIAS DEL DIVORCIO PARA LOS CÓNYUGES

DISPOSICIONES GENERALES: 

Artículo 77.- Si los esposos divorciados quisieran contraer entre ellos otra unión, será necesaria una nueva celebración del matrimonio.

Artículo 78.- Después del divorcio, cada uno de los esposos recobrará, si ha lugar, el uso de sus apellidos. Podrá conservar el uso del apellido del otro, con su consentimiento o con la autorización del Juez, si justifica que un interés particular va unido al uso de ese apellido.

Artículo 79.-  Al decidir el divorcio, el Juez ordenará la liquidación y el reparto de los bienes que pudieren considerarse intereses patrimoniales de los esposos conforme al régimen asumido por ellos al momento de su matrimonio,  y resolverá, si hubiera lugar, sobre las peticiones que surjan respecto de algún bien. 
PÁRRAFO I: DE LAS CONSECUENCIAS PROPIAS DE LAS DIFERENTES CAUSALES DE DIVORCIO 

 Artículo 80.-  El divorcio será considerado pronunciado contra uno de los esposos si fuera dictado por su falta exclusiva. Será considerado también dictado contra el cónyuge que tomó la iniciativa del divorcio cuando se obtenga por cese de la convivencia conyugal.  El cónyuge contra quien se hubiera dictado el divorcio perderá los derechos que la ley o los convenios establecidos con terceros atribuyan al cónyuge divorciado. Estos derechos no se perderán en caso de reparto de faltas o de divorcio por mutuo acuerdo.

 Artículo 81.-  Cuando el divorcio se dictara por faltas exclusivas de uno de los esposos, éste podrá ser condenado a daños y perjuicios como reparación del perjuicio material o moral que la disolución del matrimonio hubiera causado a su cónyuge. Este último sólo podrá solicitar daños y perjuicios con ocasión de la acción de divorcio.

Artículo 82.-  Cuando el divorcio se dictara por faltas exclusivas de uno de los esposos, éste perderá de pleno derecho todas las donaciones y liberalidades matrimoniales que su cónyuge o cualquier tercero le hubiera consentido al momento, o durante el matrimonio. El otro cónyuge conservará las donaciones y liberalidades que le hubieran sido consentidas, aunque hubieran sido estipuladas como recíprocas y la reciprocidad no hubiera tenido lugar.

PÁRRAFO: Cuando el divorcio se admita por faltas compartidas, cada uno de los esposos podrá revocar todas o parte de las donaciones y liberalidades que hubiera consentido al otro. Aquellas que hubieren recibido de parte de terceros serán sometidas al proceso de partición, si hubiere lugar.

Artículo 83.-  Cuando el divorcio se dictara por demanda conjunta, los mismos esposos decidirán la suerte de las donaciones y liberalidades que hayan consentido; si no hubieran decidido nada a este respecto, se considerará que las hubieran mantenido.

Artículo 84.-  Cuando el divorcio se dictara con motivo del cese de la convivencia conyugal, aquel que haya motivado el cese perderá de pleno derecho las donaciones y liberalidades que su cónyuge le haya consentido.  El otro cónyuge conservará las suyas.

 

PÁRRAFO II: DE LAS PRESTACIONES COMPENSATORIAS

Artículo 85.-  Salvo cuando se dictara con motivo del cese de la convivencia conyugal, el divorcio pondrá fin al deber de socorro previsto en este Código; pero uno de los esposos podrá estar obligado a pagar al otro una prestación destinada a compensar, en la medida de lo posible, la disparidad creada por la ruptura del matrimonio en las condiciones de vida respectivas.

 Artículo 86.-  La prestación compensatoria se fijará según las necesidades del cónyuge a quien se pague y los recursos del otro teniendo en cuenta la situación en el momento del divorcio y la evolución de éste en un futuro previsible. En la fijación de una prestación compensatoria, por el Juez o por las partes en el convenio referido en el artículo 278, o con ocasión de una demanda de revisión, las partes presentarán al Juez una declaración certificando por su honor la exactitud de sus recursos, rentas, patrimonio y condiciones de vida.

 Artículo 87.-  Para la determinación de las necesidades y de los recursos, el Juez tomará en consideración particularmente:

            - la edad y el estado de salud de los esposos;

            - la duración del matrimonio;

            - el tiempo ya dedicado o que se necesite dedicar a la educación de los hijos;

            - su cualificación y su situación profesionales en relación con el mercado laboral;

            - sus derechos existentes y previsibles;

            - su situación respectiva en materia de pensiones de jubilación;

            - su patrimonio, tanto en capital como en rentas, después de la liquidación del régimen matrimonial.

 

Artículo 88.-  La prestación compensatoria tendrá un carácter a tanto alzado.

Artículo 89.-  La prestación compensatoria adoptará la forma de un capital cuyo importe se fijará por el Juez.

Artículo 90.-  El Juez decidirá las modalidades según las cuales se ejecutará la atribución o la afectación de bienes en capital:

            1. Pago de una suma de dinero;

            2. Abandono de bienes en especie, muebles o inmuebles, en propiedad, en usufructo, para el uso o la habitación, actuando la sentencia como una cesión forzosa a favor del acreedor;

            3. Depósito de valores generadores de rentas en manos de un tercero encargado de pagar las rentas al cónyuge acreedor de la prestación hasta el término fijado.

La sentencia de divorcio podrá quedar subordinada al pago efectivo del capital o a la constitución de las garantías previstas.

 

Artículo 91.- Cuando el deudor no tuviera capacidad de pagar el capital en las condiciones previstas en el artículo 275, el Juez fijará las modalidades de pago del capital, con el límite de ocho años, bajo forma de pagos mensuales o anuales indexados conforme a las reglas aplicables a las pensiones alimenticias. El deudor podrá solicitar la revisión de estas modalidades de pago en caso de cambio notable en su situación. A título excepcional, el Juez podrá entonces, mediante resolución especial y fundamentada, autorizar el pago del capital con una duración total superior a ocho años. A la muerte del cónyuge deudor, la carga del saldo del capital pasará a sus herederos.   Los herederos podrán solicitar la revisión de las modalidades de pago en las condiciones previstas en el apartado precedente.  El deudor o sus herederos podrán liberarse en cualquier momento del saldo del capital. Después de la liquidación del régimen matrimonial, el acreedor de la prestación compensatoria podrá someter al Juez una demanda de pago del saldo del capital.

 Artículo 92.- A título excepcional, el Juez podrá, mediante resolución especialmente motivada, considerando que la edad o el estado de salud del acreedor no le permiten atender sus necesidades, fijar la prestación compensatoria bajo forma de renta vitalicia. Tomará en consideración los elementos de apreciación previstos en el artículo 272.

 Artículo 93.- La renta se indexará; el índice se determinará como en materia de pensión alimenticia. El importe de la renta antes de la indización se fijará de forma uniforme para toda su duración o podrá variar por periodos sucesivos según la evolución probable de los recursos y de las necesidades. 

 Artículo 94.-  A la muerte del cónyuge deudor, la carga de la renta vitalicia pasará a sus herederos. Las pensiones de reversión eventualmente pagadas en nombre del cónyuge fallecido serán deducidas de pleno derecho de la renta pagada al acreedor. Salvo resolución contraria del Juez encargado por el acreedor, continuará realizándose una reducción del mismo importe si el acreedor perdiera su derecho a pensión de reversión.

 Artículo 95.- La prestación compensatoria fijada en forma de renta vitalicia podrá ser revisada, suspendida o suprimida en caso de cambio importante en los recursos o en las necesidades de las partes. La revisión no podrá tener como efecto situar la renta en un importe superior al fijado inicialmente por el Juez. La acción de revisión estará abierta al deudor y a sus herederos.

Artículo 96.- El deudor de una prestación compensatoria en forma de renta vitalicia podrá en cualquier momento encargar el Juez para que resuelva sobre la sustitución de la renta por un capital determinado según las modalidades previstas. Esta acción estará abierta a los herederos del deudor. El acreedor de la prestación compensatoria podrá presentar la misma petición si demostrara que la modificación de la situación del deudor permite esta sustitución, particularmente en el momento de la liquidación del régimen matrimonial.

 Artículo 97.- Independientemente de la hipoteca legal o judicial, el Juez podrá imponer al esposo deudor que constituya una prenda, que preste fianza o que suscriba un contrato garantizando el pago de la renta o del capital.

Artículo 98.- En caso de demanda conjunta, los esposos fijarán el importe total y las modalidades de la prestación compensatoria en el convenio que sometan a la homologación del Juez. Podrán prever que el pago de la prestación cese en el momento en que se produzca un acontecimiento determinado. La prestación podrá tomar la forma de una renta atribuida por una duración determinada. El Juez, sin embargo, se negará a homologar el convenio si fijara desigualmente los derechos y las obligaciones de los esposos.

Artículo 99.- El convenio homologado tendrá la misma fuerza ejecutoria que una resolución de justicia. Solo podrá ser modificado por un nuevo convenio entre esposos, igualmente sometido a homologación. Los esposos tendrán sin embargo la facultad de prever en su convenio que cada uno de ellos pueda, en caso de  cambio importante en los recursos y las necesidades de las partes, solicitar al Juez que revise la prestación compensatoria.

Artículo 100.- Los traspasos y las cesiones previstos en el presente Párrafo se considerarán integrantes del régimen matrimonial.  No estarán asimilados a donaciones.

 Artículo 101.- El cónyuge por cuya culpa exclusiva se dicte el divorcio no tendrá derecho a ninguna prestación compensatoria. Sin embargo, podrá obtener una indemnización a título excepcional, si, habida cuenta de la duración de la convivencia conyugal y de la colaboración aportada a la profesión del otro cónyuge, pareciera manifiestamente contrario a la equidad negarle cualquier compensación pecuniaria después del divorcio.

  

PÁRRAFO III-DEL DEBER DE SOCORRO DESPUÉS DEL DIVORCIO

 Artículo 102.- Cuando el divorcio se dictara por cese de la convivencia conyugal, el cónyuge que haya tomado la iniciativa del divorcio estará completamente obligado al deber de socorro. En el caso del deber de socorro cubrirá todo lo que fuera necesario para el tratamiento médico del cónyuge enfermo.

 Artículo 103.- El cumplimiento del deber de socorro adoptará la forma de una pensión alimenticia.  Ésta siempre podrá ser revisada en función de los recursos y de las necesidades de cada uno de los esposos.

Artículo 104.- La pensión alimenticia dejará de pleno derecho de adeudarse si el cónyuge acreedor contrajera nuevo matrimonio. Se pondrá fin a ésta si el acreedor viviera en concubinato notorio.

 Artículo 105.- A la muerte del cónyuge deudor, la carga de la pensión pasará a sus herederos.  

Artículo 106.- Cuando la consistencia de los bienes del cónyuge deudor se preste a ello, la pensión alimenticia será reemplazada, en todo o en parte, por la constitución de un capital, según las reglas. Si este capital fuera insuficiente para cubrir las necesidades del cónyuge acreedor, éste podrá solicitar un complemento en forma de pensión alimenticia.

 Artículo 107.- El cumplimiento del deber de socorro adoptará la forma de una pensión alimenticia.  Ésta siempre podrá ser revisada en función de los recursos y de las necesidades de cada uno de los esposos.

 Artículo 108.-  La pensión alimenticia dejará de pleno derecho de adeudarse si el cónyuge acreedor contrajera nuevo matrimonio. Se pondrá fin a ésta si el acreedor viviera en concubinato notorio.  A la muerte del cónyuge deudor, la carga de la pensión pasará a sus herederos.  

  

PÁRRAFO IV: DE LA VIVIENDA

 Artículo 109.- Si el local que sirve de vivienda a la familia pertenece a uno de los esposos, el Juez podrá concederlo en arrendamiento al otro cónyuge:

1. Cuando la autoridad paternal se ejerza por éste sobre uno o varios hijos o, en caso de ejercicio conjunto de la misma, cuando uno o varios hijos tuvieran su residencia habitual en esta vivienda;

2. Cuando el divorcio haya sido dictado a instancia del esposo propietario, por cese de la convivencia conyugal.

PÁRRAFO: En el caso previsto en el 1º anterior, el Juez fijará la duración del arrendamiento y podrá renovarlo hasta la mayoría de edad del hijo más joven. En el caso previsto en el 2º, el arrendamiento no podrá ser concedido por una duración que exceda de nueve años, pero podrá ser prorrogado mediante una nueva resolución. Finalizará, de pleno derecho, en caso de nuevo matrimonio de aquél a quien se le hubiera concedido. Se pondrá fin si éste viviera en concubinato notorio. En todos los casos, el Juez podrá rescindir el arrendamiento si las nuevas circunstancias lo justificaran.

 

Sección III: DE LAS CONSECUENCIAS DEL DIVORCIO PARA LOS HIJOS

 Artículo 110.-  El divorcio dejará que subsistan los derechos y deberes del padre y de la madre respecto de sus hijos, con reserva de las reglas siguientes.

Artículo 111.-   (PENDIENTE PARA SER TRABAJADO POR LA COMISIÒN)
 
Capítulo IV  - DE LA SEPARACIÓN JUDICIAL DE CUERPOS

 Sección I:  DE LOS CASOS Y DEL PROCEDIMIENTO DE LA SEPARACIÓN DE CUERPOS 

 Artículo 112.-La separación de cuerpos puede dictarse a petición de uno de los esposos en los mismos casos y en las mismas condiciones que el divorcio. 

Artículo 113.- El esposo contra quien se entable una demanda de divorcio podrá presentar una demanda reconvencional de separación de cuerpos. El esposo contra quien se entable una demanda de separación de cuerpos podrá presentar una demanda reconvencional de divorcio.

Artículo 114.- Si una demanda de divorcio y una demanda de separación de cuerpos fueran presentadas simultáneamente, el Juez dictará respecto de los dos cónyuges el divorcio por culpas compartidas. 

 Artículo 115.- Además, las reglas contenidas en el presente Código referentes al procedimiento de divorcio, son aplicables al procedimiento de separación de cuerpos.

Sección II: DE LAS CONSECUENCIAS DE LA SEPARACIÓN DE CUERPOS

Artículo 116.- La separación de cuerpos no disuelve el matrimonio pero pone fin al deber de convivencia.  La mujer o el hombre separado conserva el uso del apellido del otro, si eso fue lo convenido en el matrimonio. Sin embargo, la sentencia de separación de cuerpos, o una sentencia posterior, podrá prohibírselo. En el caso de que el marido tenga junto a su apellido el apellido de su mujer, ésta podrá igualmente solicitar que le sea prohibido llevarlo al marido.

 Artículo 117.- En caso de fallecimiento de uno de los esposos en separación de cuerpos, el otro esposo conserva los derechos que la ley concede al cónyuge supérstite. Sin embargo se verá privado de ellos si la separación de cuerpos se dictara contra él siguiendo las distinciones hechas cuando se trate de falta exclusiva del cónyuge o por cese de la convivencia conyugal. Cuando la separación de cuerpos se dicte sobre demanda conjunta, los esposos podrán incluir en su convenio una renuncia a los derechos sucesorios. 

Artículo 118.-La separación de cuerpos supone siempre separación de bienes.  En lo que afecta a los bienes, la fecha en que la separación de cuerpos produce sus efectos se determinará conforme a las disposiciones de los artículos referentes a la publicidad.  

Artículo 119.- La separación de cuerpos deja que subsista el deber de socorro; la sentencia que la dicte o una sentencia posterior fijará la pensión alimenticia que se deberá al cónyuge si hubiera necesidad.  Esta pensión será asignada sin consideración de culpas. Esta pensión estará sometida a las reglas de las obligaciones alimenticias. 

Artículo 120.- Con reserva de las disposiciones de la presente sección, las consecuencias de la separación de cuerpos observarán las mismas reglas que las consecuencias del divorcio enunciadas en este Código.

 

Sección III: DEL FIN DE LA SEPARACIÓN DE CUERPOS

 Artículo 121.- La reanudación voluntaria de la convivencia conyugal pone fin a la separación de cuerpos.  Para ser oponible a terceros, ésta deberá, bien constar en acta notarial, bien ser objeto de una declaración al oficial de Estado Civil. Se hará una mención al margen en la partida de matrimonio de los esposos, así como al margen de sus partidas de nacimiento.  

 Artículo 122.- La separación de bienes subsiste salvo si los esposos adoptan un nuevo régimen matrimonial siguiendo las reglas que a tales fines se establecen en el presente Código. 

 Artículo 123.- A instancia de uno de los esposos, la sentencia de separación de cuerpos se convertirá de pleno derecho en sentencia de divorcio cuando la separación de cuerpos haya durado tres años.

 Artículo 124.- En todos los casos de separación de cuerpos, ésta podrá convertirse en divorcio mediante una demanda conjunta. Cuando la separación de cuerpos se hubiera dictado sobre una demanda conjunta, sólo podrá convertirse en divorcio mediante una nueva demanda conjunta.

Artículo 125.- Por el hecho de la conversión, la causa de la separación de cuerpos se convierte en causa del divorcio; la atribución de culpas no será modificada. El Juez fijará las consecuencias del divorcio. Las prestaciones y pensiones entre esposos se determinarán según las reglas propias del divorcio.

 Artículo 126.- La mujer podrá contraer un nuevo matrimonio desde que la resolución de conversión adquiera fuerza de cosa juzgada.

  

Capítulo V - DEL CONFLICTO DE LEYES RELATIVAS AL DIVORCIO Y A LA SEPARACIÓN DE CUERPOS 

 Artículo 127.-  El divorcio y la separación de cuerpos se rigen por la ley dominicana:

· cuando ambos esposos sean de nacionalidad dominicana;

· cuando ambos esposos tengan su domicilio legalmente establecido en territorio dominicano;

· cuando ninguna ley extranjera se reconociera competente, aun cuando los tribunales dominicanos fueran competentes para conocer del divorcio o de la separación de cuerpos.

TITULO IV - DE LA UNIÓN MARITAL CONSENSUAL 

Capítulo I

Artículo 128.-  DEFINICIÓN.-  A los fines de éste Código, se entiende por  unión marital consensual, cuando un hombre y una mujer, voluntariamente, que posean aptitud legal para contraer matrimonio, constituyen hogar y hacen vida en común estable, por más de tres años, y de manera singular, pública y notoria, surtiendo todos los efectos similares al matrimonio formalizado legalmente, tanto en la relaciones personales como patrimoniales de los convivientes.

Artículo 129.-  Serán apreciadas por el tribunal las características de estas uniones teniendo en consideración las particularidades de cada caso.

Artículo 130.-  De igual manera, la unión marital consensual, formalizada de acuerdo a las condiciones enunciadas en el artículo precedente, también surtirán los efectos patrimoniales propios del régimen matrimonial de la comunidad reducida a los gananciales, cuando éste finalice por cualquier causa.

CAPITULO II - DE LOS DEBERES

Artículo 131.-  Son deberes recíprocos del hombre y la mujer unidos maritalmente de manera consensual, la fidelidad, asistencia, convivencia y cooperación. El incumplimiento de cualquiera de estos deberes, es causa que justifica la ruptura de la unión. En el caso de los tres últimos se requiere que su incumplimiento sea reiterado. 

Artículo 132.-  La asistencia y cooperación proporcionadas por uno de los convivientes al otro, no se encuentran sujetas a restitución ni retribución alguna y se consideran deberes inherentes a la unión.

CAPITULO III - DEL RECONOCIMIENTO DE LA UNIÓN MARITAL CONSENSUAL

Artículo 133.-  Para los efectos indicados en el artículo anterior, cualquiera de los convivientes después de transcurridos los tres años de su unión, o sus descendientes en línea directa, podrán solicitar al tribunal el reconocimiento de la unión marital consensual. La acción se tramitará por la vía del proceso dispuesto en este Código, en el Título referente a “Los Procesos en Materia de Derecho de Familia” y caducará en dos años a partir de la ruptura de la convivencia o de la muerte del causante.

Artículo 134.-  El reconocimiento judicial de la unión marital consensual retrotraerá sus efectos patrimoniales a la fecha en que se inició esa unión.

Artículo 135.- Después de reconocida la unión y durante su vigencia, los convivientes podrán solicitarse pensión alimentaria.

PÁRRAFO I: Cuando los convivientes deciden de mutuo acuerdo poner término a la unión marital consensual, podrán establecer una pensión alimentaria a favor de aquel que carezca de medios propios para subsistir. 

PÁRRAFO II: De igual forma, cuando la convivencia termine por un acto unilateral injustificado de uno de los convivientes, el otro podrá pedir para sí, una pensión alimentaria a cargo del primero.

PÁRRAFO III: En ambos casos, la pensión alimentaria cesará al año de su otorgamiento o si antes de su vencimiento el beneficiario de la misma adquiera los medios necesarios para subsistir o se una a otra persona de forma matrimonial o consensual.
Artículo 136.-  Los bienes comunes se encuentran afectados a la satisfacción de las necesidades de los convivientes, así como para sostenimiento y educación de los hijos.

CAPITULO IV -DE LA ADMINISTRACIÓN Y DISPOSICIÓN DE LOS BIENES COMUNES

Artículo 137.-  Los bienes generados durante la unión marital consensual son comunes y cuando ésta termina se dividen entre ellos o sus herederos, sean estos los ganados por el trabajo personal  o el esfuerzo común, los frutos que dichos bienes producen, así como aquellos bienes adquiridos por permuta por otro bien común o por compra con fondos comunes y los productos del azar o la fortuna.

Artículo 138.-  Los bienes serán administrados por ambos convivientes en igualdad de condiciones. Los gastos que realice uno de ellos y las obligaciones que contraiga para la satisfacción de las necesidades recíprocas y de los hijos, precisa del consentimiento del otro. Si estos se realizan sin el consentimiento del otro, éste último no se encuentra obligado. Para aquellos actos de disposición de los bienes comunes, así como para formalizar contratos de préstamos y otros que conceden el uso o goce de cosas, requieren también el consentimiento de ambos convivientes. Se aplican además a este respecto, las disposiciones sobre comunidad de gananciales.

CAPITULO V - DE LOS BIENES PRODUCTOS DEL  TRABAJO PERSONAL DE LOS CONVIVIENTES

Artículo 139.-  Los bienes adquiridos como producto del trabajo personal de cada uno se administra e invierte libremente; pero si cualquiera de los convivientes deja de hacer su contribución a los gastos recíprocos, el otro puede solicitar al tribunal la entrega de la porción que corresponda, mediante un procedimiento sencillo y expedito indicado en este código.

Artículo 140.-  Los bienes propios pertenecientes a  cada uno de los convivientes, se administran y disponen libremente por el conviviente a quien pertenece.

CAPITULO VI - DEL FIN DE LA UNIÓN MARITAL DE HECHO

Artículo 141.-   La unión marital de hecho termina por la muerte o por la voluntad de uno de los convivientes, salvo la responsabilidad que pudiera acarrearle.

Artículo 142.- Si la unión termina por la muerte de uno de los convivientes, el que sobreviva tomará para sí la mitad de los bienes que le corresponden en los bienes comunes, y la otra mitad se distribuye entre los hijos, si los hubiere. En caso de no haber hijos, la mitad reservada a los hijos, estará sujeta a las reglas de las sucesiones establecidas en la ley.

PÁRRAFO I.- En la sucesión de los bienes propios tiene participación el conviviente sobreviviente, en igualdad de condiciones que cada uno de los hijos.

PÁRRAFO II.- En el caso que el conviviente fallecido haya dejado testamento, se cumple en la medida que no sea contrario a lo anteriormente prescrito en el párrafo precedente.

PÁRRAFO III.- Los beneficios y seguros sociales se rigen por las normas especiales de la materia.

Artículo 143.- En caso de la ruptura unilateral, el otro conviviente puede pedir inmediatamente la repartición de los bienes comunes y la parte que le corresponde, y si no hay infidelidad u otro incumplimiento de deber por su parte, puede obtener que se le fije una pensión alimentaria para sí y los hijos menores que queden bajo su responsabilidad.

PÁRRAFO: En los casos particulares, si la ruptura la ocasiona el propósito de contraer matrimonio o convivir con otra tercera persona, el conviviente abandonado puede formalizar oposición al matrimonio y exigir que previamente se provea la solución indicada anteriormente. En este último caso precisa la intervención del tribunal para resolver la cuestión planteada.

CAPITULO VII - DE LA PARTICIPACIÓN DE LOS CONVIVIENTES

Artículo 144.- La participación de cada conviviente o de quienes lo representen, se hace efectiva sobre el saldo líquido, después de pagadas las deudas y satisfechas las cargas comunes. Si no alcanzan los bienes comunes, quedan afectados los bienes propios de ambos convivientes.

Artículo 145.- No producen los efectos organizados en este título, las uniones inestables y plurales que se conformen, salvo que ambos convivientes hayan actuado de buena fe, y aún por uno de ellos, si sólo hubo buena fe de su parte, pero no por el otro. En relación a los hijos, el derecho de estos no sufre alteración. 

LIBRO II
De la filiación 
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 146.-  PRUEBA DE FILIACIÓN PATERNA Y MATERNA. Los hijos nacidos dentro del matrimonio se reputan hijos del esposo. De igual modo, los nacidos en la unión n marital consensual, establecida conforme a este Código, se reputan hijo del conviviente. La filiación de los hijos se prueba por el acta de nacimiento emitida por el Oficial del Estado Civil. A falta de ésta, basta la posesión de Estado, conforme se establece en el derecho común. La filiación materna se prueba por el simple hecho del nacimiento. En todo caso de investigación o impugnación de la filiación materna o paterna, se podrá recurrir a las pruebas científicas, en especial las pruebas de ADN. 

Artículo 147.-  MODALIDADES DE RECONOCIMIENTO. Los hijos e hijas concebidos fuera del matrimonio podrán ser reconocidos por su padre de manera individual, al producirse el nacimiento o con posterioridad a él, ya sea declarándolo ante el Oficial del Estado Civil, por testamento o mediante acto auténtico, sin importar la situación jurídica de la relación de la cual provenga. Al momento de declarar el nacimiento de su hijo, la madre podrá indicar el nombre del padre, el que será notificado a los fines de que tome conocimiento de dicha declaración y presente, si lo estima de lugar, la impugnación a dicha declaración dentro de un plazo no mayor de 10 días desde el momento en que haya sido debidamente notificado.   El conocimiento de dicha impugnación estará a cargo del tribunal de familia. 

Párrafo I.- El reconocimiento puede preceder al nacimiento del hijo o hija, surtiendo efecto solamente si nace vivo o viva, o posterior al fallecimiento del hijo o hija si éstos dejan descendientes. 

Párrafo II.- Cuando el reconocimiento no se haya efectuado ante el Oficial del Estado Civil, basta la presentación del documento, por la persona interesada, donde consta dicho reconocimiento para que el mismo expida el acta de nacimiento correspondiente. 

Párrafo III.- La madre podrá proceder a demandar judicialmente el reconocimiento de un hijo o hija desde su nacimiento hasta su mayoría de edad. En ausencia o imposibilidad de la madre, el responsable o tutor puede iniciar la acción en reconocimiento. Los hijos e hijas podrán reclamar la filiación en todo momento, luego de su mayoría de edad. En caso de hijos e hijas mayores de edad declarados interdictos, el tutor podrá iniciar la acción en reconocimiento.

Artículo 148.-  LEY APLICABLE. La filiación estará regida por la ley personal de la madre o del padre,  o por la ley personal del hijo o hija. 

Párrafo.- La posesión de estado producirá todas las consecuencias que se derivan de la ley dominicana, aunque los otros elementos de filiación dependan de una ley extranjera, a condición de que el hijo o hija nacido dentro del matrimonio o de una unión marital consensual, y el padre y la madre tengan en República Dominicana su residencia habitual, común o separada.

Artículo 149.- COMPETENCIA. Las acciones relativas a la filiación serán competencia de la sala de lo civil del Tribunal de Niños, Niñas y Adolescentes, del domicilio del niño, niña y adolescentes. 

Capítulo I:  FILIACIÓN POR ADOPCIÓN - DISPOSICIONES GENERALES SOBRE LA ADOPCIÓN

Artículo 150.- NATURALEZA. La adopción es una institución jurídica de orden público e interés social que permite crear, mediante sentencia rendida al efecto, un vínculo de filiación voluntario entre personas que no lo tienen por naturaleza.

Artículo 151.- CARÁCTER SOCIAL Y HUMANO. La adopción es una medida de integración y protección familiar para los niños, niñas y adolescentes en función de su interés superior, cuyo proceso debe ser llevado bajo la suprema vigilancia del Estado.

Artículo 152.- EXCEPCIONALIDAD. La adopción debe considerarse sólo para casos excepcionales y en las circunstancias que se determinan en este Código. 

Artículo 153.- RESPONSABILIDAD DEL ESTADO. El Estado tiene la obligación de crear los mecanismos necesarios para evitar que la adopción sea utilizada indiscriminadamente. Al efecto, los procedimientos administrativos deberán ser canalizados a través del Departamento de Adopciones del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI), y necesitan ser homologadas por el Tribunal de Niños, Niñas y Adolescentes.

Sección I - MODALIDADES DE LA ADOPCIÓN

Artículo 154.- GENERALIDADES. La adopción es sólo privilegiada. La adopción privilegiada puede ser nacional o internacional, según que los adoptantes sean dominicanos residentes en el país o ciudadanos extranjeros.

Artículo 155.- ADOPCIÓN PRIVILEGIADA. En la adopción privilegiada el adoptado(a) deja de pertenecer a su familia de sangre y se extingue el parentesco con los integrantes de ésta, así como todos sus efectos jurídicos, con la excepción de los impedimentos matrimoniales. El adoptado(a) tiene en la familia del adoptante los mismos derechos y obligaciones del hijo(a) biológico(a).  La adopción privilegiada es irrevocable.

Sección II - LA ADOPCIÓN PRIVILEGIADA NACIONAL: DISPOSICIONES GENERALES

A.- CONDICIONES RELATIVAS A LOS ADOPTANTES.

Artículo 156.- LA APTITUD PARA ADOPTAR. Podrán adoptar las personas mayores de 30 años de edad, independientemente de su estado civil, siempre que el o la adoptante garanticen idoneidad física, moral, social y sexual, que permita ofrecer a un niño, niña o adolescente un hogar que garantice su bienestar integral. Las mismas calidades serán exigidas a quienes adopten de manera conjunta. La edad límite para adoptar es de 60 años. Excepcionalmente una persona mayor de esta edad podrá adoptar en las siguientes situaciones:

a) Cuando ha tenido la crianza, cuidado y protección del niño, niña o adolescente previo a la solicitud de adopción;

b) En los casos de familiares que quieran adoptar un niño, niña o adolescente, cuando los padres o responsables han sido despojados judicialmente de la guarda.

Artículo 157.- QUIÉNES PUEDEN ADOPTAR. Pueden adoptar:

a) Los cónyuges dominicanos, casados durante tres (3) años; y los extranjeros durante cinco (5) años de casados;

b) La pareja dominicana, formada por un hombre y una mujer, cuando demuestren una convivencia ininterrumpida por lo menos de cinco (5) años;

c) Las personas solteras que, de hecho, tengan o hayan tenido la responsabilidad de la crianza, cuidado y educación de un niño, niña o adolescente;

d) El viudo o la viuda, si en vida del cónyuge ambos hubieren comenzado el procedimiento de adopción;

e) El cónyuge divorciado o separado cuando el procedimiento de adopción ya existía al tiempo del divorcio o la separación;

f) El o la cónyuge en matrimonio o la pareja unida consensualmente podrá formalizar la adopción del hijo(a) del otro u otra cónyuge;

g) Los abuelos, tíos y hermanos mayores de edad, a sus nietos, sobrinos y hermanos menores, cuyo padre o madre o ambos progenitores hayan fallecido y los adoptantes puedan garantizar el bienestar integral de sus parientes.

Artículo 158.- PERSONA SOLTERA. Cuando la solicitud en adopción provenga de una persona soltera, los organismos pertinentes deberán ponderar con particular detenimiento los motivos del adoptante, a fin de evitar la distorsión del espíritu de la institución adoptiva y de propiciar, en la medida de lo posible, un óptimo desarrollo físico, síquico, social y sexual para el futuro adoptado.

Artículo 159.- EXISTENCIA DE HIJOS E HIJAS BIOLÓGICOS(AS). No será obstáculo para la adopción la existencia de hijos e hijas propios de los adoptantes. Sin embargo, cuando en estos casos los hijos e hijas sean mayores de 12 años de edad, deberán externar su parecer sobre la adopción mediante comparecencia personal ante el Juez de Niños, Niñas y Adolescentes o ante el consulado del país donde residan los hijos biológicos de los adoptantes, el cual recibirá su opinión sobre la adopción y lo hará constar en un documento que remitirá ante las autoridades competentes en materia de adopción. Excepcionalmente, por circunstancias apreciables por el juez, podrán comunicar por escrito su punto de vista sobre dicha adopción.

B. CONDICIONES RELATIVAS A LOS ADOPTADOS

Artículo 160.- EDAD DEL ADOPTADO. La adopción procederá a favor de las personas menores de 18 años de edad a la fecha de la solicitud.

Artículo 162.- QUIENES PUEDEN SER ADOPTADOS. Podrán ser adoptados:  

a) Niños, niñas o adolescentes huérfanos de padre y madre;

b) Niños, niñas o adolescentes de padres desconocidos, que se encuentren bajo la tutela del Estado;

c) Niños, niñas o adolescentes cuyo padre y madre hayan sido privados de la autoridad parental por sentencia;

d) Niños, niñas o adolescentes cuyos padres consientan la adopción.

Párrafo.- Nadie podrá ser beneficiado por más de una adopción.

Artículo 163.- DIFERENCIAS DE EDAD ENTRE EL ADOPTANTE Y EL ADOPTADO. Entre adoptante y adoptado debe existir una diferencia de edad no menor de 15 años, que sea compatible con una relación de paternidad y maternidad. Esta diferencia de edad no será exigible cuando la adopción se haga a favor del hijo o hija del otro cónyuge, previo consentimiento de la madre o del padre, si éste lo ha reconocido.

Sección III - CONDICIONES DE FORMA DE LA ADOPCIÓN PRIVILEGIADA

Artículo 164.- CONSENTIMIENTO DE LOS PADRES. Corresponde al padre y a la madre consentir válida y voluntariamente la adopción privilegiada de sus hijos e hijas.

Artículo 165.- LAS FORMAS DEL CONSENTIMIENTO. En los casos previstos, el consentimiento se dará en el acto mismo de la adopción o por acto auténtico separado, ante notario o ante el juez de paz del domicilio o residencia del ascendiente, o ante los agentes diplomáticos o consulares, en el extranjero.

Artículo 166.-  PERSONAS CAPACES DE EXPRESAR SU CONSENTIMIENTO. Son capaces de expresar su consentimiento:
a) Los padres casados o en unión consensual: En caso de adopción de hijos e hijas, declarados o reconocidos, el padre y la madre deberán dar su consentimiento a la adopción del hijo e hija respecto del cual se ha establecido la filiación;

b) El padre o madre con imposibilidad de manifestar su consentimiento: Si uno de ellos ha fallecido o se encuentra en la imposibilidad de manifestar su voluntad, basta el consentimiento del otro. Si el padre y la madre del niño, niña y adolescente han fallecido o están en la imposibilidad de manifestar su voluntad por ausencia, desaparición o incapacidad mental, el consentimiento debe ser otorgado por el representante legal o tutor ad-hoc;

c) Padre y madre separados o divorciados: Si el padre y la madre están separados o divorciados, es necesario el consentimiento de ambos padres. En caso de divergencia entre ambos padres respecto de la adopción del niño, niña o adolescente, la sala de lo civil del tribunal de niños, niñas o adolescentes, será competente para decidir si procede o no la adopción con el solo consentimiento del padre que tiene la guarda;

d) Consentimiento en caso de padre y madre despojados de autoridad: La condición de niño, niña o adolescente cuyos padres hayan perdido su autoridad, se acreditará por la declaración de pérdida de autoridad mediante la presentación de la sentencia que así lo estipula. El consentimiento deberá ser dado por el representante legal, previa opinión del Consejo de Familia;

e) Hijos de padres desconocidos: Cuando se trate de un hijo (a) de padres desconocidos, el consentimiento será otorgado por la Presidencia del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI), en su calidad de tutor ad-hoc.

Párrafo I.- La condición de niño, niña o adolescente de filiación desconocida se acreditará por la sentencia de declaración de abandono, ordenada por el Tribunal de Niños, Niñas y Adolescentes donde fue encontrado el niño, niña y adolescente. 

Párrafo II.- Si los adoptados son mayores de doce (12) años, deberán estar de acuerdo personalmente con su propia adopción. En todo procedimiento de adopción, el niño, niña y adolescente deberá ser escuchado, teniendo en cuenta su edad y madurez.

Artículo 167.- CONSENTIMIENTO DE LOS ESPOSOS ADOPTANTES. Ninguno de los esposos podrá adoptar sin el consentimiento del otro, salvo en los casos de separación o presunción de ausencia o de desaparición.

Sección IV - PROCEDIMIENTO DE LA ADOPCIÓN PRIVILEGIADA

Artículo 168.- FASES DEL PROCEDIMIENTO. La adopción es una institución jurídica cuyo procedimiento es de carácter administrativo y jurisdiccional. Su procedimiento se divide en dos fases: administrativa de protección y administrativa jurisdiccional.

A. DE LA FASE ADMINISTRATIVA DE PROTECCIÓN:
Artículo 169.- ORGANISMO A CARGO. La fase administrativa de protección está a cargo del Departamento de Adopciones del Consejo Nacional para la Niñez y Adolescencia (CONANI). La fase administrativa de protección tendrá dos procedimientos a seguir, según se trate: si es una entrega voluntaria o está precedida por una declaración de abandono o de pérdida de la autoridad parental.

Artículo 170.-  ENTREGA VOLUNTARIA. El padre o la madre que decida entregar su hijo o hija en adopción deberá comunicar su decisión al Departamento de Adopción del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI) y justificará las razones de dicha entrega, para que este organismo seleccione una familia adoptante para el niño, niña o adolescente, entre las que han hecho solicitud de adopción por ante esta entidad. 

Párrafo.- Si el Consejo Nacional para la Niñez y Adolescencia (CONANI) recibe al niño, niña o adolescente, hasta tanto se seleccione la familia adoptante, el cuidado y protección estará bajo su responsabilidad. 

Artículo 171.- CONSENTIMIENTO ENTREGA VOLUNTARIA. La entrega para adopción se realizará mediante acto auténtico entre los padres biológicos y el presidente del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI), cumpliendo con todos los requisitos de la ley.

Artículo 172.- ADOPCIÓN POR FILIACIÓN DESCONOCIDA. En los casos de la adopción por filiación desconocida deberá estar precedida de la declaración de abandono, que será debidamente dictada por el Tribunal de Primera Instancia de Niños, Niñas y Adolescentes, de acuerdo a los términos de este Código, previa solicitud del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI), quien presentará a éste los resultados de la investigación sobre el abandono de que ha sido víctima el niño, niña o adolescente. Una vez el tribunal emita la sentencia administrativa, la enviará al Departamento de Adopciones del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI), para que éste prosiga la formalización de la adopción.

Artículo 173.- ADOPCIÓN PRECEDIDA POR DECLARACIÓN DE PÉRDIDA DE AUTORIDAD PARENTAL. En los casos de niños, niñas y adolescentes cuyos padres y madres hayan perdido su autoridad parental mediante sentencia del Tribunal de Niños, Niñas y Adolescentes, el Departamento de Adopción del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia promoverá su adopción en la familia ampliada o le asignará una familia de las que han solicitado adopción por ante esa entidad. 

Artículo 174.- CONVIVENCIA PROVISIONAL DE LOS ADOPTANTES. Toda demanda en adopción debe estar precedida de una etapa de convivencia de los adoptantes con el adoptado(a) por el plazo establecido en este Código, tomando en cuenta las circunstancias de cada caso.

Párrafo I.- En caso de que el o la adoptante sea residente o domiciliado fuera del país, el plazo de convivencia dentro del territorio nacional tendrá una duración mínima de sesenta (60) días, cuando se trate de niños y niñas menores de doce (12) años, y de treinta (30) días, cuando el o la adoptado sea mayor de doce (12) años de edad.

Párrafo II.- No obstante, la parte interesada, por razón de fuerza mayor o teniendo en cuenta la circunstancia del caso, podrá solicitar la reducción del tiempo de convivencia al juez, siempre que una institución del país de origen de los adoptantes garantice la seguridad del niño, niña o adolescente que se pretenda adoptar, como también el cumplimiento de las condiciones de la convivencia. Cuando se trate de niño o niña, en ningún caso la convivencia podrá ser menor de treinta (30) días.

Artículo 175.- ASIGNACIÓN DE FAMILIAS A NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES ADOPTABLES. El Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia asignará niños, niñas y adolescentes a las familias candidatas a adopción de acuerdo a los siguientes criterios:

a) Se dará preferencia, una vez cumplidos los requisitos establecidos por este Código, a las solicitudes presentadas por adoptantes dominicanos sobre las presentadas por adoptantes extranjeros;

b) Se tendrá en cuenta el orden de llegada de la solicitud de adopción. Para controlar el orden de expediente, a cada solicitud se le asignará un número por orden de llegada;

c) Características del niño, niña y adolescente. Deberá primar el criterio de buscar una familia para un niño, niña o adolescentes, evitando asignaciones que respondan a otros criterios que no sea el interés superior del niño, niña y adolescente;

d) Se preferirán las solicitudes de ciudadanos dominicanos y, en su defecto, ciudadanos oriundos de un país que haya ratificado o se haya adherido a la Convención de la Haya sobre Adopción. En este caso, la adopción se sujetará a las cláusulas allí establecidas.

Artículo 176.- COMISIÓN DE ASIGNACIÓN DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES A FAMILIAS ADOPTANTES. Los niños, niñas y adolescentes candidatos(as) a adopción serán asignados(as) por la Comisión de Asignación, que estará integrada por el director del Departamento de Adopciones del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI) y una sicóloga de dicho Consejo, la encargada del hogar responsable de los niños y niñas candidatos a adopción, si ese es el caso, y dos sicólogas(os) de dos organizaciones no gubernamentales que trabajen en el área de familia o derechos de los niños, niñas y adolescentes. 

Párrafo.- La Comisión se reunirá una vez al mes o las veces que las necesidades lo demanden  para hacer la correspondiente asignación, cumpliendo siempre con los criterios establecidos en el artículo anterior.  

Artículo 177.- CERTIFICACIÓN DE CUMPLIMIENTO DE CRITERIOS DE ASIGNACIÓN. Una vez que se ha asignado una familia a un niño, niña o adolescente, la Comisión de Asignación levantará un acta en la cual se motive y certifique que se cumplieron los criterios de asignación establecidos en el artículo 135. El acta no tendrá validez, a no ser que esté firmada por las dos terceras partes de los miembros de la Comisión. 

Párrafo.- Los conflictos que se susciten serán resueltos por el Juez de Niños, Niñas y Adolescentes, previa solicitud de parte interesada.

Artículo 178.- EMISIÓN DE CERTIFICADO DE IDONEIDAD. Agotado el procedimiento administrativo en el Departamento de Adopciones del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI), ésta entidad emitirá el certificado de idoneidad para permitir que los futuros adoptantes introduzcan su solicitud de homologación ante la jurisdicción de juicio. 

Párrafo.- El Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI) deberá emitir el certificado de idoneidad en un plazo no mayor de dos meses, a partir de la fecha del vencimiento del período de convivencia. El incumplimiento de este plazo se considera una falta grave en el desempeño de sus funciones, para el o los responsables de su emisión.

B. DE LA FASE ADMINISTRATIVA JURISDICCIONAL:
Artículo 179.- PERSONAS CON CAPACIDAD PARA SOLICITAR ADOPCIÓN. La solicitud de homologación de la adopción sólo puede ser presentada por los interesados en ser declarados adoptantes o su representante, por ante el Tribunal de Niños, Niñas y Adolescentes del domicilio de la persona o entidad bajo cuyo cuidado se encuentre el o la adoptado(a).

Artículo 180.- DOCUMENTOS PROBATORIOS DE IDONEIDAD. La solicitud de homologación de la adopción, suscrita por el o los adoptantes, deberá ser presentada personalmente o por su representante, acompañada de los siguientes documentos:

a) Estudio biosicosocial de los adoptantes;

b) Consentimiento de adopción debidamente legalizado;

c) Acta de nacimiento de los adoptantes y adoptado(a);

d) Acta de matrimonio o de notoriedad en la cual se haga constar la convivencia extramatrimonial de los adoptantes, sin perjuicio de las que corresponden a los demás requisitos exigidos por este Código;

e) Copia de la declaración de pérdida de la autoridad parental o autorización de adopción, según sea el caso;

f) Certificación de idoneidad, con vigencia no mayor de seis meses, expedida por el Departamento de Adopciones del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia;

g) Certificación de una entidad de carácter cívico, comunitario o religioso, sobre la idoneidad física, mental, social y moral de los adoptantes;

h) Certificación de convivencia del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia;

i) Certificación de cumplimiento de criterios de asignación de niños, niñas y adolescentes, emitida por la Comisión de Asignación de Niños, Niñas y Adolescentes a familias adoptantes;

j) Certificado de no antecedentes penales y certificado de no delincuencia de los adoptantes, expedidos por autoridad  competente;

k) Certificado médico de los adoptantes;

l) Poder especial otorgado al abogado de la parte adoptante, debidamente legalizado por la Procuraduría General de la República;

m) Copia de las cédulas o pasaportes de los adoptantes y padres biológicos;

n) Acto de no oposición de los hijos mayores de doce años de los adoptantes, en caso de que existan.

Artículo 181.- SOLICITUD DE ADOPCIÓN. La solicitud de homologación de la adopción se presentará ante la sala civil del Tribunal de Niños, Niñas y Adolescentes, acompañada de los documentos descritos en el artículo anterior.  

Párrafo I.- En los tres días siguientes del apoderamiento de la demanda, el tribunal enviará el expediente al Ministerio Público de Niños, Niñas y Adolescentes, quien emitirá su opinión en los cinco (5) días subsiguientes de haberlo recibido.

Párrafo II.- Vencidos los plazos anteriores, el Juez de Niños, Niñas y Adolescentes dictará sentencia, homologando o rechazando la solicitud, en los diez días subsiguientes.
Artículo 182.- INSUFICIENCIA DE DOCUMENTOS PROBATORIOS. Cuando el o la juez estime insuficientes los documentos probatorios de idoneidad que acompañen el expediente, según lo establecido en el artículo 140, otorgará un plazo de diez (10) días a la parte interesada para que complete el expediente. Vencido este plazo, el Juez de Niños, Niñas y Adolescentes tomará la decisión correspondiente en los diez (10) días subsiguientes.

Artículo 183.- DEMANDA DE ADOPCIÓN CONTRADICTORIA. En caso de que la demanda de adopción sea impugnada, el procedimiento se hará contradictorio y, en tal sentido, el Juez de Niños, Niñas y Adolescentes fijará audiencia para su conocimiento.

Párrafo I.- Tienen calidad para impugnar la demanda de adopción el padre o la madre y, en ausencia de estos, sus familiares hasta cuarto grado, siguiendo el orden sucesoral, el Consejo Nacional para la Niñez y Adolescentes (CONANI) y el Ministerio Público de Niños, Niños, Niñas y Adolescentes.

Párrafo II.- La sentencia resultante de la demanda a que se refiere el presente artículo podrá ser recurrida ante la Corte de Apelación de Niños, Niñas y Adolescentes.

Artículo 184.- FALLECIMIENTO DE UNO DE LOS ADOPTANTES. Si la adopción fuere conjunta y uno de los adoptantes falleciere antes de que se dicte sentencia, el proceso continuará con el o la sobreviviente que manifestare su voluntad de persistir en ella.

Párrafo.- Si la solicitud de adopción fuere hecha solamente por uno o una adoptante y éste falleciere antes de que se dictare sentencia, el proceso continuará con sus efectos legales y de acuerdo a la voluntad expresa del de cujus y del interés superior del niño, niña y adolescente.

Artículo 185.- SEPARACIÓN O DIVORCIO DE LOS ADOPTANTES. Si los adoptantes se divorcian o si se pronuncia entre ellos separación personal, el tribunal aplicará a los(as) hijos(as) adoptados(as) las reglas relativas a la guarda y régimen de visitas establecidas en este Código.

Artículo 186.- DEL CONSEJO DE FAMILIA DEL ADOPTADO. El Consejo de Familia de un adoptado se constituirá en la forma prevista en el Código Civil.
Artículo 187.- REQUISITOS PARA LA SALIDA AL EXTRANJERO DEL ADOPTADO. Para permitir la salida del país de un niño, niña y adolescente adoptado, bien sea por extranjeros o por dominicanos, la sentencia que homologa la adopción deberá estar registrada y debidamente legalizada en la Procuraduría General de la República, en la Secretaria de Estado de Relaciones Exteriores y en el consulado del país de origen de los adoptantes. Las autoridades de migración exigirán copia auténtica de la sentencia de adopción con la constancia de ejecutoriedad.

Sección V - SENTENCIAS DE ADOPCIÓN: PRIVILEGIADA Y SU PUBLICIDAD

Artículo 188.- CONTENIDO. La sentencia de adopción será motivada, aún tenga carácter administrativo-jurisdiccional, y deberá redactarse en términos claros y precisos.
Artículo 189.- TRANSCRIPCIÓN DE LA SENTENCIA. Sólo el dispositivo de la sentencia de adopción deberá ser transcrita en el registro de adopciones de la Oficialía del Estado Civil en la cual se haya efectuado la declaración de nacimiento del niño, niña y adolescente. Dicha trascripción deberá ser hecha dentro de los treinta días posteriores a la fecha en que la sentencia de adopción haya adquirido la autoridad de la cosa definitiva e irrevocablemente juzgada.

Párrafo.- La transcripción enunciará el día, la hora y el lugar del nacimiento, el sexo del niño, niña o adolescente, sus nombres, tal como resultan de la sentencia de adopción, y los nombres, los apellidos, fecha y lugar de nacimiento, profesión y domicilio del o de los adoptantes. Dicha transcripción no contendrá ninguna indicación relativa a la filiación anterior del adoptado.

Artículo 190.- SOLICITUD Y EXPEDICIÓN DE COPIAS. La transcripción de la sentencia de la adopción sustituirá el acta de nacimiento del adoptado. Los oficiales del Estado Civil, al expedir copia del acta de nacimiento del niño, niña y adolescente que haya sido objeto de adopción, al referirse a ella en cualquier acto que instrumenten, no harán ninguna mención de esta circunstancia ni de la filiación real y sólo se referirán a los apellidos de los padres adoptivos.

Artículo 191.- ANOTACIONES AL MARGEN. Al tiempo de efectuar la transcripción de la sentencia de adopción en el registro de adopciones, el Oficial del Estado Civil anotará la mención "adopción" en el margen superior del libro de la declaración de nacimiento original del adoptado. Esta última sólo recuperará su vigencia en caso de que la sentencia de adopción sea revocada.

Artículo 192.- RESERVA DE DOCUMENTOS. Todos los documentos y actuaciones administrativas o jurisdiccionales propios del proceso de adopción serán reservados por un término de treinta (30)  años, en un Tribunal de Niños, Niñas y Adolescentes. Sólo podrá expedirse copia de los mismos a solicitud de los adoptantes o del adoptado al llegar a la mayoría de edad y del Ministerio Público de Niños, Niñas y Adolescentes.

Párrafo I.- El funcionario o empleado que permitiere el acceso a los documentos referidos o que expidiere copia de los mismos a personas no autorizadas en este artículo, incurrirá en exceso de poder y será sancionado con la destitución del cargo y multa de uno (1) a tres (3) salario mínimo establecido oficialmente.

Párrafo II.- El Tribunal de Niños, Niñas y Adolescentes es el competente para conocer de esta infracción.

Artículo 193.- LEVANTAMIENTO DE LA RESERVA. La Corte de Apelación de Niños, Niñas y Adolescentes, correspondiente al tribunal de primer grado que homologó la adopción, ordenará el levantamiento de la reserva cuando se presenten graves motivos que lo justifiquen o cuando se haya admitido el recurso extraordinario de revisión civil.

Artículo 194.- DERECHO DEL ADOPTADO A CONOCER SU VÍNCULO FAMILIAR. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, todo adoptado tendrá derecho a conocer su origen y el carácter de su vínculo familiar. El padre y la madre adoptivos determinarán el momento oportuno para comunicarle dicha información.

Artículo 195.- NOTIFICACIÓN DE LA SENTENCIA DE HOMOLOGACIÓN. La sentencia que homologue el acto de adopción deberá ser notificada al padre y la madre biológico(a) o responsables que la consintieron, a requerimiento del Juez de Niños, Niñas y Adolescentes. 

Artículo 196.- SUSPENSIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS. A solicitud de parte interesada y por motivos justificados, el Tribunal de Niños, Niñas y Adolescentes apoderado podrá ordenar la suspensión del proceso de adopción hasta por un término de tres (3) meses improrrogables.

Artículo 197.- IRREVOCABILIDAD DE LA ADOPCIÓN PRIVILEGIADA. La sentencia de adopción privilegiada es constitutiva de derechos y es irrevocable desde que la decisión que la pronunció ha adquirido la autoridad de la cosa definitivamente juzgada.

Artículo 198.- EFECTOS DE LA SENTENCIA DE ADOPCIÓN. La sentencia de homologación de la adopción producirá todos los efectos creadores de derechos y obligaciones propias de la relación materno o paterno filial. Contendrá los datos necesarios para que su inscripción en el registro civil constituya acta de nacimiento y reemplace la de origen, la cual se anulará. En la sentencia se omitirá el nombre del padre y la madre de sangre, si fueran conocidos. En detalle, la adopción produce los siguientes efectos:

a) Ruptura lazos familiares de origen. La adopción privilegiada hace caducar los vínculos de filiación de origen del o de la adoptado(a) en todos sus efectos civiles; subsisten únicamente los impedimentos matrimoniales;

b) Creación vínculos paterno-materno filial. El o la adoptante(a) y su familia adquieren por la adopción los derechos y obligaciones del vínculo paterno-materno filial, con todas las prerrogativas y consecuencias de carácter personal, patrimonial y sucesoral;

c) Impedimento matrimonial. Se prohíbe el matrimonio entre:

1. El o la adoptante y sus ascendientes y el o la adoptado(a) y sus descendientes;

2. El adoptado(a) y el cónyuge del o la adoptante, y recíprocamente entre el o la adoptante y él (la) cónyuge del adoptado(a);

3. Los hijos e hijas adoptivos(as) de una misma persona;

4. 
El o la adoptado(a) o los hijos e hijas que puedan sobrevivir al o a la adoptante.

d) Derechos sucesorales. El o la adoptado(a) adquiere todos los derechos de los hijos e hijas con calidad de heredero reservatario y viene a la sucesión de los miembros de la familia tanto en línea directa o colateral;

e) Apellido. El niño o niña adoptado(a) adquiere los apellidos del o de los adoptantes;

f) Autoridad. La autoridad parental y sus efectos se desplaza de los padres biológicos a los padres adoptantes. 

Artículo 199.- EFECTO ENTRE LAS PARTES Y LOS TERCEROS. La adopción produce efecto entre las partes y es oponible a los terceros a partir de la trascripción de la sentencia en los registros de la Oficialía del Estado Civil correspondiente.  

Sección VI - NULIDAD DE LA ADOPCIÓN

Artículo 200.- NULIDAD DE LA SENTENCIA DE ADOPCIÓN. Se podrá pedir la nulidad de la sentencia de adopción cuando se comprueben irregularidades graves de fondo o del procedimiento establecido en el presente Código.

Artículo 201.- QUIÉN PUEDE DEMANDAR LA NULIDAD. La adopción, después de evacuada la sentencia de homologación, puede ser anulada a petición del/la adoptado(a) o de sus padres biológicos o del Consejo Nacional para la Niñez y Adolescencia (CONANI) y del Ministerio Público de Niños, Niñas y Adolescentes.

Artículo 202.- TRIBUNAL COMPETENTE. La sala de lo civil del Tribunal de Niños, Niñas y Adolescentes es el competente para conocer de la demanda en nulidad de la sentencia de homologación de la adopción.  

Párrafo.- La sentencia resultante de la demanda de nulidad de la adopción a que se refiere el presente artículo podrá ser recurrida ante la Corte de Niños, Niñas y Adolescentes. 

Artículo 203.- PLAZOS. Los plazos para la demanda en nulidad y para la apelación y revisión serán los de derecho común.

Capítulo II - ADOPCIÓN INTERNACIONAL

SECCIÓN I - GENERALIDADES SOBRE LA ADOPCIÓN INTERNACIONAL
Artículo 204.- DEFINICIÓN Y NATURALEZA. Se considera adopción internacional cuando los adoptantes y el o la adoptado(a) son nacionales de diferentes países o tengan domicilio o residencias habituales en diferentes Estados.

Párrafo.- Las adopciones por extranjeros que, para el momento de la solicitud, tengan más de 3 años residiendo habitualmente en el país o casado(a) con un(a) nacional, se regirá por las disposiciones previstas por este Código para la adopción privilegiada realizada por dominicanos. 

Artículo 205.- CONDICIONES PARA SER ADOPTANTE. Los adoptantes de un niño, niña o adolescente dominicano(a) deberán ser personas de distintos sexos, unidas en matrimonio y cumplir con todos los requisitos legales establecidos en este Código para la adopción privilegiada.

Párrafo I.- Un dominicano(a) puede adoptar a un extranjero(a) o ser adoptado(a) por un o una extranjero(a). Cuando la pareja de adoptantes tenga hijos adolescentes mayores de 12 años de edad, se procederá conforme lo dispone el artículo 120.
Párrafo II.- Toda adopción internacional realizada en República Dominicana estará regida por las disposiciones de este Código, la Convención de los Derechos del Niño y la Convención de la Haya sobre Adopción. 

Artículo 206.- DOCUMENTOS PROBATORIOS DE IDONEIDAD PRESENTADO POR EXTRANJEROS. Si los adoptantes son extranjeros o dominicanos residentes fuera del país, deberán aportar además los siguientes documentos:

a) Certificación expedida por el organismo o autoridad oficialmente autorizado, en la que conste el compromiso de efectuar el seguimiento del niño, niña o adolescente en proceso de adopción, hasta su nacionalización en el país de residencia de los adoptantes;

b) Autorización o visado del gobierno del país de residencia de los adoptantes para el ingreso del niño, niña o adolescente adoptado(a);

c) Además de los documentos exigidos, probatorios de idoneidad para la adopción, especificados en el artículo 140, la autoridad administrativa competente estará facultada para requerir otros documentos al país del extranjero o de residencia del dominicano adoptante, que considere necesario a esos fines.

Párrafo.- Si los documentos indicados anteriormente no estuvieran redactados en español, deberán ser traducidos por un intérprete judicial, debidamente legalizado, con las formalidades correspondientes.

Artículo 207.- ASESORAMIENTO. La Oficina de Adopciones del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI) podrán requerir asesoramiento a personas públicas o privadas, o profesionales competentes, con fines de garantizar el seguimiento de los niños, niñas y adolescentes adoptados por extranjeros(as).  

Sección II - COMPETENCIA

Artículo 208.- COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES. Será competente para el otorgamiento de la adopción internacional la sala de lo civil del Tribunal de Niños, Niñas y Adolescentes del lugar de residencia del o la adoptado(a), o el del domicilio de la persona física o moral o entidad bajo cuyo cuidado se encuentre el o la adoptado (a), en las condiciones establecidas para la adopción privilegiada.

Artículo 209.- DEROGACIÓN. Queda derogada toda disposición que, en materia de adopción, sea contraria a lo establecido en este Código.
Capítulo III -DE LA AUTORIDAD DEL PADRE Y DE LA MADRE

Artículo 210.- CONCEPTO Y TITULARIDAD DE LA AUTORIDAD PARENTAL. La autoridad parental es el conjunto de deberes y derechos que pertenecen, de modo igualitario, al padre y a la madre, en relación a los hijos e hijas que no hayan alcanzado la mayoría de edad. 

Artículo 211.- DEBERES DEL PADRE Y LA MADRE. En toda circunstancia, el padre y la madre estarán obligados a:

a) Declarar o reconocer a sus hijos e hijas en la Oficialía del Estado Civil, inmediatamente después de su nacimiento;

b) Prestar sustento, protección, educación y supervisión;

c) Velar por la educación de los niños, niñas y adolescentes; en consecuencia, deben inscribirlos oportunamente en una escuela, plantel o instituto de educación, de conformidad con la ley, y exigirles su asistencia regular a clases y participar activamente en su proceso educativo;

d) Garantizar la salud de los niños, niñas y adolescentes;

e) Orientar a los niños, niñas y adolescentes en el ejercicio progresivo de sus derechos y en el cumplimiento de sus deberes, de forma que contribuya a su desarrollo integral y a su incorporación a la sociedad;

f) Administrar sus bienes, si los tuvieren.

Artículo 212.- RESPONSABILIDAD PARENTAL. El padre y la madre, mientras ejerzan la autoridad parental, se presumirán solidariamente responsables de los daños causados por sus hijos menores que habiten con ellos.  A tal efecto, bastará que el acto dañoso de los hijos constituya la causa directa del perjuicio sufrido por la víctima, independientemente de toda apreciación moral sobre el comportamiento de los hijos o de los padres. La presunción de responsabilidad anteriormente prevista sólo podrá ser desvirtuada mediante la prueba del caso fortuito o de la fuerza mayor.

Párrafo I.- Cuando la autoridad parental sea ejercida por uno solo de los padres, sólo él responderá de los daños causados por sus hijos menores en las condiciones enunciadas.

Párrafo II.- La responsabilidad prevista en este artículo se aplicará, asimismo, a los tutores o a las personas físicas que ejerzan la autoridad parental o la guarda de derecho o de hecho sobre los menores.

Párrafo III.- Los supuestos de responsabilidad previstos en este artículo serán competencia de las jurisdicciones de derecho común.

Artículo 213.-  GARANTÍA DE DERECHOS Y CALIDAD DE VIDA. Los padres, representantes o responsables tienen la obligación de garantizar, dentro de sus posibilidades y medios económicos, el disfrute pleno y efectivo de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. 

Párrafo.- En ausencia del padre y/o de la madre, estos deberes serán  asumidos por aquella persona que tenga la guarda de hecho o de derecho del niño, niña o adolescente.

Artículo 214.- CONFLICTO DE AUTORIDAD. En los casos en que exista desacuerdo entre el padre y la madre en cuanto al ejercicio de sus derechos y deberes, el Ministerio Público de Niños, Niñas y Adolescentes podrá conciliar los intereses de las partes. En caso contrario, apoderará al juez de la sala civil del Tribunal de Niños, Niñas y Adolescentes para resolver el conflicto judicialmente.

Artículo 215.- TÉRMINO DE LA AUTORIDAD PARENTAL.  La autoridad del padre y de la madre termina por:

a) La mayoría de edad del o la adolescente;

b) El fallecimiento del niño, niña o adolescente;

c) La emancipación del o la adolescente por vía judicial o por matrimonio;

d) La suspensión definitiva de la autoridad del padre y/o de la madre por decisión judicial.

Artículo 216.- SUSPENSIÓN TEMPORAL DE LA AUTORIDAD DEL PADRE Y/O DE LA MADRE. La autoridad del padre y/o de la madre puede ser objeto de suspensión temporal conforme a las causales que se indican más adelante.

Artículo 217.- CAUSAS DE SUSPENSIÓN TEMPORAL DE LA AUTORIDAD DEL PADRE O DE LA MADRE. La autoridad del padre o de la madre puede ser objeto de suspensión temporal por:
a) Falta, negligencia o incumplimiento injustificado de sus deberes, cuando tengan los medios para cumplirlos;

b) Cuando el padre y/o la madre por acción u omisión, comprobadas por el juez competente, amenacen o vulneren los derechos del niño, niña y adolescente y pongan en riesgo su seguridad y bienestar integral aún como resultado de una medida disciplinaria;

c) Declaración de ausencia;

d) Ser puesto bajo el régimen de tutela de mayor de edad;

e) Interdicción civil o judicial. 

Artículo 218.- RECUPERACIÓN DE LA AUTORIDAD PARENTAL. La recuperación de la autoridad parental podrá ser demandada por la parte interesada, previa puesta en causa de la otra parte, una vez hayan cesado las causas por las cuales fue declarada la suspensión temporal.

Artículo 219.- CAUSAS DE TERMINACIÓN POR DECISIÓN JUDICIAL. Las causas de terminación de la autoridad del padre y/o de la madre son:

a) Cuando el padre o la madre y/o personas responsables, de hecho o de derecho, sean declarados mediante sentencia judicial como autor material o autor intelectual o cómplice de crímenes o delitos en contra de la persona del hijo o hija o en contra del otro cónyuge o conviviente;

b) Cuando el padre, la madre y/o persona responsable incumpla las obligaciones establecidas por el o la juez competente, en el proceso de suspensión temporal de la autoridad;

c) Autor material o intelectual o cómplice de delitos o crímenes cometidos, conjuntamente, con niños, niñas o adolescentes;

d) Por la comisión de las infracciones contenidas en la ley 24-97, sobre violencia intrafamiliar.

Párrafo.- En todas estas infracciones, y tratándose de delitos, el juez valorará el daño producido al niño, niña o adolescente, para determinar si se aplica la suspensión temporal o se dispone la terminación de la autoridad parental.

Artículo 220.- CALIDAD. Tienen calidad para demandar la suspensión y la terminación de la autoridad parental:

a) El niño, niña o adolescente interesado/a, teniendo en cuenta su edad y madurez;

b) El padre, la madre o responsable, ascendientes o colaterales hasta el cuarto grado de consanguinidad;

c) El Ministerio Público de Niños, Niñas y Adolescentes;

d) El Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI).

Artículo 221.- TRIBUNAL COMPETENTE. Tanto la suspensión como la pérdida y recuperación de la autoridad parental será pronunciada por la jurisdicción de Niños, Niñas y Adolescentes, en atribuciones civiles, previo procedimiento contradictorio y tomando en cuenta el interés superior del niño, niña o adolescente.

Párrafo.- En todo procedimiento de suspensión temporal o de terminación por decisión judicial o de recuperación será escuchada la opinión del niño, niña o adolescente, de acuerdo a su edad y madurez.

Artículo 222.- CARENCIA DE RECURSOS ECONÓMICOS. La carencia de recursos económicos no es causa para la suspensión temporal o la terminación de la autoridad del padre o la madre respecto a sus hijos e hijas.

Artículo 223.- OPINIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES. En todo procedimiento de suspensión de autoridad parental se requiere de la opinión previa del Ministerio Público  de Niños, Niñas y Adolescentes.

Artículo 224.- EFECTOS. La terminación de la autoridad parental produce los siguientes efectos:

1. Si la terminación se produce respecto de ambos padres de niños, niñas y adolescentes podrán:

a) Ser sujetos de guarda y adopción;

b) La autoridad parental podrá ser asumida por ascendientes, hermanos y hermanas mayores de edad, tíos/as, excepcionalmente, por el Estado.

2. Si la terminación se produce respecto de uno de los padres, la autoridad parental corresponde de derecho al otro.

Capítulo II - DE LA GUARDA Y DEL RÉGIMEN DE VISITA

Sección I - DISPOSICIONES GENERALES SOBRE LA GUARDA
Artículo 225.- DEFINICIÓN DE GUARDA. Es la situación de carácter físico o moral en que se encuentra un niño, niña o adolescente bajo la responsabilidad de uno de sus padres, ascendientes o una tercera persona, sea ésta una persona física o moral, por medio de una decisión judicial, como consecuencia de un divorcio, separación judicial o de hecho, declaración de ausencia, acción u omisión que vulnere la seguridad e integridad, irresponsabilidad, abandono, abuso o por cualquier otro motivo.

Artículo 226.- CARÁCTER Y NATURALEZA DE LA GUARDA. La guarda es una institución jurídica de orden público, de carácter provisional, que nace excepcionalmente para la protección integral del niño, niña o adolescente privado de su medio familiar y para suplir la falta eventual de uno o de ambos padres o personas responsables. 

Artículo 227.- OTORGAMIENTO DE LA GUARDA.  El Tribunal de Niños, Niñas y Adolescentes otorgará la guarda al padre, la madre o tercero que garantice el bienestar del niño, niña y adolescente de acuerdo al interés superior.

Párrafo.- El incumplimiento de las obligaciones inherentes a la guarda tendrá como consecuencia la pérdida de la misma, con carácter temporal o definitivo. 

Artículo 228.- OPINIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES. En todo procedimiento de guarda se requiere la opinión previa del Ministerio Público de Niños, Niñas y Adolescentes.

Artículo 229.- PRONUNCIAMIENTO O REVOCACIÓN. La guarda podrá ser pronunciada o revocada en cualquier momento mediante decisión judicial debidamente fundamentada, oídas las partes y la opinión del Ministerio Público de Niños, Niñas y Adolescentes. 

Artículo 230.- EFECTOS DE LA GUARDA. La guarda obliga a quien se le conceda, la prestación de asistencia material, moral y educacional a un niño, niña o adolescente, confiriéndole el derecho de oponerse a terceros, incluyendo a los padres. 

Párrafo.- El niño, niña o adolescente tendrá derecho a mantener de forma regular y permanente relaciones directas con el padre o la madre despojado de la guarda, siempre que esto no atente con su interés superior. 

Artículo 231.- OBLIGACIÓN DE CONTACTO DIRECTO CON EL GUARDIÁN. Para el ejercicio de la guarda se requiere el contacto directo con el niño, niña o adolescente y, por tanto, faculta para decidir acerca del lugar de su residencia. Todo cambio deberá ser comunicado al otro padre, madre, ascendientes u otras personas interesadas, siempre que esto no resulte contrario con el interés superior del niño, niña o adolescente.

Artículo 232.- OBLIGACIÓN DE LOS PADRES DURANTE LA GUARDA. El padre o la madre que haya sido despojado(a) de la guarda del hijo o hija mantendrá la obligación alimentaria en los términos definidos en el artículo 170 y siguientes de este Código, debiendo contribuir a ello en proporción con sus recursos.

Sección II - PROCEDIMIENTO DE GUARDA

Artículo 233.- TRIBUNAL COMPETENTE. Toda demanda de guarda deberá ser introducida por ante el Tribunal de Niños, Niñas y Adolescentes del lugar donde vive la persona que ejerce la guarda. 

Párrafo.- El juez competente del conocimiento de un procedimiento de guarda lo será igualmente para conocer de las pretensiones en materia de alimentos que presente de manera accesoria o que se deriven de dicho proceso.

Artículo 234.- OPINIÓN DEL NIÑO, NIÑA Y ADOLESCENTE. En todos los procedimientos que puedan afectar la guarda de niños, niñas y adolescentes deberá ser oída su opinión, de acuerdo a su madurez.

Artículo 235.- ADMISIBILIDAD DE LA DEMANDA. La solicitud de guarda podrá ser admitida cuando la persona interesada haya cumplido fielmente con los deberes inherentes a la obligación alimentaria. 

Artículo 236.- INADMISIBILIDAD DE LA DEMANDA. Será inadmisible la demanda de guarda del padre, la madre o persona responsable que se haya negado injustificadamente a cumplir con la obligación alimentaria del niño, niña o adolescente. 

Artículo 237.- VARIACIONES EN EL EJERCICIO Y COMPETENCIA DE LA GUARDA. La competencia para conocer la solicitud de guarda se regirá de la manera siguiente: 

a) En caso de divorcio, los padres concurrirán por ante el o la juez de Primera Instancia en atribuciones civiles de derecho común;

b) En caso de cambio de régimen de guarda o separación de hecho, concurrirán por ante el juez de lo Civil del Tribunal de Niños, Niñas y Adolescentes.

Artículo 238.- PRONUNCIAMIENTO Y REVOCACIÓN DE LA GUARDA. La guarda debe ser pronunciada o revocada mediante sentencia debidamente fundamentada por el Tribunal de Niños, Niñas y Adolescentes, a solicitud de la parte interesada, del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI) y/o del Ministerio Público de Niños, Niñas y Adolescentes.

Sección III - RÉGIMEN DE VISITAS

Artículo 239.- VINCULACIÓN DE LA GUARDA Y RÉGIMEN DE VISITA. La guarda y el derecho de visita se encuentran indisolublemente unidos, por lo que al emitir sus fallos los tribunales deberán asegurar la protección de ambos derechos a fin de que los padres puedan mantener una relación directa con su hijo o hija. 

Párrafo.- El juez, al otorgar la guarda a uno de los padres, deberá regular, al otro, si califica, el derecho de visita, de oficio o a solicitud de parte.

Artículo 240.- OBLIGACIÓN MANTENIMIENTO DE VÍNCULO. El niño, niña o adolescente tiene derecho a tener contacto permanente con su padre o madre, aún en los casos en que uno de éstos no tenga la guarda.

CAPÍTULO III - DEMANDA Y SENTENCIA DE GUARDA Y RÉGIMEN DE VISITA

Artículo 241.- FASE DE CONCILIACIÓN. Antes de iniciar el procedimiento judicial de guarda y visita se agotará una etapa de conciliación por ante el Ministerio Público del Niño, Niña o Adolescente, en los términos previstos por este Código.

Artículo 242.-  CONTENIDO DEL ACTA DE ENTREGA. Si como resultado de la conciliación, las partes llegan a un acuerdo sobre la guarda, deberá levantarse un acta de entrega del niño, niña o adolescente, suscrita por el o la representante del Ministerio Público de Niños, Niños y Adolescentes y demás personas que intervengan en dicha conciliación. En el acta constarán las obligaciones y derechos que competen a quienes asumen la guarda y las sanciones que acarreará su incumplimiento. Dicha acta será sometida al juez para su homologación o rechazo; sin esta formalidad dicha acta no surtirá ningún efecto jurídico. El juez puede solicitar a las partes la producción de los medios de prueba lícitos para determinar la idoneidad de dicha entrega.

Artículo 243.- EL DOCUMENTO REQUERIDO PARA DEMANDA DE GUARDA Y VISITA. De no llegarse a un acuerdo en la fase de conciliación, se podrá iniciar la demanda, sea directamente por la parte interesada, en forma personal, o por ministerio de abogado, o a solicitud del Ministerio Público del Niño, Niña o Adolescente. La demanda introductoria, sea en forma de instancia o de declaración, deberá ser depositada o hecha en la secretaría del Tribunal de Niños, Niños y Adolescente, e incluirá: 

a) La identificación y sus generales del o la demandante, del niño, niña y adolescente y de la(s) persona(s) que retienen u obstaculizan indebidamente las visitas, si ese fuere el caso;

b) El acta de nacimiento del niño, niña y adolescente, de ser posible;

c) Los motivos en que el o la demandante basa sus pretensiones;

d) Información relativa a la posible localización del niño, niña y adolescente;

e) Copia de la sentencia  de divorcio, separación o acuerdos relativos a la custodia, guarda o régimen de visitas, debidamente certificada por la autoridad competente, en caso de que existan;

f) Certificaciones, declaraciones o cualquier medio de prueba de otra índole, que sean pertinentes.

Artículo 244.- OBLIGATORIEDAD DE LA PRESENCIA DE LOS PADRES. La presencia de ambos padres será exigida durante todo el procedimiento. El juez puede ordenar la conducencia de aquel que se negare a comparecer. Excepcionalmente el juez podrá aceptar la representación legal.

Artículo 245.- VALORACIÓN PARA LA SOLICITUD DE GUARDA Y/O VISITA. Para pronunciar la sentencia sobre la guarda y/o el régimen de visitas, el o la Juez de Niños, Niñas y Adolescentes deberá tomar en cuenta, en primer lugar, el interés superior del niño, niña o adolescente, y además: 

a) El informe socio-familiar proporcionado por el unidad multidisciplinaria del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI);

b) Los acuerdos anteriores a que hayan llegado el padre y la madre;

c) La sentencia de divorcio, si la hubiere;

d) Las violaciones reiteradas a los acuerdos anteriores a la demanda;

e) Adicionalmente, el juez deberá ponderar todos los medios de prueba lícitos para determinar la idoneidad o no de las partes que pretendan la guarda y/o regulación de la visita.

Artículo 246.-  FIJACIÓN DE VISITAS. En la fijación del régimen de visitas deberá consignarse:

a) El derecho de acceso a la residencia del niño, niña o adolescente;

b) La posibilidad de su traslado a otra localidad durante horas y días;

c) La periodicidad y frecuencia de las visitas, vacaciones y otros;

d) Extensión de las visitas a los ascendientes y hermanos/as mayores de 18 años, si fuere solicitado;

e) Cualquier otra forma de contacto entre el niño, niña o adolescente y la persona a quien se le acuerda la visita, tales como comunicaciones escritas, telefónicas y electrónicas, siempre que no se vulneren los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

Artículo 247.-  PENALIZACIONES.  El padre o la madre que obstaculice o viole los acuerdos o infrinja las disposiciones de la sentencia referente a la guarda y visita podrá ser sancionado/a con un día de prisión por cada día o fracción de día que dure la violación a lo dispuesto por la sentencia, no pudiendo, por este motivo, exceder los seis (6) meses, la privación de libertad. Todo lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 110.

Artículo 248.- HOMOLOGACIÓN. Al homologar el acta de acuerdo, como  la sentencia de guarda y/o régimen de visita,  además de las menciones propias de estas decisiones, el juez indicará las sanciones que se aplicarán a la parte que no cumpla con las obligaciones establecidas en este Código.

Artículo 249.- OBLIGACIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES. Una vez se dicte sentencia, el Ministerio Público de Niños, Niñas y Adolescentes está obligado a asegurar el disfrute pacífico de la guarda y del derecho de visita en las condiciones en que fueron otorgados.

Artículo 250.-  MULTAS POR INCUMPLIMIENTO. El incumplimiento de la orden provisional de la guarda o de cuidado personal y las obligaciones contraídas y registradas en el acta de entrega dará lugar a multas de uno (1) a tres (3) salarios mínimos oficial, que serán impuestas por el o la Juez de Niños, Niñas y Adolescentes competente, a requerimiento del Ministerio Público de Niños, Niñas y Adolescentes o parte interesada.

Artículo 251.- DE LA REVOCACIÓN. Dado el carácter provisional de la guarda y del régimen de visita, los mismos pueden ser revocados por el Tribunal de Niños, Niñas y Adolescentes, a solicitud de parte interesada, del Ministerio Público de Niños, Niñas y Adolescentes y del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI), cada vez que el interés superior de los niños, niñas y adolescentes así lo justifique, para lo cual se seguirá el procedimiento anteriormente descrito. 

Artículo 252.-  COMPETENCIA. Los jueces de niños, niñas y adolescentes, o, en su defecto, los jueces de paz, serán competentes para otorgar los permisos para que niños, niñas y adolescentes puedan salir del país, cuando haya desacuerdo al respecto entre el padre y la madre o el representante legal.

LIBRO III: 
Del contrato de matrimonio y  de los regímenes matrimoniales
CAPÍTULO I: Disposiciones generales

Artículo 253.- La ley sólo rige la sociedad conyugal en cuanto a los bienes, a falta de convenciones especiales que los esposos pueden hacer como lo juzguen conveniente, siempre que no sean contrarias a las buenas costumbres ni a las disposiciones que siguen.

Artículo 254.- Los esposos no pueden derogar los deberes ni los derechos que resulten para ellos del matrimonio, ni las reglas de la autoridad parental, de la administración legal y de la tutela.
Artículo 255.- Sin perjuicio de las liberalidades que puedan tener lugar, según las formas y en los casos determinados por el presente código, los esposos no pueden efectuar ninguna convención o renuncia cuyo objeto fuere cambiar el orden legal de las sucesiones.
Artículo 256.- Sin embargo, los esposos pueden estipular que a la disolución del matrimonio por la muerte de uno de ellos, el superviviente tendrá la facultad, según el caso, de adquirir o hacerse atribuir en la partición ciertos bienes personales del fallecido, de conformidad con el valor que ellos tengan al día que sea ejercida esa facultad y con la obligación de dar cuenta de ello a la sucesión.

Artículo 257.- El contrato de matrimonio deberá consignar los bienes sobre los cuales recaerá la facultad estipulada en provecho del cónyuge superviviente. Podrá fijar las bases de evaluación y las modalidades de pago, salvo la reducción en provecho de los herederos reservatarios si hay ventaja indirecta.
Teniendo en cuenta esas cláusulas y a falta de acuerdo entre las partes, el valor de los bienes será fijado por el tribunal de primera instancia.

Artículo 258.- La facultad otorgada al cónyuge superviviente caducará si éste no la ejerce mediante una notificación hecha a los herederos del fallecido en el plazo de un mes, contado a partir del día en que estos lo hayan puesto en mora de tomar partido. Esa puesta en mora no podrá tener lugar antes de la expiración del plazo para hacer inventario y deliberar previsto en el título De las sucesiones. Cuando se haya efectuado dentro del plazo indicado, la notificación valdrá venta al día en que dicha facultad sea ejercida, o constituirá una operación de partición, según el caso.
Artículo 259.- Los esposos pueden declarar, de manera general, que ellos entienden casarse bajo uno de los regímenes previstos en el presente código.
A falta de estipulaciones especiales que deroguen el régimen de la comunidad o lo modifiquen, las reglas establecidas en la primera parte del capítulo II, constituirán el derecho común en la República Dominicana.
Artículo 260.- Todas las convenciones matrimoniales deberán ser redactadas por acto ante notario, en presencia y con el consentimiento simultáneo de todas las personas que son partes en ellas o de sus mandatarios. Al momento de la firma del contrato, el notario entregará a las partes una certificación en papel simple, sin gastos, que enunciará sus nombres y lugar de residencia, los nombres, apellidos, calidades y domicilios de los futuros esposos, así como la fecha del contrato. Ese certificado indicará, asimismo, que deberá ser entregado al oficial del estado civil antes de la celebración del matrimonio. Si el acta de matrimonio menciona que no ha sido celebrada ninguna convención matrimonial, los esposos se reputarán casados bajo el régimen de derecho común respecto de los terceros, a menos que en los actos realizados con esos terceros ellos hayan declarado haber hecho contrato de matrimonio. Si uno de los esposos es comerciante en el momento del matrimonio o llega a serlo ulteriormente, el contrato de matrimonio, y sus modificaciones, deberán ser publicadas en las condiciones previstas en los Códigos de Comercio y de Procedimiento Civil.

Artículo 261.- Las convenciones matrimoniales deben ser redactadas antes de la celebración del matrimonio y sólo pueden tener efecto desde el día de dicha celebración.

Artículo 262.- Los cambios que fueren introducidos a las convenciones matrimoniales antes de la celebración del matrimonio deberán constar en un acto concluido bajo las mismas formalidades. Ningún cambio o contraescrito será por lo demás válido sin la presencia y el consentimiento simultáneo de todas las personas que han sido partes en el contrato de matrimonio o de sus mandatarios. Todos los cambios y contraescritos, aun revestidos de las formalidades estipuladas en el artículo precedente, carecerán de efecto frente a los terceros, si no aparecen redactados a continuación del contrato de matrimonio; y el notario no podrá expedir copia de este último, sin efectuar la trascripción de dichos cambios o contraescritos a continuación del mismo. Una vez celebrado el matrimonio, sólo podrán introducirse cambios al régimen matrimonial por efecto de una sentencia, a instancia de uno de los esposos, en el caso de separación de bienes o de otras medidas judiciales de protección, o mediante solicitud conjunta de ambos esposos, en el caso previsto en el artículo siguiente.

Artículo 263.- Después de dos años de aplicación del régimen matrimonial, convencional o legal, los esposos podrán convenir modificarlo, en interés de la familia, o aun cambiarlo íntegramente, por acto notarial que será sometido a homologación al tribunal de su domicilio. Todas las personas que fueron partes en el contrato modificado deberán ser llamadas a la instancia de homologación, pero no sus herederos, si ellas han fallecido. Una vez homologada la modificación, ésta tendrá efecto entre las partes a partir de la sentencia y, respecto de los terceros, tres meses después de que la mención de dicha modificación haya sido anotada al margen del acta de matrimonio. Sin embargo, la modificación será oponible a los terceros, aun en ausencia de la mención indicada, si los esposos declararon haber modificado su régimen matrimonial en los actos realizados con ellos. Deberá hacerse mención de la sentencia de homologación en el original del contrato de matrimonio modificado. La demanda y la sentencia de homologación deberán ser publicadas de conformidad con las condiciones prescritas en el Código de Procedimiento Civil; además, si uno de los esposos es comerciante, la decisión será publicada según se establece en los Códigos de Comercio y de Procedimiento Civil. Si ha habido fraude a sus derechos, los acreedores podrán recurrir en tercería contra la sentencia de homologación. 

Artículo 264.- Las disposiciones del artículo precedente no son aplicables a las convenciones concluidas por los esposos en proceso de divorcio en vista de liquidar su régimen matrimonial. Los artículos 1450 y 1451 serán aplicables a esas convenciones.
Artículo 265.- El menor hábil para contraer matrimonio lo será también para consentir todas las convenciones susceptibles de ser pactadas en ese contrato. Las convenciones y donaciones que él haya hecho en el contrato serán válidas, siempre que haya sido asistido en este último por las personas cuyo consentimiento se requiere para la validez del matrimonio. Si las convenciones matrimoniales han sido concluidas sin esa asistencia, su nulidad podrá ser solicitada por el menor, o por las personas cuyo consentimiento era requerido, hasta la expiración del año que siga al cumplimiento de su mayoría de edad.
Artículo 266.- El mayor en tutela o en curatela no puede realizar convenciones matrimoniales sin estar asistido en el contrato por aquellos que deben consentir a su matrimonio. A falta de esa asistencia, la nulidad de las convenciones podrá ser perseguida, dentro del año de la celebración del matrimonio, por el mismo incapaz, por aquellos cuyo consentimiento era requerido para el matrimonio, por el tutor o por el curador.
Capítulo  II - DEL RÉGIMEN EN COMUNIDAD: PRIMERA PARTE - DE LA COMUNIDAD LEGAL

Artículo 267.- El régimen de la comunidad legal se aplica de pleno derecho a los esposos que no han hecho contrato de matrimonio o a aquellos que, a falta de contrato, declaran simplemente que se casan bajo el régimen de la comunidad. Sus reglas aparecen expuestas en las siguientes secciones. 
Sección  I - Del activo de la comunidad

Artículo 268.- La comunidad se compone activamente de las ganancias logradas conjunta o separadamente por los esposos durante el matrimonio, provenientes tanto de su actividad personal como de las economías hechas sobre los frutos e ingresos de sus bienes propios.
Artículo 269.- Todo bien, mueble o inmueble, será reputado ganancial de la comunidad, si no se prueba que es propio de uno de los esposos por aplicación de una disposición de la ley. En caso de impugnación, el derecho de propiedad personal de un cónyuge sobre los bienes que no lleven en sí mismos prueba o marca de su origen deberá ser establecida por escrito. A falta de inventario o de otra prueba preconstituida, el juez podrá tomar en consideración todos los escritos, especialmente los títulos de familia, los registros y los papeles domésticos, así como las facturas y los documentos bancarios. Podrá incluso ser admitida la prueba testimonial o presuntiva, si se comprueba que uno de los esposos se encuentra en la imposibilidad material o moral de procurarse un escrito.
Artículo 270.- Cada uno de los esposos conserva la plena propiedad sobre sus bienes propios.
La comunidad sólo tiene derecho a los frutos percibidos y no consumidos; pero, a la disolución del matrimonio, podrá adeudársele recompensa por los frutos que el cónyuge haya descuidado de percibir o haya consumido fraudulentamente. Sin embargo, ninguna investigación será recibible con anterioridad a los últimos cinco años.

 Artículo 271.- Constituyen bienes propios por naturaleza, aun cuando hubieran sido adquiridos durante el matrimonio, las vestimentas y ropas de uso personal de cada uno de los esposos, las acciones en reparación de un daño corporal o moral, los créditos y pensiones y, más generalmente, todos los bienes que tienen un carácter personal, así como todos los derechos exclusivamente ligados a la persona. Asimismo, constituyen bienes propios por su naturaleza, salvo recompensa, si procede, los instrumentos de trabajo necesarios para la profesión de cada uno de los esposos, a menos que no sean el accesorio de un fondo de comercio o de una explotación que forme parte integrante de la comunidad.

Artículo 272.-  Permanecen como propios los bienes respecto de los cuales los esposos tenían la propiedad o la posesión al día de la celebración del matrimonio, o los que ellos adquieran durante el matrimonio por sucesión, donación o legado. La liberalidad podrá estipular que los bienes que constituyen su objeto pertenezcan a la comunidad. Salvo disposición en contrario, los bienes corresponderán a la comunidad cuando la liberalidad sea hecha conjuntamente en favor de los dos esposos. Los bienes abandonados o cedidos por el padre, la madre u otro ascendiente a uno de los esposos, para saldarle lo que se le debe o con la obligación de pagar las deudas del donante a extraños, permanecerán como propios, salvo recompensa.

Artículo 273.- Constituyen bienes propios, salvo recompensa, si procede, los bienes adquiridos a título de accesorios de un bien propio, así como los valores nuevos y otros incrementos vinculados a valores mobiliarios propios. Asimismo, constituyen bienes propios por efecto de la subrogación real, los créditos e indemnizaciones que reemplacen bienes propios, así como los bienes adquiridos por inversión o reinversión.
Artículo 274.-  Se considera como propio al bien adquirido por permuta de un bien propio de uno de los esposos, salvo recompensa debida a la comunidad o por ella, si hubiere saldo. Sin embargo, si el saldo puesto a cargo de la comunidad resulta superior al valor del bien cedido, el bien adquirido por permuta entrará en la masa común, salvo recompensa en beneficio del cedente.

Artículo 275.-  La adquisición de la porción de un bien del que uno de los esposos era propietario pro-indiviso, hecha por licitación o de otra manera, no constituirá un ganancial, salvo la recompensa adeudada a la comunidad por la suma que ella haya podido suministrar.
Sección  II -Del pasivo de la comunidad

Artículo 276.- La comunidad se compone, pasivamente:

1.  A título definitivo, de los alimentos debidos por los esposos y las deudas contraídas por ellos para el sostenimiento del hogar y la educación de los hijos, de conformidad con el artículo 220; y

2.  A título definitivo o salvo recompensa, según el caso, de otras deudas nacidas durante la comunidad.

Artículo 277.-  Las deudas a las que los esposos estaban obligados al día de la celebración de su matrimonio, o las que graven las sucesiones y liberalidades que reciban durante el matrimonio, quedarán como personales, tanto en capital como en rentas o intereses.
Artículo 278.-  En el caso del artículo precedente, los acreedores de uno u otro de los esposos sólo podrán perseguir su pago sobre los bienes propios y los ingresos de su deudor.
Artículo 279.- Sin embargo, ellos podrán embargar también los bienes de la comunidad cuando el mobiliario perteneciente a su deudor al día del matrimonio o que recibió por sucesión o liberalidad, haya sido confundido en el patrimonio común y no pueda ya ser identificado de conformidad con las reglas del artículo 1402.
Artículo 280.- Se debe recompensa a la comunidad cuando ésta paga una deuda personal de uno de los esposos.
Artículo 281.- El pago de las deudas a las que cada esposo se encuentra obligado por cualquier causa durante la comunidad, podrá ser siempre perseguido sobre los bienes comunes, a menos que no haya habido fraude del cónyuge deudor y mala fe del acreedor, y salvo recompensa adeudada a la comunidad, si procede. 
Artículo 282.- Para los contratos de fianza o de préstamo, cada uno de los esposos sólo puede comprometer sus bienes propios y sus ingresos, a menos que dichos contratos hayan sido pactados con el consentimiento expreso del otro cónyuge, quien, en ese caso, no comprometerá sus bienes propios.

Artículo 283.- La comunidad que ha pagado una deuda por la cual ella podía ser perseguida en virtud de los artículos precedentes tendrá derecho, sin embargo, a recompensa, siempre que ese compromiso hubiera sido contraído en interés personal de uno de los cónyuges, así como para la adquisición, conservación o mejoramiento de un bien propio. 

Artículo 284.- La comunidad tendrá derecho a recompensa, deducción hecha, llegado el caso, del beneficio retirado por ella, cuando haya pagado las multas incurridas por uno de los esposos con motivo de infracciones penales o las reparaciones y gastos a las cuales haya sido condenado por delitos o cuasidelitos civiles. 

Artículo 285.- Ella tendrá asimismo derecho a recompensa, si la deuda que ha pagado fue contraída por uno de los esposos en desconocimiento de los deberes que le imponía el matrimonio.
Artículo 286.- Cuando una deuda ha entrado en comunidad por cuenta de uno solo de los cónyuges, ella no podrá ser perseguida sobre los bienes propios del otro cónyuge.
Artículo 287.- Si existe solidaridad, la deuda se reputa que entra en comunidad por vía de los dos esposos.

Sección III - De la administración de la comunidad y de los bienes propios

Artículo 288.- Cada uno de los esposos tiene el poder de administrar por sí solo los bienes comunes y de disponer de ellos, con la obligación de responder de las faltas que habría cometido en su administración. Los actos efectuados sin fraude por un cónyuge son oponibles al otro. El esposo que ejerza una profesión de manera independiente, dispondrá del poder de efectuar por sí solo los actos de administración y de disposición necesarios a ésta.
Artículo 289.- Los esposos no pueden, el uno sin el otro, disponer entre vivos, a título gratuito, de los bienes de la comunidad.
Artículo 290.- El legado hecho por un esposo no podrá exceder su parte en la comunidad. Si un esposo lega un efecto de la comunidad, el legatario sólo podrá reclamarlo en naturaleza si ese efecto cae dentro del lote de los herederos del testador como consecuencia de la partición; si el efecto no cae en el lote de los herederos, el legatario tendrá la recompensa del valor total del efecto legado sobre la parte de los herederos del cónyuge testador en la comunidad y sobre los bienes personales de este último. 
Artículo 291.-  Un cónyuge no puede, sin el consentimiento del otro, enajenar o gravar con derechos reales los inmuebles, fondos de comercio o explotaciones que dependan de la comunidad, ni tampoco los derechos sociales no negociables o los muebles corpóreos cuya enajenación se encuentra sometida a publicidad. Tampoco podrá uno de los cónyuges, sin el consentimiento del otro, percibir los capitales provenientes de tales operaciones.
Artículo 292.- Un cónyuge no puede, sin el consentimiento del otro, otorgar en arrendamiento un fundo rural o un inmueble de uso comercial, industrial o artesanal que dependa de la comunidad. Los otros arrendamientos sobre los bienes comunes podrán ser concluidos por uno solo de los cónyuges y se encontrarán sometidos a las reglas previstas para los arrendamientos efectuados por el usufructuario.

Artículo 293.- Si uno de los cónyuges se encuentra incapacitado de manifestar su voluntad de forma duradera, o si su administración de la comunidad muestra inaptitud o fraude, el otro cónyuge podrá demandar en justicia sustituirle en el ejercicio de sus poderes. Las disposiciones de los artículos 1445 a 1447 serán aplicables a esa demanda. El cónyuge habilitado así en justicia, tendrá los mismos poderes que habría tenido el cónyuge sustituido, y concluirá con la autorización de la justicia los actos para los cuales habría sido requerido el consentimiento de este último, si no hubiera habido sustitución. El esposo privado de los mismos podrá posteriormente demandar al tribunal la restitución de sus poderes, estableciendo que la transferencia de estos al otro cónyuge carece ya de justificación.
Artículo 294.- Si uno de los cónyuges ha sobrepasado sus poderes sobre los bienes comunes, el otro, a menos que haya ratificado el acto, podrá demandar su nulidad. La acción en nulidad permanecerá abierta al cónyuge durante dos años contados a partir del día en que él tuvo conocimiento del acto, sin que pueda jamás intentarla después de dos años de la disolución de la comunidad. 
Artículo 295.- Cada cónyuge tiene la administración y el goce de sus bienes propios y podrá disponer libremente de estos.
Artículo 296.- Si uno de los cónyuges se encuentra incapacitado de manifestar su voluntad de una manera durable, o si pone en peligro los intereses familiares, dejando perecer sus bienes propios, disipándolos o desviando los ingresos que obtiene de ellos, podrá ser desapoderado, a demanda de su cónyuge, de los derechos de administración y goce que le reconoce el artículo precedente. Los artículos 1445 a 1447 serán aplicables a esa demanda.

Artículo 297.- A menos que la designación de un administrador judicial no luzca necesaria, la sentencia conferirá al cónyuge demandante el poder de administrar los bienes propios del cónyuge desapoderado y a percibir sus frutos, los cuales deberán ser aplicados por él a las cargas del matrimonio y, el excedente, empleado en provecho de la comunidad. A partir de la demanda, el cónyuge desapoderado no podrá disponer por sí solo más que de la nuda propiedad de sus bienes propios. El podrá, no obstante, demandar posteriormente en justicia la restitución de sus derechos, si establece que ya no existen las causas que justificaron su desapoderamiento.
Artículo 298.- Si uno de los cónyuges confía al otro la administración de sus bienes propios durante el matrimonio, se aplicarán las reglas del mandato. Sin embargo, el cónyuge mandatario será dispensado de rendir cuenta de los frutos, a menos que el mandato no lo obligue a ello expresamente.

Artículo 299.- Cuando uno de los cónyuges asume la administración de los bienes propios del otro con el conocimiento de éste y sin oposición de su parte, se presume que ha recibido un mandato tácito que cubre los actos de administración y de goce, pero no los de disposición. Ese cónyuge responderá de su administración frente al otro como un mandatario, pero sólo será responsable de los frutos existentes. Respecto de aquéllos que él habría descuidado percibir o haya consumido fraudulentamente, sólo podrá ser investigado con relación a los últimos cinco años. Si uno de los cónyuges se ha inmiscuido en la administración de los bienes propios del otro en menosprecio de una oposición comprobada, será responsable de todas las consecuencias de su intromisión y deberá responder sin limitación de todos los frutos que haya percibido, que haya descuidado de percibir o que haya fraudulentamente consumido.

Artículo 300.- La comunidad debe recompensa al esposo propietario, todas las veces que ella haya obtenido beneficio de los bienes propios de este último. Ello es así, especialmente, cuando la comunidad haya recibido dinero propio de uno de los cónyuges o proveniente de la venta de un bien propio, sin que haya hecho inversiones o reinversiones con esos recursos. En caso de presentarse una impugnación, la prueba de que la comunidad ha obtenido beneficios de bienes propios podrá ser administrada por todos los medios, incluso mediante testimonio y presunciones.

Artículo 301.- Se considerará que la inversión o reinversión habrá sido hecha respecto a un cónyuge siempre que, al momento de una adquisición, él haya declarado que ha sido hecha con dinero propio o proveniente de la enajenación de un bien propio y para fines de inversión o reinversión. A falta de esta declaración en el acto, la inversión o reinversión sólo tendrá lugar por acuerdo de los cónyuges y sólo producirá efectos en sus relaciones recíprocas.
Artículo 302.- Si la inversión o la reinversión ha sido hecha de manera anticipada, el bien adquirido será propio, bajo la condición de que las sumas previstas del patrimonio propio sean pagadas a la comunidad dentro de los cinco años de la fecha del acto.
Artículo 303.- Cuando el precio y los gastos de la adquisición excedan la suma con la que se ha efectuado la inversión o reinversión, la comunidad tendrá derecho a recompensa por el excedente. Sin embargo, cuando la contribución de la comunidad haya sido superior a la del esposo adquiriente, el bien adquirido entrará en la comunidad, salvo recompensa debida al cónyuge.
Artículo 304.- Se debe recompensa a la comunidad siempre que se tome de ésta una suma para pagar cargas personales o deudas de uno de los esposos, tales como el precio, o parte del precio, de un bien propio, o la liberación de cargas inmobiliarias, o para el recobro, conservación o mejoramiento de sus bienes personales y, generalmente, siempre que uno de los esposos haya obtenido provecho personal de los bienes de la comunidad.

 Artículo 305.- Si el padre y la madre han dotado conjuntamente al hijo común sin expresar la proporción de su contribución, se considerará que lo habrán hecho por mitad, cuando la dote haya sido suministrada o prometida en bienes de la comunidad o en bienes personales de uno de los esposos. En el último caso, el cónyuge cuyo bien personal ha sido constituido en dote tendrá sobre los bienes del otro una acción en indemnización por la mitad del importe de dicha dote, teniendo en cuenta el valor del bien donado al tiempo de constituir la dote.
Artículo 306.- La dote constituida al hijo común en bienes de la comunidad se encuentra a cargo de esta última. A la disolución de la comunidad, la dote deberá ser soportada por mitad por cada esposo, a menos que, al constituirla, uno de ellos haya declarado expresamente que tomaría a su cargo la totalidad o una parte superior a la mitad.
Artículo 307.- La persona que haya constituido la dote debe garantizarla; y sus intereses corren desde el día del matrimonio, aunque haya habido término para el pago, si no ha habido estipulación en contrario.
Sección IV - De la disolución de la comunidad: Causas de disolución y de la separación de bienes

Artículo 308.- La comunidad se disuelve:

1. Por la muerte de uno de los esposos;

2. Por ausencia declarada;

3. Por el divorcio;

4. Por la separación de bienes; y

5. Por el cambio de régimen matrimonial.

Artículo 309.- No podrá haber continuación de la comunidad, a pesar de cualquier convención en contrario. Cada uno de los cónyuges podrá demandar, si procede, que en sus relaciones mutuas el efecto de la disolución sea retrotraído a la fecha en que ellos cesaron de cohabitar y colaborar. Aquél a quien incumbe a título principal la culpa de la separación no podrá obtener esa retrotracción.

Artículo 310.- Si por el desorden en los negocios de un cónyuge, su conducta inapropiada o mala administración, se revela que el mantenimiento de la comunidad pone en peligro los intereses del otro cónyuge, éste puede perseguir la separación de bienes en justicia. Toda separación voluntaria será nula.
Artículo 311.- La separación de bienes, aunque pronunciada en justicia, será nula si las persecuciones tendentes a liquidar los derechos de las partes no han sido comenzadas dentro de los tres meses posteriores a la sentencia con autoridad de cosa juzgada, y si el ajuste de cuentas definitivo no ha intervenido dentro del año subsiguiente al inicio de las operaciones de liquidación. El plazo de un año podrá ser prorrogado por el presidente del tribunal estatuyendo por la vía de los referimientos.
Artículo 312.- La demanda y la sentencia de separación de bienes deben ser publicadas en las condiciones y bajo las sanciones previstas por el Código de Procedimiento Civil, así como por las reglamentaciones relativas al comercio si uno de los esposos es comerciante. La sentencia que pronuncie la separación de bienes se remontará, en cuanto a sus efectos, al día de la demanda. La sentencia se anotará al margen del acta de matrimonio, así como en el original del contrato de matrimonio. 
Artículo 313.- Los acreedores de un cónyuge no pueden demandar por iniciativa propia la separación de bienes.
Artículo 314.- Cuando la acción en separación de bienes haya sido introducida, los acreedores pueden intimar a los esposos a comunicarle la demanda y los documentos justificativos, por acto de abogado a abogado. Ellos pueden incluso intervenir en la instancia para la conservación de sus derechos. Si la separación ha sido pronunciada en fraude a sus derechos, ellos pueden proveerse contra ella por vía de tercería en las condiciones previstas en el Código de Procedimiento Civil.

Artículo 315.- El cónyuge que ha obtenido la separación de bienes debe contribuir, proporcionalmente a sus facultades y a las de su cónyuge, tanto a los gastos del hogar como a los de la educación de los hijos. Debe sufragar íntegramente esos gastos, si al otro no le quedara nada.
Artículo 316.- La separación de bienes pronunciada en justicia tiene por efecto colocar a los esposos bajo el régimen de los artículos 1497 y siguientes. El tribunal, al pronunciar la separación, podrá ordenar que un cónyuge deposite su contribución en manos del otro cónyuge, el cual asumirá solo, en lo adelante, frente a los terceros, el ajuste de cuentas de todas las cargas del matrimonio.
Artículo 317.- Los cónyuges pueden, durante la instancia en divorcio, concluir todas las convenciones para la liquidación y la partición de la comunidad. Esas convenciones deberán ser concluidas por acto notarial.
Artículo 318.- Las convenciones así concluidas serán suspendidas, en cuanto a sus efectos, hasta el pronunciamiento del divorcio. Ellas sólo podrán ser ejecutadas, incluso en las relaciones entre cónyuges, cuando la sentencia haya adquirido la autoridad de la cosa juzgada.

Uno de los esposos podrá demandar que la sentencia de divorcio modifique la convención si las consecuencias del divorcio fijadas por esa sentencia ponen en entredicho las bases de la liquidación y de la partición.

Sección V - De la liquidación y de la partición de la comunidad 

Artículo 319.- Una vez disuelta la comunidad, cada uno de los esposos recobra aquellos de sus bienes que no entraron en comunidad, si existen en naturaleza, o los bienes que los hayan reemplazado. Se procederá enseguida a la liquidación de la masa común, activa y pasiva.

Artículo 320.- Se establece, a nombre de cada cónyuge, una cuenta de las recompensas que la comunidad le debe y de las recompensas que él debe a la comunidad, de conformidad con las reglas prescritas en las dos secciones precedentes.
Artículo 321.- La recompensa es, en general, igual a la menor de las dos sumas que representen los desembolsos efectuados y el beneficio subsistente. Sin embargo, no podrá ser menor que los desembolsos hechos cuando éstos eran necesarios. Ella no podrá ser menor que el beneficio subsistente, cuando el valor prestado haya servido para adquirir, conservar o mejorar un bien que se encuentra nuevamente en el patrimonio del prestatario el día de la liquidación de la comunidad. Si el bien adquirido, conservado o mejorado ha sido enajenado antes de la liquidación, el beneficio será evaluado al día de la enajenación; si un nuevo bien ha sustituido al bien enajenado, el beneficio se evaluará sobre ese nuevo bien.
Artículo 322.- Si, una vez hecho el balance, la cuenta presenta un saldo en favor de la comunidad, el cónyuge devolverá su monto a la masa común. Si el balance presenta un saldo en favor del cónyuge, éste podrá elegir entre proceder a su pago o deducirlo de los bienes comunes hasta la concurrencia debida.
Artículo 323.- Las deducciones se ejercerán primero sobre el dinero efectivo, luego sobre los muebles y subsidiariamente sobre los inmuebles de la comunidad. El cónyuge que efectúa la deducción tiene el derecho de elegir los muebles y los inmuebles que él deducirá. Sin embargo, él no podrá perjudicar con su elección los derechos que pueda tener su cónyuge de demandar el mantenimiento de la indivisión o la atribución preferencial de ciertos bienes. Si ambos cónyuges desean efectuar la deducción sobre el mismo bien, se procederá por vía de sorteo.

Artículo 324.- En caso de insuficiencia de la comunidad, las deducciones de cada cónyuge serán proporcionales al monto de las recompensas que les sean debidas. Sin embargo, si la insuficiencia de la comunidad es imputable a la falta de uno de los cónyuges, el otro podrá ejercer sus deducciones antes que el primero sobre el conjunto de los bienes comunes; el podrá ejercerlas subsidiariamente sobre los bienes propios del cónyuge responsable.

Artículo 325.- Las recompensas debidas por la comunidad o a la comunidad generan intereses de pleno derecho a partir de la disolución. Sin embargo, cuando la recompensa es igual al beneficio subsistente, los intereses corren desde el día de la liquidación.
Artículo 326.- Las deducciones en bienes comunes constituyen una operación de partición. Ellas no confieren al cónyuge que las ejerza ningún derecho a ser preferido sobre los acreedores de la comunidad, salvo la preferencia que resulte, si hay lugar, de la hipoteca legal.
Artículo 327.- Después que todas las deducciones han sido ejecutadas sobre la masa, el excedente se dividirá por mitad entre los cónyuges. Si un inmueble de la comunidad es el anexo de otro inmueble propio de uno de los cónyuges, o si es contiguo a ese inmueble, el cónyuge propietario tendrá la facultad de hacérselo atribuir por imputación sobre su parte o mediante saldo, de conformidad con el valor del bien al día en que la atribución sea demandada.
Artículo 328.- Se encuentran sometidas a las reglas establecidas para las particiones entre coherederos, en el título De las sucesiones, respecto a todo cuanto se relacione con sus formalidades, partición de la comunidad, mantenimiento de la indivisión y atribución preferencial, licitación de bienes, efectos de la partición, garantía y saldos. Sin embargo, para las comunidades disueltas por divorcio o por separación de bienes, la atribución preferencial no será jamás de derecho, y podrá siempre decidirse que la totalidad del saldo eventualmente debido sea pagadero en efectivo.

Artículo 329.- Aquel de los cónyuges que haya distraído u ocultado algunos efectos de la comunidad, será privado de su porción en dichos efectos. 

Artículo 330.- Si después de consumada la partición, uno de los cónyuges es acreedor personal del otro (como cuando el precio de su bien ha sido empleado en pagar una deuda personal de su cónyuge o por cualquier otra causa), ejercerá su crédito sobre la parte que le corresponda en la comunidad al cónyuge deudor o sobre los bienes personales de éste.
Artículo 331.- Los créditos personales que los cónyuges tengan que ejercer uno contra otro no darán lugar a deducción y sólo generarán intereses a partir del día de intimación. Salvo convención contraria de las partes, los créditos serán evaluados de conformidad con las reglas del artículo 1454, párrafo tercero, en los casos previstos por éste; los intereses correrán entonces desde el día de la liquidación.

Artículo 332.- Las donaciones que uno de los esposos haya podido hacer al otro sólo se ejecutarán sobre la parte del donante en la comunidad y sobre sus bienes personales.
Artículo 333.- Si la comunidad se disuelve por la muerte de uno de los cónyuges, el superviviente tendrá derecho, durante los nueve meses que sigan, a alimentos y alojamiento, así como a los gastos del duelo, todo a cargo de la comunidad, tomando en consideración tanto las facultades de ésta como la situación del hogar. Ese derecho del cónyuge superviviente se encuentra exclusivamente ligado a su persona.
Sección VI - De La Obligación y de la Contribución al Pasivo, Después de la Disolución

Artículo 334.- Cada uno de los esposos podrá ser perseguido por la totalidad de las deudas existentes que, al día de la disolución de la comunidad, hayan entrado por su cuenta a esta última.
Artículo 335.- Cada uno de los esposos sólo podrá ser perseguido por la mitad de las deudas que hayan entrado en la comunidad por cuenta de su cónyuge. Después de la partición y salvo caso de ocultamiento, sólo estará obligado a ello hasta concurrencia de su emolumento, si se ha hecho inventario, y con obligación de rendir cuentas tanto del contenido de ese inventario como de lo que recibió de la partición, así como del pasivo común ya pagado.

Artículo 336.- El inventario previsto en el artículo precedente deberá tener lugar de la manera reglamentada por el Código de Procedimiento Civil, contradictoriamente con el otro cónyuge o debidamente citado este último. Deberá concluirse dentro de los nueve meses contados a partir del día en que la comunidad quedó disuelta, salvo prórroga acordada por el juez de los referimientos. Deberá ser declarado como sincero y verdadero por el oficial público que lo haya levantado. 

Artículo 337.- Cada uno de los cónyuges contribuirá por mitad a las deudas de la comunidad por las cuales no deba recompensa, así como a los gastos de fijación de sellos, inventario, venta del mobiliario, liquidación, licitación y partición. Sufragará solo las deudas que no devinieron comunes más que salvo recompensa a su cargo.

Artículo 338.- El cónyuge que pueda prevalerse del beneficio del artículo 1468, párrafo segundo, no contribuirá más allá de su emolumento a las deudas que entraron en comunidad por cuenta del otro esposo, a menos que se trate de deudas para las cuales él habría debido recompensa.
Artículo 339.- El cónyuge que, por aplicación de los artículos precedentes, haya pagado más de la porción a la que estaba obligado, tendrá contra el otro un recurso por el excedente.
Artículo 340.- El no tiene acción en repetición contra el acreedor por ese excedente, a menos que el descargo exprese que él sólo entendía pagar dentro del límite de su obligación.
Artículo 341.- Aquel de los cónyuges que, por efecto de la hipoteca ejercida sobre el inmueble que recibió en la partición, se encuentre perseguido por la totalidad de una deuda de la comunidad, tendrá, de derecho, su recurso contra el otro por la mitad de esa deuda.
Artículo 342.- Las disposiciones de los artículos precedentes no constituirán obstáculo para que, sin perjudicar los derechos de los terceros, una cláusula de la partición obligue a uno u otro de los cónyuges a pagar una cuota de las deudas distinta a la anteriormente establecida, o aun a pagar íntegramente el pasivo.
Artículo 343.- En caso de disolución de la comunidad, los herederos de los esposos ejercerán los mismos derechos que aquel de los cónyuges que ellos representen y se encuentran sometidos a las mismas obligaciones. Sin embargo, ellos no podrán prevalerse de los derechos que resultan.

SEGUNDA PARTE - DE LA COMUNIDAD CONVENCIONAL
Artículo 344.- En su contrato de matrimonio, los cónyuges pueden modificar la comunidad legal mediante cualquier convención que no sea contraria a los artículos anteriores.
Pueden convenir, especialmente:

1. Que la comunidad comprenderá los muebles y los gananciales;

2. que serán derogadas las reglas que conciernen a la administración; 

3. que uno de los esposos tendrá la facultad de retener ciertos bienes mediante indemnización; 

4. que uno de los esposos tendrá una mejora;  

5. que los cónyuges tendrán partes desiguales; y 

6. que habrá entre ellos comunidad universal.

Las reglas de la comunidad legal seguirán siendo aplicables en todos los aspectos que no hayan sido objeto de la convención entre las partes. de atribución integral no se reputarán como donaciones, en cuanto al fondo ni la forma, sino simplemente como convenciones de matrimonio y entre asociados. Salvo estipulación en contrario, ellas no impedirán a los herederos del cónyuge fallecido de efectuar la recuperación de aportes y capitales recibidos por la comunidad por vía de su autor.
Sección I - De la comunidad universal

Artículo 345.- Los esposos pueden establecer mediante su contrato de matrimonio una comunidad universal de sus bienes muebles e inmuebles, presentes y futuros. Sin embargo, salvo estipulación contraria, los bienes que el declara propios por su naturaleza no entrarán en esta comunidad. La comunidad universal soportará definitivamente todas las deudas presentes y futuras de los cónyuges.
Disposiciones comunes 

Artículo 346.- Las ventajas que uno u otro de los cónyuges pueda derivar de las cláusulas de una comunidad convencional, así como aquéllas que puedan resultar de la confusión del mobiliario o de las deudas, no serán consideradas como donaciones. Sin embargo, en caso de que hubiere hijos anteriores al matrimonio, toda convención que tenga por consecuencia donar a uno de los cónyuges en exceso de la porción reglamentada por el artículo 1097, bajo el título De las donaciones entre vivos y de los testamentos, carecerá de efecto respecto a la totalidad del excedente; pero, los simples beneficios que resulten de trabajos comunes y de ahorros hechos sobre los ingresos respectivos, aunque desiguales, de los dos cónyuges, no serán considerados como una ventaja hecha en perjuicio de los hijos anteriores.

Capítulo III - Del régimen de separación de bienes

Artículo 347.- Cuando los esposos hayan estipulado en su contrato de matrimonio que ellos estarán separados de bienes, cada uno de ellos conservará la administración, el goce y la libre disposición de sus bienes personales. Cada cónyuge quedará obligado sólo a las deudas que haya contraído, salvo el caso del artículo 220.
Artículo 348.- Los esposos contribuirán a las cargas del matrimonio de conformidad con las convenciones contenidas en su contrato; y, si no se ha previsto nada al respecto, en la proporción determinada por el artículo 214.
Artículo 349.- Cada cónyuge podrá probar, por todos los medios, tanto frente al otro cónyuge como a los terceros, que tiene la propiedad exclusiva de un bien. Las presunciones de propiedad enunciadas en el contrato de matrimonio tendrán efecto respecto a los terceros, así como en las relaciones entre los cónyuges, a menos que haya sido convenido de otro modo. La prueba en contrario será de derecho y podrá hacerse por todos los medios que permitan establecer que los bienes no pertenecían al cónyuge designado por la presunción, o, aun si estos le pertenecieren, que él los adquirió mediante una liberalidad del otro cónyuge. Los bienes sobre los cuales ningún cónyuge pueda justificar propiedad exclusiva, se reputarán pertenecer a ambos de manera indivisa, a cada uno por mitad.
Artículo 350.- Si uno de los cónyuges confía al otro la administración de sus bienes personales durante el matrimonio, se aplicarán las reglas del mandato. Sin embargo, el cónyuge mandatario será dispensado de rendir cuentas de los frutos cuando el mandato no lo obligue a ello de manera expresa.
Artículo 351.- Cuando uno de los cónyuges toma a su cargo la administración de los bienes del otro, con el conocimiento de éste y sin oposición de su parte, se reputará que ha recibido un mandato tácito que cubrirá los actos de administración y de gerencia, pero no los actos de disposición. Ese cónyuge responderá de su administración, frente al otro, como un mandatario, pero sólo será responsable de los frutos existentes. Respecto de aquéllos que él habría descuidado percibir o haya consumido fraudulentamente, sólo podrá ser investigado con relación a los últimos cinco años.  Si uno de los cónyuges se ha inmiscuido en la administración de los bienes propios del otro en menosprecio de una oposición comprobada, él será responsable de todas las consecuencias de su intromisión y deberá responder sin limitación de todos los frutos que haya percibido, que haya descuidado de percibir o que haya fraudulentamente consumido.

Artículo 352.- Ninguno de los cónyuges responderá por la falta de inversión o reinversión de los bienes del otro, a menos que se haya inmiscuido en las operaciones de enajenación o de cobro, o que se haya probado que el dinero haya sido percibido por él o que le haya beneficiado.
Artículo 353.- Después de la disolución del matrimonio por el deceso de uno de los cónyuges, la partición de los bienes indivisos entre cónyuges separados de bienes se encontrará sujeta a las reglas establecidas para las particiones entre coherederos, en el título De las sucesiones, respecto a todo cuanto se relacione con sus formalidades, mantenimiento de la indivisión y atribución preferencial, licitación de bienes, efectos de la partición, garantía y saldos. Las mismas reglas se aplicarán después del divorcio. Sin embargo, la atribución preferencial no será jamás de derecho, y podrá siempre decidirse que la totalidad del saldo eventualmente debido sea pagadero en efectivo.

Artículo 354.- Las reglas del artículo anterior serán aplicables a los créditos que uno de  los esposos podrá tener que ejercer contra el otro.

Capítulo  IV - Del régimen de participación en los gananciales

Artículo 355.- Cuando los esposos hayan declarado casarse bajo el régimen de participación en los gananciales, cada uno de ellos conservará la administración, el goce y la libre disposición de sus bienes personales, sin distinguir entre aquéllos que le pertenecieron al día del matrimonio o los que reciba posteriormente por sucesión o por liberalidad, y aquéllos que haya adquirido durante el matrimonio a título oneroso. Durante la duración del matrimonio, este régimen funcionará como si los cónyuges estuvieren casados bajo la separación de bienes. Después de su disolución, cada uno de los cónyuges tendrá el derecho de participar por mitad en el valor de los gananciales netos verificados en el patrimonio del otro, tasados por la doble estimación del patrimonio original y el patrimonio final. El derecho de participar en los gananciales será insensible mientras no se haya disuelto el régimen matrimonial. Si la disolución ocurre por la muerte de uno de los cónyuges, sus herederos tendrán los mismos derechos que su autor sobre los gananciales netos logrados por el otro.
Artículo 356.- El patrimonio original comprenderá los bienes que pertenecieron al cónyuge al día del matrimonio y aquéllos que adquirió después por sucesión o liberalidad, así como todos los que constituyan bienes propios por naturaleza sin lugar a recompensa en el régimen de la comunidad legal. No se tomarán en consideración los frutos de esos bienes ni de aquellos de esos bienes que habrían tenido naturaleza de fruto o de los cuales el cónyuge dispuso por donación entre vivos durante el matrimonio. La composición del patrimonio original será probada por un estado descriptivo, aun bajo firma privada, establecido en presencia del otro cónyuge y firmado por él. A falta de estado descriptivo o si éste resulta incompleto, la prueba de la composición del patrimonio original sólo podrá ser administrada por lo medios.

Artículo 357.- Los bienes originales serán estimados de conformidad a su estado al día del matrimonio o de la adquisición y de conformidad a su valor al día en que el régimen matrimonial sea liquidado. Si han sido enajenados, se retendrá su valor al día de la enajenación. Si nuevos bienes se han subrogado a los enajenados, se tomarán en consideración los nuevos bienes. Del activo original se deducirán las deudas con las que se encontraba gravado, revaluadas, si procede, según las reglas del artículo 1454, tercer párrafo. Si el pasivo excede al activo, ese excedente será ficticiamente reunido con el patrimonio final.
Artículo 358.- Formarán parte del patrimonio final todos los bienes que pertenezcan al cónyuge al día de disolución del régimen matrimonial, incluyendo en éste, de presentarse el caso, aquellos bienes de los que él habría dispuesto a causa de muerte, y sin excluir las sumas de las que podría ser acreedor frente a su cónyuge. En caso de divorcio o liquidación anticipada de gananciales, el régimen matrimonial se reputará disuelto al día de la demanda. La composición del patrimonio final será probada por un estado descriptivo, aun bajo firma privada, que el cónyuge o sus herederos deberán establecer en presencia del otro cónyuge o sus herederos, o éstos debidamente citados. Este estado deberá ser levantado dentro de los nueve meses de la disolución del régimen matrimonial, salvo prorroga otorgada por el presidente del tribunal estatuyendo por la vía de los referimientos. La prueba de que el patrimonio final habría comprendido otros bienes podrá ser administrada por todos los medios, incluyendo testimonios y presunciones. Cada uno de los esposos puede requerir, en cuanto a los bienes del otro, la fijación de sellos y el inventario de conformidad con las reglas previstas en el Código de Procedimiento Civil.

Artículo 359.- A los bienes existentes, se agregarán ficticiamente los que no figuren en el patrimonio original y los que el cónyuge dispuso por donación entre vivos sin el consentimiento de su cónyuge, así como aquéllos que él haya enajenado fraudulentamente. La enajenación a cargo de renta vitalicia o de fondos perdidos se presumirá hecha en fraude a los derechos del cónyuge, si éste no ha consentido en ello.
Artículo 360.- Los bienes existentes serán estimados de conformidad con su estado a la época de la disolución del régimen matrimonial y de conformidad a su valor al día de la liquidación de éste. Los bienes que han sido enajenados por donación entre vivos, o en fraude a los derechos del cónyuge, serán estimados de conformidad con su estado al día de la enajenación y al valor que ellos habrían tenido, de haber sido conservados, al día de la liquidación. Del activo así constituido, se deducirán todas las deudas que no hayan sido aún pagadas, comprendiendo en éstas las sumas que podrían ser debidas al cónyuge. El valor, al día de la enajenación, de las mejoras que fueron aportadas durante el matrimonio a los bienes originales donados por un esposo sin el consentimiento de su cónyuge antes de la disolución del régimen matrimonial, deberá ser agregado al patrimonio final.

Artículo 361.- Si el patrimonio final de un cónyuge resulta inferior a su patrimonio original, el déficit será soportado íntegramente por ese cónyuge. Si resulta superior, el incremento representará los gananciales netos y dará lugar a participación. Si existen gananciales netos de una parte y de la otra, deberán primero ser compensados. Sólo el excedente será objeto de partición: el cónyuge cuyo beneficio ha sido menor será acreedor del otro respecto a la mitad de ese excedente. Al crédito de participación se agregará, para someterlos al mismo reglamento, las sumas de las que por otra parte un cónyuge podría ser acreedor del otro, por los valores y otras indemnizaciones suministradas durante el matrimonio, deducción hecha, si procede, de lo que el primero pudiera deber al último.
Artículo 362.- El crédito de participación dará lugar a pago en dinero. Si el cónyuge deudor encuentra dificultades graves para el pago íntegro a la clausura de la liquidación, los jueces podrán acordarle plazos de gracia que no excederán cinco años, con la obligación de suministrar garantías y de pagar intereses. El crédito de participación podrá dar lugar, sin embargo, a un pago en naturaleza con el consentimiento de los dos cónyuges, o en virtud de una decisión del juez, si el cónyuge deudor justifica dificultades graves que le impiden pagar en efectivo. El pago en naturaleza previsto en el párrafo anterior será considerado como una operación de partición cuando los bienes atribuidos no estuvieran comprendidos en el patrimonio original, o cuando el cónyuge en cuyo favor se efectúa la atribución concurre a la sucesión del otro.  La liquidación no será oponible a los acreedores de los esposos: ellos conservarán el derecho de embargar los bienes atribuidos al cónyuge de su deudor.

Artículo 363.- El esposo acreedor perseguirá el pago de su crédito de participación sobre los bienes existentes, primero, y, subsidiariamente, comenzando por las enajenaciones más recientes, sobre los bienes mencionados, que fueron enajenados por donación entre vivos o en fraude a los derechos del cónyuge.
Artículo 364.- Si a la disolución del régimen matrimonial, las partes no se han puesto de acuerdo para proceder a la liquidación por convención, una de ellas podrá demandar al tribunal que se proceda judicialmente. Serán aplicables a esta demanda, en la medida de lo posible, las reglas prescritas para la partición judicial de las sucesiones y de las comunidades. Las partes estarán obligadas a comunicarse recíprocamente, y de comunicar a los peritos designados por el juez, todas las informaciones y documentos útiles para la liquidación. La acción en liquidación prescribirá por tres años contados a partir de la disolución del régimen matrimonial. Las acciones abiertas contra los terceros en virtud prescribirán por dos años a contar de la clausura de la liquidación.
Artículo 365.- Si la aplicación de las reglas de evaluación previstas en los artículos condujeren a un resultado manifiestamente contrario a la equidad, el tribunal podría no aplicarlas a solicitud de uno de los cónyuges.
Artículo 366.- Si el desorden en los negocios de uno de los cónyuges, su deficiente administración o su mala conducta dan lugar a temer que la continuación del régimen matrimonial comprometa los intereses del otro cónyuge, éste podrá demandar la liquidación anticipada de su crédito de participación. Las reglas de la separación de bienes serán aplicables a esta demanda. Cuando la demanda sea admitida, los cónyuges serán colocados bajo el régimen de los artículos.

Artículo 367.- Al estipular la participación en los gananciales, los cónyuges podrán adoptar cualquier cláusula que no sea contraria a los artículos. Podrán convenir, especialmente, una cláusula de partición desigual, o estipular que el superviviente de ambos o uno de ellos si sobrevive, tendrá derecho a la totalidad de los gananciales netos logrados por el otro. Podrá, asimismo, ser convenido entre los cónyuges que aquél de ellos que al momento de la liquidación del régimen tenga respecto al otro un crédito de participación, podrá exigir la dación en pago de algunos bienes de su cónyuge, si establece que tiene un interés esencial en que le sean atribuidos.
Sección  I - De la comunidad de muebles y gananciales

Artículo 368.- Cuando los esposos acuerden que habrá entre ellos comunidad de muebles y gananciales, el activo común comprenderá, además de los bienes que formarían parte de éste bajo el régimen de la comunidad legal, los bienes muebles cuya propiedad o posesión tenían los esposos al día del matrimonio o que le hubieren correspondido después por sucesión o liberalidad, a menos que el donante o el testador haya estipulado lo contrario. De esos muebles permanecerán como propios, sin embargo, aquéllos que por su naturaleza habrían tenido esa calidad en virtud, bajo el régimen legal, si hubieran sido adquiridos durante la comunidad. Si después del contrato de matrimonio y antes de su celebración uno de los cónyuges adquirió un inmueble con estipulación de comunidad de muebles y gananciales, el inmueble adquirido durante ese intervalo entrará en comunidad, a menos que la adquisición haya sido hecha en ejecución de alguna cláusula del contrato de matrimonio, en cuyo caso será reglamentada de conformidad con la convención.
Artículo 369.- Bajo este régimen, entrará al pasivo común, además de las deudas que formarían parte del pasivo bajo el régimen legal, una fracción de las que los esposos habían ya contraído al casarse o de las que graven las sucesiones y liberalidades que reciban durante el matrimonio. La fracción del pasivo que deberá soportar la comunidad será proporcional a la fracción del activo que ella reciba según las reglas del artículo precedente, ya sea en el patrimonio del cónyuge al día del matrimonio o en el conjunto de bienes que constituyan el objeto de la sucesión o de la liberalidad. La composición y el valor del activo para el establecimiento de esta proporción se probarán de conformidad.

Artículo 370.- Las deudas a las que la comunidad se encuentre obligada en contrapartida a los bienes que reciba, quedarán a su cargo de manera definitiva.

Artículo 371.- La distribución del pasivo anterior al matrimonio o que grave las sucesiones y liberalidades no podrá perjudicar a los acreedores. Ellos conservarán, en todos los casos, el derecho a embargar los bienes que anteriormente constituían su prenda; y podrán aun perseguir su pago sobre el conjunto de la comunidad cuando el mobiliario de su deudor ha sido confundido en el patrimonio común y no pueda ya ser identificado según las reglas del artículo 1402.
Sección  II -De la cláusula de administración conjunta

Artículo 372.- Los esposos podrán convenir que ellos administrarán conjuntamente la comunidad. En ese caso, los actos de administración y de disposición de los bienes comunes serán hechos con la firma conjunta de ambos esposos e implicará de pleno derecho la solidaridad de las obligaciones. Los actos conservatorios podrán ser realizados por cada esposo de manera separada.
Sección  III -De la cláusula de deducción mediante indemnización

Artículo 373.- Los esposos podrán estipular que el superviviente entre ellos o uno de ellos si sobrevive, o aun uno de ellos en todos los casos de disolución de la comunidad, tendrá la facultad de efectuar deducción sobre algunos bienes comunes, con la obligación de rendirle cuenta a la comunidad según el valor que ellos tendrán al día de la partición, si no ha sido convenido de otra manera. 
Artículo 374.- El contrato de matrimonio podrá fijar las bases de evaluación y las modalidades de pago del saldo eventual. Tomando en cuenta esas cláusulas y a falta de acuerdo entre las partes, el valor de los bienes será fijado por el tribunal de primera instancia.

Artículo 375.- La facultad de deducción caducará si el cónyuge beneficiario no la ha ejercido mediante notificación hecha al otro cónyuge o a sus herederos, en el plazo de un mes contado a partir del día en que estos últimos lo hayan puesto en mora de tomar partido. Esta puesta en mora no podrá tener lugar antes de la expiración del plazo para hacer inventario y deliberar previsto en el título De las sucesiones del Código Civil. 

Artículo 376.- La deducción constituye una operación de partición: los bienes deducidos serán imputados sobre la parte del esposo beneficiario; si su valor excede esta parte, procederá la entrega de un saldo. Los esposos podrán convenir que la indemnización debida por el autor de la deducción se imputará subsidiariamente sobre sus derechos en la sucesión del esposo fallecido.
Sección  IV -De la mejora

Artículo 377.- En el contrato de matrimonio podrá convenirse que el superviviente de los cónyuges, o uno de ellos, si sobrevive, será autorizado a deducir de la comunidad, antes de la partición, una suma determinada o algunos bienes en naturaleza, o una cierta cantidad de una especie determinada de bienes.
Artículo 378.- La mejora no será considerada como una donación, en cuanto a la forma o al fondo, sino como una convención de matrimonio y entre asociados.
Artículo 379.- Cuando la comunidad se disuelva en vida de los esposos, no procederá la entrega de mejora; pero el esposo en cuyo beneficio se estipuló conserva sus derechos para el caso de supervivencia, a menos que las ventajas matrimoniales no hayan sido perdidas de pleno derecho o revocadas como consecuencia de una sentencia de divorcio. El podrá exigir una fianza de su cónyuge para garantía de sus derechos.
Artículo 380.- Los acreedores de la comunidad tendrán siempre el derecho de hacer vender los efectos comprendidos en la mejora, salvo el recurso de los cónyuges sobre el resto de la comunidad.
Sección  V -De la estipulación de partes desiguales

Artículo 381.- Los cónyuges podrán derogar la partición igualitaria establecida por la ley.
Artículo 382.- Cuando se haya estipulado que el cónyuge o sus herederos sólo tendrán una fracción determinada en la comunidad, como la tercera o la cuarta parte, el cónyuge así reducido o sus herederos sólo soportarán las deudas de la comunidad proporcionalmente a la parte que ellos tomen en el activo. La convención será nula si obliga al esposo así reducido o a sus herederos a soportar una parte más grande, o si les dispensa de soportar en las deudas una parte igual a la que ellos tomarán en el activo.
Artículo 383.- La atribución de la comunidad íntegra sólo podrá ser convenida para el caso de supervivencia en beneficio de un cónyuge designado o en beneficio de aquél que sobreviva entre ellos. El cónyuge que retenga así la totalidad de la comunidad estará obligado a pagar todas las deudas de ésta. Podrá también convenirse, para el caso de supervivencia, que uno de los esposos tendrá, además de su mitad, el usufructo de la parte del fallecido. En ese caso, él contribuirá a las deudas, en cuanto al usufructo, de conformidad. Las disposiciones del artículo serán aplicables a esas cláusulas cuando la comunidad se disuelva en vida de los dos cónyuges.

Artículo 384.- La estipulación de partes desiguales y la cláusula de atribución integral no se reputarán como donaciones, en cuanto al fondo ni la forma, sino simplemente como convenciones de matrimonio y entre asociados. Salvo estipulación en contrario, ellas no impedirán a los herederos del cónyuge fallecido de efectuar la recuperación de aportes y capitales recibidos por la comunidad por vía de su autor.
Sección  VI -De la comunidad universal

Artículo 385.- Los esposos pueden establecer mediante su contrato de matrimonio una comunidad universal de sus bienes muebles e inmuebles, presentes y futuros. Sin embargo, salvo estipulación contraria, los bienes declara propios por su naturaleza no entrarán en esta comunidad. La comunidad universal soportará definitivamente todas las deudas presentes y futuras de los cónyuges.
Disposiciones comunes 

Artículo 386.- Las ventajas que uno u otro de los cónyuges pueda derivar de las cláusulas de una comunidad convencional, así como aquéllas que puedan resultar de la confusión del mobiliario o de las deudas, no serán consideradas como donaciones.  Sin embargo, en caso de que hubiere hijos anteriores al matrimonio, toda convención que tenga por consecuencia donar a uno de los cónyuges en exceso de la porción reglamentada por el Código Civil  bajo el título De las donaciones entre vivos y de los testamentos, carecerá de efecto respecto a la totalidad del excedente; pero, los simples beneficios que resulten de trabajos comunes y de ahorros hechos sobre los ingresos respectivos, aunque desiguales, de los dos cónyuges, no serán considerados como una ventaja hecha en perjuicio de los hijos anteriores.

CapÍtulo  III - Del régimen de separación de bienes

Artículo 387.- Cuando los esposos hayan estipulado en su contrato de matrimonio que ellos estarán separados de bienes, cada uno de ellos conservará la administración, el goce y la libre disposición de sus bienes personales. Cada cónyuge quedará obligado sólo a las deudas que haya contraído, salvo el caso del artículo anterior.
Artículo 389.- Los esposos contribuirán a las cargas del matrimonio de conformidad con las convenciones contenidas en su contrato; y, si no se ha previsto nada al respecto, en la proporción determinada.
Artículo 390.- Cada cónyuge podrá probar, por todos los medios, tanto frente al otro cónyuge como a los terceros, que tiene la propiedad exclusiva de un bien. Las presunciones de propiedad enunciadas en el contrato de matrimonio tendrán efecto respecto a los terceros, así como en las relaciones entre los cónyuges, a menos que haya sido convenido de otro modo. La prueba en contrario será de derecho y podrá hacerse por todos los medios que permitan establecer que los bienes no pertenecían al cónyuge designado por la presunción, o, aun si estos le pertenecieren, que él los adquirió mediante una liberalidad del otro cónyuge. Los bienes sobre los cuales ningún cónyuge pueda justificar propiedad exclusiva, se reputarán pertenecer a ambos de manera indivisa, a cada uno por mitad.
Artículo 391.- Si uno de los cónyuges confía al otro la administración de sus bienes personales durante el matrimonio, se aplicarán las reglas del mandato. Sin embargo, el cónyuge mandatario será dispensado de rendir cuentas de los frutos cuando el mandato no lo obligue a ello de manera expresa.
Artículo 392.- Cuando uno de los cónyuges toma a su cargo la administración de los bienes del otro, con el conocimiento de éste y sin oposición de su parte, se reputará que ha recibido un mandato tácito que cubrirá los actos de administración y de gerencia, pero no los actos de disposición. Ese cónyuge responderá de su administración, frente al otro, como un mandatario, pero sólo será responsable de los frutos existentes. Respecto de aquéllos que él habría descuidado percibir o haya consumido fraudulentamente, sólo podrá ser investigado con relación a los últimos cinco años.  Si uno de los cónyuges se ha inmiscuido en la administración de los bienes propios del otro en menosprecio de una oposición comprobada, él será responsable de todas las consecuencias de su intromisión y deberá responder sin limitación de todos los frutos que haya percibido, que haya descuidado de percibir o que haya fraudulentamente consumido.

Artículo 393.- Ninguno de los cónyuges responderá por la falta de inversión o reinversión de los bienes del otro, a menos que se haya inmiscuido en las operaciones de enajenación o de cobro, o que se haya probado que el dinero haya sido percibido por él o que le haya beneficiado.

Artículo 394.- Después de la disolución del matrimonio por el deceso de uno de los cónyuges, la partición de los bienes indivisos entre cónyuges separados de bienes se encontrará sujeta a las reglas establecidas para las particiones entre coherederos, en el título De las sucesiones, respecto a todo cuanto se relacione con sus formalidades, mantenimiento de la indivisión y atribución preferencial, licitación de bienes, efectos de la partición, garantía y saldos. Las mismas reglas se aplicarán después del divorcio. Sin embargo, la atribución preferencial no será jamás de derecho, y podrá siempre decidirse que la totalidad del saldo eventualmente debido sea pagadero en efectivo.

Artículo 395.- Las reglas serán aplicables a los créditos que uno de los esposos podrá tener que ejercer contra el otro.
Capítulo  IV - Del régimen de participación en los gananciales

Artículo 396.- Cuando los esposos hayan declarado casarse bajo el régimen de participación en los gananciales, cada uno de ellos conservará la administración, el goce y la libre disposición de sus bienes personales, sin distinguir entre aquéllos que le pertenecieron al día del matrimonio o los que reciba posteriormente por sucesión o por liberalidad, y aquéllos que haya adquirido durante el matrimonio a título oneroso. Durante la duración del matrimonio, este régimen funcionará como si los cónyuges estuvieren casados bajo la separación de bienes. Después de su disolución, cada uno de los cónyuges tendrá el derecho de participar por mitad en el valor de los gananciales netos verificados en el patrimonio del otro, tasados por la doble estimación del patrimonio original y el patrimonio final. El derecho de participar en los gananciales será insensible mientras no se haya disuelto el régimen matrimonial. Si la disolución ocurre por la muerte de uno de los cónyuges, sus herederos tendrán los mismos derechos que su autor sobre los gananciales netos logrados por el otro.
Artículo 397.- El patrimonio original comprenderá los bienes que pertenecieron al cónyuge al día del matrimonio y aquéllos que adquirió después por sucesión o liberalidad, así como todos los que constituyan bienes propios por naturaleza sin lugar a recompensa en el régimen de la comunidad legal. No se tomarán en consideración los frutos de esos bienes ni de aquellos de esos bienes que habrían tenido naturaleza de fruto o de los cuales el cónyuge dispuso por donación entre vivos durante el matrimonio. La composición del patrimonio original será probado por un estado descriptivo, aun bajo firma privada, establecido en presencia del otro cónyuge y firmado por él. A falta de estado descriptivo o si éste resulta incompleto, la prueba de la composición del patrimonio original sólo podrá ser administrada por lo medios.

Artículo 398.- Los bienes originales serán estimados de conformidad a su estado al día del matrimonio o de la adquisición y de conformidad a su valor al día en que el régimen matrimonial sea liquidado. Si han sido enajenados, se retendrá su valor al día de la enajenación. Si nuevos bienes se han subrogado a los enajenados, se tomarán en consideración los nuevos bienes. Del activo original se deducirán las deudas con las que se encontraba gravado, revaluadas, si procede, según las reglas. Si el pasivo excede al activo, ese excedente será ficticiamente reunido con el patrimonio final.
Artículo 399.- Formarán parte del patrimonio final todos los bienes que pertenezcan al cónyuge al día de disolución del régimen matrimonial, incluyendo en éste, de presentarse el caso, aquellos bienes de los que él habría dispuesto a causa de muerte, y sin excluir las sumas de las que podría ser acreedor frente a su cónyuge. En caso de divorcio o liquidación anticipada de gananciales, el régimen matrimonial se reputará disuelto al día de la demanda. La composición del patrimonio final será probada por un estado descriptivo, aun bajo firma privada, que el cónyuge o sus herederos deberán establecer en presencia del otro cónyuge o sus herederos, o éstos debidamente citados. Este estado deberá ser levantado dentro de los nueve meses de la disolución del régimen matrimonial, salvo prorroga otorgada por el presidente del tribunal estatuyendo por la vía de los referimientos. La prueba de que el patrimonio final habría comprendido otros bienes podrá ser administrada por todos los medios, incluyendo testimonios y presunciones. Cada uno de los esposos puede requerir, en cuanto a los bienes del otro, la fijación de sellos y el inventario de conformidad con las reglas previstas en el Código de Procedimiento Civil.

Artículo 400.- A los bienes existentes, se agregarán ficticiamente los que no figuren en el patrimonio original y los que el cónyuge dispuso por donación entre vivos sin el consentimiento de su cónyuge, así como aquéllos que él haya enajenado fraudulentamente. La enajenación a cargo de renta vitalicia o de fondos perdidos se presumirá hecha en fraude a los derechos del cónyuge, si éste no ha consentido en ello.
Artículo 401.- Los bienes existentes serán estimados de conformidad con su estado a la época de la disolución del régimen matrimonial y de conformidad a su valor al día de la liquidación de éste. Los bienes que han sido enajenados por donación entre vivos, o en fraude a los derechos del cónyuge, serán estimados de conformidad con su estado al día de la enajenación y al valor que ellos habrían tenido, de haber sido conservados, al día de la liquidación. Del activo así constituido, se deducirán todas las deudas que no hayan sido aún pagadas, comprendiendo en éstas las sumas que podrían ser debidas al cónyuge. El valor, al día de la enajenación, de las mejoras que fueron aportadas durante el matrimonio a los bienes originales donados por un esposo sin el consentimiento de su cónyuge antes de la disolución del régimen matrimonial, deberá ser agregado al patrimonio final.

Artículo 402.-  Si el patrimonio final de un cónyuge resulta inferior a su patrimonio original, el déficit será soportado íntegramente por ese cónyuge. Si resulta superior, el incremento representará los gananciales netos y dará lugar a participación. Si existen gananciales netos de una parte y de la otra, deberán primero ser compensados. Sólo el excedente será objeto de partición: el cónyuge cuyo beneficio ha sido menor será acreedor del otro respecto a la mitad de ese excedente. Al crédito de participación se agregará, para someterlos al mismo reglamento, las sumas de las que por otra parte un cónyuge podría ser acreedor del otro, por los valores y otras indemnizaciones suministradas durante el matrimonio, deducción hecha, si procede, de lo que el primero pudiera deber al último.
Artículo 403.- El crédito de participación dará lugar a pago en dinero. Si el cónyuge deudor encuentra dificultades graves para el pago íntegro a la clausura de la liquidación, los jueces podrán acordarle plazos de gracia que no excederán cinco años, con la obligación de suministrar garantías y de pagar intereses. El crédito de participación podrá dar lugar, sin embargo, a un pago en naturaleza con el consentimiento de los dos cónyuges, o en virtud de una decisión del juez, si el cónyuge deudor justifica dificultades graves que le impiden pagar en efectivo. El pago en naturaleza previsto en el párrafo anterior será considerado como una operación de partición cuando los bienes atribuidos no estuvieran comprendidos en el patrimonio original, o cuando el cónyuge en cuyo favor se efectúa la atribución concurre a la sucesión del otro.  La liquidación no será oponible a los acreedores de los esposos: ellos conservarán el derecho de embargar los bienes atribuidos al cónyuge de su deudor.

Artículo 404.- El esposo acreedor perseguirá el pago de su crédito de participación sobre los bienes existentes, primero, y, subsidiariamente, comenzando por las enajenaciones más recientes, sobre los bienes mencionados en el artículo 1509 que fueron enajenados por donación entre vivos o en fraude a los derechos del cónyuge.
Artículo 405.- Si a la disolución del régimen matrimonial, las partes no se han puesto de acuerdo para proceder a la liquidación por convención, una de ellas podrá demandar al tribunal que se proceda judicialmente. Serán aplicables a esta demanda, en la medida de lo posible, las reglas prescritas para la partición judicial de las sucesiones y de las comunidades. Las partes estarán obligadas a comunicarse recíprocamente, y de comunicar a los peritos designados por el juez, todas las informaciones y documentos útiles para la liquidación. La acción en liquidación prescribirá por tres años contados a partir de la disolución del régimen matrimonial. Las acciones abiertas contra los terceros en virtud prescribirán por dos años a contar de la clausura de la liquidación.
Artículo 406.- Si la aplicación de las reglas de evaluación previstas en los artículos condujeren a un resultado manifiestamente contrario a la equidad, el tribunal podría no aplicarlas a solicitud de uno de los cónyuges.
Artículo 407.- Si el desorden en los negocios de uno de los cónyuges, su deficiente administración o su mala conducta dan lugar a temer que la continuación del régimen matrimonial comprometa los intereses del otro cónyuge, éste podrá demandar la liquidación anticipada de su crédito de participación. Las reglas de la separación de bienes serán aplicables a esta demanda. Cuando la demanda sea admitida, los cónyuges serán colocados bajo el régimen.
Artículo 408.- Al estipular la participación en los gananciales, los cónyuges podrán adoptar cualquier cláusula que no sea contraria. Podrán convenir, especialmente, una cláusula de partición desigual, o estipular que el superviviente de ambos o uno de ellos si sobrevive, tendrá derecho a la totalidad de los gananciales netos logrados por el otro. Podrá, asimismo, ser convenido entre los cónyuges que aquél de ellos que al momento de la liquidación del régimen tenga respecto al otro un crédito de participación, podrá exigir la dación en pago de algunos bienes de su cónyuge, si establece que tiene un interés esencial en que le sean atribuidos.
LIBRO IV 
De la jurisdicción y de los procedimientos en los asuntos de familia
Capítulo I - ASPECTOS GENERALES Y PRINCIPIOS BÁSICOS.

Artículo 409.- El proceso de familia es toda actuación  que requiere decisión o intervención jurisdiccional para reconocer y hacer efectivos los derechos y obligaciones establecidas en este código, en la Constitución, convenios o tratados o en las leyes especiales relativas a la familia.

Artículo 410.-El Ministerio Público intervendrá, como representante de la sociedad y del Estado, en los procesos y actuaciones de la jurisdicción familiar expresamente señalados en este código  o en las leyes especiales.

Artículo 411.- No pagaran impuestos, ni cargas de ninguna especie, los actos, gestiones o actuaciones que se relacionen con la aplicación de las normas de este código de familia.

Artículo 412.-   Son aplicables a la jurisdicción familiar las disposiciones de la Ley de Organización Judicial y del código de procedimiento civil y otras leyes procesales especiales en todo lo que no se opongan a las normas especiales del presente Código

Artículo 413.-   Los Tribunales de Familia contarán con un equipo de especialistas integrado, al menos, por un Trabajador Social y un Psicólogo.

Artículo 414.- En la aplicación de la presente Ley, deberán tenerse en cuenta los siguientes principios:

a) El proceso se inicia a instancia de parte interesada, incluso de las personas habilitadas para los casos expresamente previstos. Las partes podrán ofrecer pruebas, presentar alegatos y disponer de sus derechos, excepto cuando éstos fueren irrenunciables;

b) Iniciado el proceso, éste será dirigido e impulsado por el Juez; quien evitará toda dilación o diligencia innecesaria y tomará las medidas pertinentes para impedir su paralización, sin perjuicio del derecho de defensa de las partes o interesados;

c) El Juez procurará la concentración de las actuaciones, a los fines de garantizar la celeridad de los procesos de familia;

d) Los procesos y procedimientos de familia serán orales y reservados a las partes,  los familiares, los abogados apoderados  y las personas que demuestren tener interés legítimo en la causa, salvo los casos en que las partes de común acuerdo soliciten que se realicen de manera pública;

e) El Juez garantizará la igualdad de las partes durante todo el proceso;

f) Las partes deberán plantear simultáneamente todos los hechos y alegaciones en que fundamenten sus pretensiones o defensas y las pruebas que pretendan hacer valer;

g) Los sujetos que actúen en el proceso deberán comportarse con lealtad, probidad y buena fe.

Sección I - DE LA JURISDICCIÓN

Artículo 415.- Se crea la Jurisdicción de Familia, que será ejercida por la Suprema Corte de Justicia, por las Cortes de Apelación de Niños, Niñas, Adolescentes y Familia, por los Tribunales de Niños, Niñas y Adolescentes y Familia y por los Juzgados de Paz.

Artículo 416.- En los procesos de familia, la Suprema Corte de Justicia tiene competencia en toda la República, las Cortes de Apelación de Niños, Niñas, Adolescentes y Familia en su respectivo departamento judicial; los Tribunales de Niños, Niñas y Adolescentes y Familia en un distrito judicial; y los Juzgados de Paz en un municipio o circunscripción. 

Artículo 417.- La Suprema Corte de Justicia tiene competencia para conocer de los recursos de casación contra las sentencias definitivas dictadas por las Cortes de Apelación de Niños, Niñas, Adolescentes y Familia, a excepción de los asuntos relativos a procesos de alimentos.

Los recursos de casación  serán decididos por la Sala de lo Civil de la Suprema Corte de Justicia, conforme a las formalidades y procedimientos aplicables.

Artículo 418.- Las Cortes de Apelación de Niños, Niñas, Adolescentes y Familia estarán integrados, cada una, por cinco (5) Jueces, especializados en asuntos de familia y penal juvenil.

Artículo 419.- Son atribuciones de las Cortes de Apelación de Niños, Niñas, Adolescentes y Familia. 

1. Conocer las apelaciones en contra de las decisiones definitivas o interlocutorias que dicten los Tribunales de Niños, Niñas y Adolescentes y Familia y los Juzgados de Paz cuando conocen asuntos de familia, respectivamente.

2. Conocer las recusaciones e inhibiciones de los jueces de familia y de los jueces de paz cuando conozcan asuntos de familia 

3. Decidir las solicitudes de homologaciones de los consejos de familia.

4. Conocer las apelaciones de las sentencias dictadas por las Salas penales de los Juzgados de Primera Instancia de Niños, Niñas y Adolescentes. 

5. otras atribuciones (…) 

Artículo 420.- Los Tribunales de Familia conocerán de los asuntos de familia siguientes:

1. Procesos relativos a la oposición y nulidad de matrimonio;

2. Procesos relativos a la unión consensual; 

3. Procesos relativos a la constitución del bien de familia;

4. Procesos relativos a la separación de cuerpos;

5. Procesos relativos al divorcio; 

6. Procesos relativos al régimen patrimonial del matrimonio o de la unión marital consensual;

7. Procesos relativos a la Filiación y Adopción;

8. Procesos relativos a la Emancipación y a la designación del curador;

9. Procesos relativos a la Autoridad parental, la guarda,  el régimen de visita y  la autorización para viajar de menores de edad;

10.  De las quejas o denuncias que se formulan sobre actos que pongan en peligro la salud o el desarrollo físico o moral de los menores de edad, adoptando mediante auto las medidas urgentes necesarias para hacer cesar dichas actuaciones;

11. Conocer la solicitud de colocación en familia sustituta de los menores de edad o los mayores interdictos;

12. Los demás asuntos de familia que no sean atribuidos a ningún otro tribunal;

13. Conocer la designación, remoción o destitución de tutor;

14. Conocer sobre las acciones de amparo cuando se alegue la violación de derechos fundamentales de los menores de edad;

Artículo 421.- Los Jueces de Paz conocerán de los asuntos de familia siguientes:

1. Los Procesos relativos a la obligación alimentaría;

Artículo 422.- La Jurisdicción de Familia se auxiliara en el ejercicio de sus funciones de los informes técnicos rendidos por el equipo interdisciplinario integrado por trabajadores sociales, médicos, psicólogos, otros técnicos y profesionales que dependan del consejo creado en materia de familia. 

Sección II - DE LA MEDIACIÓN FAMILIAR

Artículo 423.- En todo proceso de divorcio cuando hubiere hijos o bienes, guarda, regulación de visita, obligación alimentaría, partición de bienes entre esposos y convivientes,  es obligatoria la intervención del mediador de Familia, el Juez apoderado remitirá a las partes a un mediador familiar acreditado, escogido de común acuerdo por las partes y en su defecto designado por el centro de mediación familiar, a los fines de que traten de solucionar su conflicto por medio del acuerdo. No podrá promoverse acción judicial en dichas cuestiones, sin que se presente la certificación del mediador familiar y en el caso de que se presente demanda el Juez de familia sobreseerá la acción judicial y diferirá a las partes por ante el centro de mediación familiar, quién designara un mediador.

Artículo 424.- El mediador familiar debe actuar personalmente en todos los casos,  conciliando las cuestiones planteadas, en beneficio de la integridad de la familia y teniendo prevalencia el interés superior del menor de edad. 

Artículo 425.- El mediador  de Familia en el caso de que las partes arriben a un acuerdo, elaborará un informe, en el que consten los puntos del acuerdo, expidiéndose copia a los interesados y al Tribunal de Familia a los fines de que homologue el acuerdo. 

En el caso de que no exista acuerdo entre las partes el mediador de familia emitirá una certificación en la que conste esta situación.

En caso de renuencia de una de las partes de asistir ante el mediador familiar, deberá certificarse esta situación para que la parte interesada pueda promover la acción judicial respectiva  o se reinicie la acción promovida.

Sección III - DISPOSICIONES GENERALES DEL PROCEDIMIENTO.

Artículo 426.-Los Jueces de la Jurisdicción de Familia procurarán que la unidad en las relaciones familiares quede debidamente protegida, para lo cual dictarán las medidas que estimen convenientes con prevalencia del interés superior de los menores de edad. Así mismo, están facultados a ordenar medidas de instrucción con el objeto de investigar la verdad de las controversias que se les planteen, mediante práctica de las diligencias probatorias que consideren necesarias. Las pruebas serán apreciadas conforme a las reglas de la sana crítica.

Artículo 427.- Las diligencias sobre notificaciones y citaciones podrán practicarse, según las circunstancias, por notificación de los alguaciles o por comunicación escrita de la secretaria ya sea por medio de correo, telegrama o por vía electrónica. 

Artículo 428.- En los asuntos de familia en que aparezcan como demandantes menores de edad  o personas interdictas, será competente el Juzgado de la residencia de estos o del lugar donde resida el demandado, a elección de los demandantes.  En los demás asuntos el Tribunal competente será el del la residencia del demandado.

Sección IV -DE LOS PROCEDIMIENTOS EN ASUNTOS DE FAMILIA

Artículo 429.- Para hacer efectivas las disposiciones sustanciales de este Código, se observarán cuatro (4) procedimientos a saber: el común u ordinario, el sumario, los especiales y los procedimientos voluntarios.

Artículo 430.- Los procesos o actuaciones para los cuales no se haya dispuesto un trámite específico en este Código, quedan sujetos al procedimiento común u ordinario.

Sección V -DEL PROCEDIMIENTO COMÚN U ORDINARIO

Artículo 431.- Quedan sujetos al procedimiento común, sin que esta enumeración sea limitativa, los siguientes procesos: separación de cuerpos,  nulidad de matrimonio, asuntos relacionados a la filiación y los referentes a las relaciones patrimoniales de los cónyuges y convivientes. Todo asunto de familia que no esté contemplado su trámite en el procedimiento sumario o en un procedimiento especial estará sujeto al procedimiento común.

Artículo 432.- Toda demanda de familia debe constar por escrito y contener la designación del Tribunal  a quien se dirige, el nombre y generales de las partes, el objeto de la demanda, los hechos que fundamentan la pretensión y las disposiciones legales en que se apoya. 

La  instancia contentiva de la demanda, así como los medios de pruebas con los que cuenta la parte demandante, deben ser depositados en la Secretaría del Tribunal que se estime competente.

Artículo 433.-  Después de recibida la demanda el juez de familia dictará auto en el que ordene su notificación y de los documentos depositados  y  fijará audiencia para que las partes comparezcan a una vista oral a los fines de que planteen sus conclusiones. La notificación de la demanda, copia de los medios de prueba y el auto de fijación de audiencia debe serle comunicado al demandado en un término no menor de tres (03) días hábiles, entre la notificación y la audiencia. En el caso de que la demanda sea ostensiblemente inadmisible el juez de familia dictara auto declarando su inadmisibilidad y si estimaré su incompetencia en razón de la materia dictará sentencia remitiendo a la parte demandante por ante el Tribunal correspondiente.

Artículo 434.- La parte demandada podrá depositar pruebas antes de la celebración de la audiencia, mediante inventario depositado antes o el día de la audiencia.

Artículo 435.- La audiencia se celebrará el día y hora previamente fijados, con cualquiera de las partes que concurra, si la contraparte ha sido debidamente citada.  Al darle inicio, el juzgador procurará conciliar a las partes y, de no lograrlo, se recibirán las pruebas aducidas y las contrapruebas respectivas. En el caso de que no se haya acudido ante el mediador familiar y en los asuntos previamente señalados, el Juez de Familia diferirá a las partes ante este a los fines de que intente obtener una solución concertada con las partes.

Artículo 436.- Se requerirá la participación del Ministerio Público en los casos en que haya promovido la acción o si esta ha sido promovida por el órgano encargado de la protección de la familia o de la niñez.

Artículo 437.- De lo actuado en la audiencia  ante el Tribunal de Familia se levantará un resumen en forma de acta que firmará el Juez y las partes que hubiesen intervenido. En caso de que alguna de las partes rehúse firmar, el Secretario dejará constancia de su renuencia.

Artículo 438.- El Juez rechazará cualquier prueba o solicitud que sólo tenga como finalidad dilatar el proceso o vulnerar los principios de economía, buena fe y lealtad procesal. Las decisiones que adopte sobre el particular solo serán recurribles conjuntamente con el fondo.

Artículo 439.- La sentencia se pronunciará al finalizar la audiencia o dentro del plazo de quince días.

Artículo 439.- En cualquier estado del proceso antes de la sentencia, el demandado podrá allanarse expresamente a las pretensiones del demandante, reconociendo sus fundamentos de hecho y de derecho, caso en el cual se procederá sin más trámite a dictar sentencia de conformidad con lo pedido.

Artículo 440.- Contra la decisión del Juez de familia se puede interponer el recurso de apelación,  el cual debe ser interpuesto dentro del término de quince (15) días siguientes a la notificación de la sentencia.

La sentencia se considerara notificada a las partes si estuvieren presentes o debidamente citados el día en que se le dé lectura integra.

Artículo 441.- La apelación debe sustentarse en un escrito depositado en la Corte de Apelación de Niños, Niñas y Adolescentes y Familia del departamento judicial correspondiente al Juzgado que dicto la sentencia. Recibido el recurso el Presidente de la Corte de Apelación, dictara un auto ordenando que sea notificado el recurso a la parte contraria y fijará fecha para que las partes comparezcan a debatir los meritos del recurso y exclusivamente los aspectos apelados.

La notificación del recurso de apelación y el auto de fijación de audiencia debe serle comunicado a la contraparte con un plazo mínimo de 3 días hábiles entre la notificación y la audiencia.

Sección VI - DEL PROCEDIMIENTO SUMARIO

Artículo 442.-   En los casos sujetos a procedimiento sumario, la demanda podrá ser verbal o escrita y no revestirá formalidad alguna.

En el caso de que una persona le interese presentar una demanda verbal, se presentará ante la Secretaría del Tribunal competente, la que levantará acta de su solicitud, debiendo establecerse al menos el nombre y generales de las partes, los hechos que fundamentan la pretensión y la solicitud que le hace al tribunal.

Artículo 443.- Si con la demanda se presentan pruebas que acrediten plenamente lo demandado, el Juez dispondrá mediante auto  medidas cautelares que correspondan y de inmediato fijara audiencia, y ordenará la cita a la contraparte y demás interesados. En todo caso, fijará el día y hora de la audiencia dentro de un término no mayor de cinco (5) días hábiles a los fines de que las partes comparezcan a una vista oral y  planteen sus conclusiones. La notificación de la demanda, copia de los medios de prueba y el auto de fijación de audiencia debe serle comunicado al demandado en un término no menor de un (1) día, entre la notificación y la audiencia.

Artículo 444.- Quedan sujetos al procedimiento sumario los siguientes procesos:

a. oposición al matrimonio, 

b. elección o cambio de domicilio conyugal, 

c. suspensión de la obligación de cohabitar, 

d. suspensión y cesación de la autoridad parental, 

e. guarda y régimen de comunicación y de visita, 

f. acogimiento familiar, 

g. asuntos contenciosos relativo a la tutela, 

h. autorización de viaje, 

i. autorizaciones relacionadas con bienes de menores e interdictos.

Artículo 445.-  Cuando el ministerio público tenga conocimiento de hechos que pueden dar lugar a colocación en familia sustituta, a la pérdida o suspensión de la autoridad de los padres  o a la remoción de un tutor, podrá requerir al equipo interdisciplinario que levante una información sumaria que le servirá de base para apoderar al Tribunal de Familia para solicitar las medidas de protección a favor del menor de edad. El órgano administrativo de protección de menores o de la familia puede instar al levantamiento de la información sumaría y ofrecer los elementos de juicio de que disponga.

Artículo 446.- El Juez podrá ordenar la ejecución provisional de la sentencia, sin perjuicio del recurso de apelación, en los siguientes casos:

1. Fijación y traslado del domicilio conyugal;

2. Cuestiones relativas a la autoridad parental;

3. Guarda, régimen de comunicación y de visita y autorización para viajar;

4. Colocación familiar; y

5. Tutela.

Capítulo II - DE LOS PROCEDIMIENTOS ESPECIALES

Artículo 447.- Los procedimientos especiales son: la declaratoria judicial de la unión consensual,  el proceso de alimentos y el divorcio.

Sección I - DE LA DECLARATORIA JUDICIAL 

DE UNIÓN  MARITAL CONSENSUAL

Artículo 448.- La solicitud para la declaratoria judicial de la unión marital consensual podrá presentarse por uno de los cónyuges u otro interesado ante el Juez de Familia del lugar de la residencia de los unidos consensualmente. 

Artículo 449.- La demanda deberá presentarse contra el conviviente, o contra sus herederos en caso de que aquél hubiere fallecido y se hará conforme a las reglas de apoderamiento establecidas en el procedimiento común u ordinario.

Artículo 449.- Recibida la solicitud de declaratoria de unión marital consensual, conjuntamente con las pruebas presentadas por las partes, el Juez ordenará que se publique un extracto, tres (3) veces, en fechas distintas en un diario de la localidad, a fin de que, dentro del término de 10 días de la última publicación, puedan presentar oposición ante el Juzgado los que crean tener derechos susceptibles de ser afectados por la declaratoria judicial de unión consensual.

Artículo 450.- Para los efectos de la ley, se entiende que la existencia o declaración de la unión marital consensual es contraria a la realidad de los hechos, cuando se demuestre que en la fecha en que tuvo inicio la unión, una de las partes se encontraba en imposibilidad física de consumarlo, por no haber tenido residencia o domicilio en el lugar o lugares durante el tiempo de la alegada convivencia, por carecer uno o ambos convivientes de la capacidad legal para contraer matrimonio o por no haberse dado la estabilidad y singularidad en la unión, con la excepción de que la causa que podría imposibilitar la unión ha cesado hace más de 10 años.

Artículo 451.- El demandante temerario, o el que se oponga a la declaratoria de unión marital consensual, deberá probar la verdad de su declaración, y si no lo hiciera responderá por los daños y perjuicios causados.

Artículo 452.- En todo lo demás, se aplicarán las normas previstas para el procedimiento común u ordinario de este Código, salvo que se trate de formalización administrativa de la unión consensual, en cuyo caso se tramitará ante el Director de la oficina central del  Registro Civil un acuerdo voluntario firmado por los convivientes y por 3 testigos donde se haga constar que se cumplen las condiciones para la declaración judicial de la unión.

Artículo 453.-La acción de los herederos para solicitar la declaratoria de la existencia de unión marital consensual  caduca al año de la muerte del último de los miembros de la unión.

Sección II -DEL PROCESO DE ALIMENTOS

Artículo 454.-  Son aplicables a los procesos de alimentos los primeros tres artículos referentes al proceso sumario.
Artículo 455.- En la demanda el solicitante de alimentos debe presentar o aducir la prueba de parentesco o de matrimonio y suministrar, si fuera posible, los datos concernientes a las generales, situación económica y fuentes de ingresos del demandado. El Juez de Paz si comprobare que las partes no han participado en un proceso de mediación, los referirá a este, y sobreseerá el proceso judicial por 30 días. 

Artículo 456.- Si las partes hubieren obtenido una solución concertada, a través de la mediación o conciliación, el juez la homologará y declarara su ejecutoriedad. En el caso de que no se haya obtenido una solución concertada y no se haya requerido la extensión del plazo de mediación, el Juez fijara una audiencia dentro de los 10 días y ordenará la citación de las partes y la comunicación de la demanda.

Artículo 457.- Si las pruebas presentadas fueren concluyentes y el demandado, previamente notificado, no hubiese comparecido, el juzgador fijará el monto de la cuota de alimentos en el mismo acto de la audiencia y, simultáneamente, tomará las medidas pertinentes para hacerla efectiva de inmediato.  Si se aplazare el conocimiento de la audiencia el Juez a requerimiento de parte podrá fijar una pensión provisional y prudencial hasta tanto se conozca el juicio.

Artículo 458.- Si las pruebas de parentesco, de matrimonio o de situación económica no fueran presentadas con la demanda, el juzgador podrá ordenar de oficio inmediatamente, las investigaciones y pruebas pertinentes.  Si no existiere constancia de los ingresos del demandado se deducirá de su situación social o económica y en todo caso se presumirá que devenga por lo menos el salario mínimo oficial.

Artículo 459.- Para hacer efectiva la prestación de alimentos, el juzgador ordenará de oficio el descuento directo del salario y remuneraciones del obligado a favor del beneficiario hasta un límite del 50% y podrá, a petición del interesado y sin necesidad de fianza, ordenar el secuestro de bienes para asegurar su cumplimiento, e incluso ordenar el impedimento de salida del país al obligado.

Artículo 460.- Contra la decisión del juzgado de paz se puede interponer el recurso de apelación, de manera oral o escrita, dentro de los quince (15) días siguientes a su notificación o a su lectura integra en presencia de las partes.  

En caso de la interposición y sustentación verbal, el Secretario del tribunal que decidió deberá dejar constancia escrita de los argumentos de la parte apelante. Tanto si fuere un recurso escrito o presentado de manera verbal el apelante no podrá alegar  ante la Corte motivos diferentes a los desglosados en su recurso.

Artículo 461.- Las peticiones de rebaja, de aumento o de cobro de cuotas atrasadas de alimentos, se tramitarán en la forma establecida en esta sección para demandar alimentos.

Artículo 462.- Si por medio de investigación se establece que el demandante no hace uso adecuado o da uso distinto a la pensión de alimentos que recibe, el juzgador podrá disponer que los beneficiarios sean atendidos por el demandado o podrá designar un administrador de la pensión otorgada  para que se ocupe de ello, por el término necesario.

Sección III - DEL PROCESO DE DIVORCIO

Artículo 463.- Rigen  las pautas enunciadas en otra parte de este código.

(Ver los aspectos procesales señalados por el Dr. Cano referentes al Divorcio y colocarlos en esta parte)

Sección IV - DE LOS PROCEDIMIENTOS VOLUNTARIOS

 Artículo 464.- Las partes podrán requerir ante el Tribunal de familia que decida de manera administrativa  los siguientes asuntos: 

1. De La Tutela Y De La Curatela,

2. De La Adopción, 

3. De La Emancipación, 

4. De La Dispensa Matrimonial y

5. De La Constitución De Bien De Familia.

Artículo 465.- En los procedimientos voluntarios aplican los dos primeros artículos del procedimiento común u ordinario, con la excepción de que en los procedimientos voluntarios no es necesario que se fije audiencia, sino que el juez debe examinar los documentos depositados y tomar la decisión correspondiente y en caso de que entienda necesario ordenar el depósito de algún documentos adicional podrá requerirlo mediante auto. 

LIBRO V 
De la participación del Estado en la política familiar, Consejo Nacional para la familia, la adolescencia y la niñez (CONAFANI)

TÍTULO I - DE LA CREACIÓN E INTEGRACIÓN DEL CONSEJO Y EL FUNCIONAMIENTO DE SUS ÓRGANOS ADMINISTRATIVOS

Artículo 465.- CREACIÓN. Se crea el Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI), como una institución descentralizada del Estado Dominicano, con personalidad jurídica y patrimonio propio, como órgano administrativo del Sistema Nacional de Protección de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes. 

Artículo 467.- INTEGRACIÓN. El Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI), en el aspecto administrativo, es la entidad máxima de dirección del Sistema Nacional de Protección que formula, aprueba, evalúa, fiscaliza, coordina y da seguimiento a las políticas públicas en materia de niñez y adolescencia, y a tales fines se integra por los órganos siguientes:
a) Un Directorio Nacional;

b) Una Oficina Nacional;

c) Las oficinas regionales;

d) Los directorios municipales;

e) Las oficinas municipales;

f) Las juntas locales de protección y restitución de derechos.

SECCIÓN II - DEL DIRECTORIO DEL CONSEJO NACIONAL PARA LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA (CONANI)

Artículo 468.- NATURALEZA. Se crea el Directorio Nacional del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI), como máxima autoridad de decisión del mismo, de naturaleza intersectorial, plural, deliberativa, consultiva y supervisora, integrado por instituciones gubernamentales y no gubernamentales.

Artículo 469.- FUNCIONES DEL DIRECTORIO NACIONAL DEL CONSEJO NACIONAL PARA LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA (CONANI). El Directorio Nacional del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI), tiene las funciones siguientes:

1.- Regir el funcionamiento de los siguientes órganos que integran el Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI): La oficina nacional, las oficinas regionales, los directorios municipales y las oficinas municipales, para lo cual tiene facultad para:

h) Aprobar las políticas, los planes y programas relacionados con niñez y adolescencia a ser diseñados y ejecutados por los órganos del Consejo; 

i) Aprobar y someter ante el órgano oficial correspondiente la propuesta de presupuesto anual del Consejo Nacional, garantizando una distribución equitativa de los recursos y estableciendo las prioridades conforme al estado de los derechos de la niñez y la adolescencia; 

j) Aprobar el sometimiento al órgano oficial correspondiente de toda propuesta de modificación de la distribución de las partidas consignadas al Consejo en el proyecto de Presupuesto y ley de Gastos Públicos, en aquellas circunstancias excepcionales que así lo exijan;

k)  Aprobar los reglamentos, criterios e indicadores para orientar el funcionamiento de Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI), en el nivel nacional y municipal; 

l) Conformar comisiones consultivas, comisiones permanentes especializadas para la elaboración o consulta de propuestas de políticas, programas y comisiones mixtas o especiales para el estudio de temas específicos. Estas comisiones podrán integrarse con la participación de las instituciones gubernamentales y no gubernamentales que formen parte o no del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI); 

m) Aprobar la designación del (la) Gerente General de la Oficina Nacional, a propuesta de una terna sometida por la Presidencia del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI); 

n) Revocar en su cargo al Gerente General de la Oficina Nacional por faltas graves o incumplimiento de sus funciones, conforme lo establezca el reglamento del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI).

2.- Coordinar y dar seguimiento al diseño y ejecución de las políticas sociales básicas, asistenciales y de protección de las entidades que integran el Directorio Nacional, en adición a lo cual estará facultado para: 

a) Conocer, evaluar, opinar y participar en los planes sectoriales del Gobierno Central que tengan relación con los derechos de la niñez y la adolescencia;

b) Emitir opiniones acerca del porcentaje del presupuesto nacional y local asignado a otras instituciones públicas para la ejecución de las políticas sociales referentes a los derechos de la niñez y la adolescencia;

c) Establecer procedimientos de coordinación entre los entes de rectoría en temas específicos de políticas y programas relacionados con los derechos de la niñez y la adolescencia; 

d) Crear instancias de coordinación entre los diversos programas de atención de los derechos de la niñez y la adolescencia; 

e) Coordinar con las instancias correspondientes la orientación de los recursos de la cooperación internacional, relacionados con los derechos de la niñez y la adolescencia.

3.- Garantizar el funcionamiento de mecanismos de protección para los niños, niñas y adolescentes amenazados o violentados en sus derechos en el ámbito administrativo y jurisdiccional, y a tales fines estará facultado para: 

a) Definir el perfil y criterios de selección de los miembros de las juntas

b) locales de protección;

c) Promover la conformación de las juntas locales de protección y

d) restitución de derechos;

c) Definir planes específicos para la conformación y apoyo al

e) funcionamiento de las juntas locales.

4.- Asesorar a los órganos del Estado responsables por la suscripción de los compromisos, tratados, convenios y otros instrumentos internacionales asumidos por el país en materia de derechos de la niñez y la adolescencia. 

Artículo 470.- INTEGRACIÓN DEL DIRECTORIO NACIONAL. El Directorio Nacional del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI), está integrado por:

a) El Presidente o la presidenta del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia;

b) Un(a) representante de la Secretaría de Estado de Educación;

c) Un(a) representante de la Secretaría de Estado de Salud Pública y Asistencia Social;

d) Un(a) representante de la Secretaría de Estado de la Mujer;

e) Un(a) representante la Secretaría de Estado de Trabajo;

f) Un(a) representante la Procuraduría General de la República;

g) Un(a) representante de la Liga Municipal Dominicana;

h) Dos representantes de las ONG del área de la infancia;

i) Un representante de la Iglesia Católica;

j) Un(a) representante de las iglesias evangélicas;

k) Un representante del sector empresarial;

l) Un representante del sector sindical.

Artículo 471.- REPRESENTACIÓN. El Directorio Nacional se integra por el titular de las instituciones públicas o privadas o por sus representantes designados, siempre que sean altos funcionarios de la entidad, quienes tendrán pleno poder de decisión. Además tendrán carácter permanentes y serán responsables del seguimiento a los acuerdos y procesos aprobados en esa instancia, en relación con sus respectivas instituciones.

Párrafo.- La participación de los representantes de las instituciones que lo integran en las sesiones del Directorio Nacional es obligatoria y de carácter honorífico.

Artículo 472.- COMPOSICIÓN DEL DIRECTORIO NACIONAL. El Directorio Nacional estará compuesto:

a) Una presidencia;

b) Una vicepresidencia;

c) Una secretaría;

d) Miembros.

Artículo 473.- PRESIDENCIA DEL DIRECTORIO NACIONAL. El Directorio Nacional estará presidido por el Presidente del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI). 

Artículo 474.- VICEPRESIDENCIA DEL DIRECTORIO NACIONAL. El Directorio Nacional nombrará un o una vicepresidente de entre los o las representantes de las instancias no gubernamentales que desarrollan programas con niños, niñas y adolescentes. Será electo y nombrado mediante votación de la mayoría simple del Directorio, por un período de un año, sin posibilidad de ser reelecto en períodos consecutivos. En caso de ausencia o impedimento del o la presidente, el o la vicepresidente

asumirá las funciones de la Presidencia.

Artículo 475.- SECRETARÍA DEL DIRECTORIO NACIONAL. La Secretaría estará a cargo del Gerente General de la Oficina Nacional, quien tendrá derecho a voz, pero no a voto en las decisiones del Directorio Nacional.

Artículo 476.- DESIGNACIÓN DE LOS REPRESENTANTES DE LAS ONG, LAS IGLESIAS, EL EMPRESARIADO Y SINDICATOS. Los representantes de las organizaciones no gubernamentales, iglesias, empresariado y sindicatos serán elegidos en foro propio, el cual a su vez podrá revocar dicho nombramiento o designación y sustituirlo en caso de incumplimiento en la rendición periódica sobre su gestión o cuando no responda a los intereses de sus representados.

Artículo 477.- SESIONES DEL DIRECTORIO NACIONAL. El Directorio Nacional del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI), sesionará ordinariamente cada dos meses, y en forma extraordinaria cuando sea convocado por el o la Presidente, o a solicitud avalada por tres de sus miembros, siempre que por acción u omisión el o la presidente no haya realizado la correspondiente convocatoria.

Artículo 478.- DECISIONES DEL DIRECTORIO NACIONAL. El reglamento para el funcionamiento interno del Directorio Nacional se aprobará por las dos terceras partes del total de sus integrantes. Las demás decisiones del Directorio se adoptarán por mayoría simple y en caso de empate, la o el Presidente tendrá el voto de desempate.

Artículo 479.- CARÁCTER PRIORITARIO DE LA ACTIVIDAD. La actividad desarrollada por los miembros del Directorio Nacional se considera de carácter meritorio, relevante y de ejercicio prioritario. En consecuencia, a los fines legales correspondientes se consideran justificadas las ausencias al trabajo ocasionado por la asistencia de sus

miembros a las sesiones del Directorio y por la participación en actividades propias de tal condición.

SECCIÓN III -  DE LA PRESIDENCIA DEL CONSEJO NACIONAL PARA LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA (CONANI)

Artículo 480.- DE LA PRESIDENCIA DEL CONSEJO NACIONAL PARA LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA (CONANI). El Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI), será dirigido por un presidente ejecutivo, con la categoría de Secretario de Estado, preferiblemente de reconocida experiencia en materia de derechos de niñez y adolescencia; será designado por el Poder Ejecutivo. En caso de incurrir en faltas graves o incumplimiento de sus funciones el Directorio del Consejo, mediante votación de la mayoría, podrá recomendar al Poder Ejecutivo su destitución.

Párrafo.- El Presidente del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI), será un funcionario a tiempo completo, por tanto, no podrá desempeñar ningún otro cargo público o privado, excepto la docencia, siempre y cuando sea compatible con sus funciones. El presidente no podrá nombrar funcionarios, ni empleados con vínculos de parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad. 

Artículo 481.- FUNCIONES DE LA PRESIDENCIA DEL CONSEJO NACIONAL PARA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA.- Las funciones de la presidencia del Directorio del Consejo Nacional para La Niñez y La Adolescencia (CONANI), son:

a) Entregar a la sociedad, cada mes de noviembre, y con la aprobación del Directorio del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI), un informe anual escrito del estado de los derechos de la niñez y la Adolescencia dominicana, que debe incluir al menos los siguientes aspectos: Evolución de los indicadores de situación de los derechos de esta población, desempeño e impacto de las políticas, planes y programas relacionados con los derechos de la niñez y la adolescencia, así como de la asignación, utilización y resultados de las partidas presupuestarias correspondientes;

b) Supervisar el funcionamiento de la Oficina Nacional;

c) Proponer una terna ante el Directorio Nacional de las candidaturas a ocupar el cargo del gerente general de la Oficina Nacional;

d) Decidir sobre el nombramiento del personal técnico y administrativo que le sea propuesto por la Oficina Nacional;

e) Representar al Consejo ante las entidades públicas y privadas, nacionales e internacionales;

f) Presentar ante el Directorio el proyecto del presupuesto anual del Consejo, elaborado por la Oficina Nacional;

g) Dar seguimiento a las decisiones del directorio con el apoyo de la Oficina Nacional;

h) Promover la coordinación con las instancias del Sistema y cualesquiera otras que intervengan en asuntos relacionados con la niñez y la adolescencia;

i) Velar por el buen uso y manejo del presupuesto y el patrimonio de la institución;

j) Convocar y presidir las reuniones del Directorio.

SECCIÓN IV - DE LA OFICINA NACIONAL

Artículo 481.- DEFINICIÓN. La Oficina Nacional es una instancia encargada de dar apoyo técnico al Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI), y ejecutar las decisiones emanadas del Directorio, coordinada por un gerente general, bajo la supervisión del presidente del Consejo.

Artículo 482.- FUNCIONES DE LA OFICINA NACIONAL.- La Oficina Nacional tendrá a su cargo las funciones siguientes:

a) Diseñar las propuestas de políticas, planes y programas para ser sometidas al Directorio, tomando en cuenta las particularidades de la situación de la niñez y la adolescencia en cada municipio;

a) Elaborar la propuesta presupuestaria anual del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia;

b) Elaborar las propuestas de reglamentación necesarias para el adecuado funcionamiento del Directorio Nacional, la Oficina Nacional, oficina regional, directorio municipal, oficina

b) municipal, así como todas las demás propuestas de reglamentos de órganos adscritos al Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI);

c) Velar por el fiel cumplimiento de las normas y decisiones emanadas del Directorio del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI);

d) Coordinar, supervisar y dar seguimiento al funcionamiento de las oficinas regionales y municipales;

e) Definir y evaluar los indicadores que permitan medir el estado de los derechos de la niñez y adolescencia así como de los planes y programas del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI), a nivel nacional;

f) Llevar controles estadísticos sobre la materia, incluido un inventario actualizado sobre las instituciones u organizaciones gubernamentales y no gubernamentales que desarrollan programas de atención para la niñez;

g) Diseñar, promover y ejecutar mecanismos de control, monitoreo y supervisión de los planes y programas relativos a la niñez y adolescencia que desarrollen entidades, tanto públicas como privadas;

h) Administrar el presupuesto del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI), y rendir cuentas sobre la administración y el uso de los recursos económicos, humanos y patrimoniales del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI);

i) Definir el perfil profesional y proponer el nombramiento del personal técnico y administrativo del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI), y de los profesionales de la Unidad Multidisciplinaria de los Tribunales de Niños, Niñas y Adolescentes.

Artículo 483 .- ORGANIZACIÓN INTERNA DE LA OFICINA NACIONAL. Estará dirigida por un gerente general que es el o la responsable directo de la coordinación y ejecución de las funciones asignadas a la Oficina Nacional. 

Párrafo.- El perfil de los profesionales que integran la Oficina Nacional y la estructura de la misma serán definido en un reglamento interno, aprobado por el Directorio de acuerdo con las funciones del artículo 420 anterior.

Artículo 485.- OFICINAS TÉCNICAS REGIONALES.- Son instancias de desconcentración para viabilizar la aplicación de las funciones de la Oficina Nacional y Municipal del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI), se regirá por las disposiciones que regulan a la Oficina Nacional.

SECCIÓN V - DE LOS DIRECTORIOS MUNICIPALES

Artículo 486.- DEFINICIÓN. El Directorio Municipal es el órgano municipal homólogo en funcionamiento al Directorio Nacional, para tal fin se articulará con las oficinas municipales y las juntas locales de protección.

Artículo 487.- FUNCIONES DE LOS DIRECTORIOS MUNICIPALES. Las funciones a cargo de los directorios municipales son las siguientes:

a) Aprobar la adaptación en el municipio de las políticas, normas y reglamentos aprobados por el Directorio Nacional; 

b) Conocer y aprobar políticas a favor de la niñez y la adolescencia en coherencia con las políticas y lineamientos formulados por el Directorio Nacional;

c) Conformar comisiones consultivas, comisiones permanentes especializadas para la elaboración o consulta de propuestas de políticas, programas, comisiones mixtas o especiales para el estudio de temas específicos. Estas comisiones podrán integrarse con la participación de las instituciones gubernamentales y no gubernamentales que formen parte o no del Sistema;

a) Recomendar ante la Presidencia del Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI), la designación del gerente local, encargado de dirigir la oficina municipal, así como la revocación del puesto, si fuere necesario;

d) Coordinar y supervisar el adecuado funcionamiento de los programas y políticas municipales para la niñez y la adolescencia;

e) Conocer las denuncias de las instituciones o ciudadanos respecto al funcionamiento y el desempeño de las oficinas municipales y de las juntas locales y restitución de derechos;

f) Garantizar el funcionamiento de las juntas locales de protección y restitución de derechos.

Artículo 488.- DE LA INTEGRACIÓN DE LOS DIRECTORIOS MUNICIPALES. Los directorios municipales estarán integrados de manera paritaria por representantes de instituciones gubernamentales y no gubernamentales. Los directorios municipales no podrán exceder en su composición de 12 personas, se establecerán por un período de dos

años.

Párrafo.- Las características organizativas y procedimientos de integración de los directorios municipales serán establecidas mediante reglamento del Directorio del Consejo Nacional.

Artículo 489.- DE LA COORDINACIÓN DEL DIRECTORIO MUNICIPAL. Los directorios municipales tendrán un coordinador, quien convocará y presidirá las reuniones del Directorio. El coordinador podrá ser representante de las instituciones gubernamentales o no gubernamentales miembros del Directorio.

Artículo 490.- DE LA REPRESENTACIÓN. Los representantes en el directorio municipal deberán tener carácter permanente y serán responsables del seguimiento a los acuerdos, planes, acciones aprobados en esa instancia.

Artículo 491.- DE LA DESIGNACIÓN DE LOS REPRESENTANTES DE LA SOCIEDAD CIVIL. Los representantes de las organizaciones no gubernamentales, iglesias, empresariado y sindicatos, serán elegidos en foro propio, el cual a su vez podrá revocar dicho nombramiento o designación y sustituirlo en caso de incumplimiento en la rendición periódica sobre su gestión o cuando no responda a los intereses de sus representados.

Artículo 492.- SESIONES DEL DIRECTORIO MUNICIPAL. El directorio municipal sesionará ordinariamente cada dos meses, y en forma extraordinaria cuando sea convocado por el coordinador, o a solicitud avalada por tres de sus miembros, siempre que por acción u omisión el coordinador no haya realizado la correspondiente convocatoria.

Párrafo I.- Las sesiones del Directorio son de carácter abierto a la participación de los ciudadanos organizados y no organizados, quienes podrán participar en las reuniones del Directorio y solicitar la inclusión de temas de discusión para la agenda, según el orden que establezca el Directorio, con la mitad más uno de sus miembros.

Párrafo II.- El Directorio Municipal debe hacer de público conocimiento la fecha, hora y lugar de las reuniones, a fin de que las instituciones y personas interesadas participen con derecho a voz en dicho espacio.

Artículo 493.- DECISIONES DEL DIRECTORIO MUNICIPAL. Las decisiones del Directorio Municipal serán aprobadas por mayoría simple y en caso de empate, el coordinador tendrá voto de desempate. Con excepción de la elección del coordinador del Directorio y la selección de candidaturas para la defensoría social, las cuales se hará con las dos terceras partes de sus miembros.

SECCIÓN VI - DE LAS OFICINAS MUNICIPALES

Artículo 494.- DEFINICIÓN. Las oficinas municipales son las instancias operativas encargadas de brindar apoyo técnico a las instancias locales del Consejo, para hacer viables la aplicación de las políticas y normas aprobadas por los directorios nacional y municipal, bajo la supervisión técnica de la Oficina Nacional.

Artículo 495.- FUNCIONES DE LAS OFICINAS MUNICIPALES. Las funciones de las oficinas municipales son:

a) Todas aquellas atribuidas a la Oficina Nacional, adaptadas al nivel municipal;

a) Velar por el fiel cumplimiento de las normas emanadas del Directorio Municipal;

b) Registrar y acreditar a las instituciones no gubernamentales que ejecutan programas y/o proyectos relacionados con los niños, niñas y adolescentes;

c) Evaluar técnicamente los programas de las organizaciones no

c) gubernamentales, con el fin de determinar si cumplen con las exigencias para la garantía de los derechos de los niños, niñas y adolescentes;

d) Promover espacios de articulación interinstitucional en el municipio para potencializar los recursos locales a favor de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, brindar apoyo técnico y dar seguimiento al funcionamiento de las redes locales de protección;

e) Brindar apoyo técnico y dar seguimiento al cumplimiento de las medidas de protección, dictadas por las juntas locales de protección y restitución de derechos y/o los jueces de niños, niñas y adolescentes;

f) Establecer redes locales de prevención, identificación y apoyo al seguimiento de casos de vulnerabilidad de derechos o riesgo;

g) Promover y coordinar estrategias de información, educación y comunicación

d) sobre derechos de niños, niñas y adolescentes;

h) Elaborar y presentar informes anuales de los planes aprobados por el Directorio Municipal con las recomendaciones técnicas que considere oportunas;

i) Coordinar estudios e investigaciones locales sobre la situación de la niñez y la adolescencia;

j) Capacitar los actores del Consejo Nacional en derechos de la niñez y la adolescencia.

Artículo 496.- ESTABLECIMIENTO DE LAS OFICINAS MUNICIPALES. En tanto se establezcan estas oficinas en todo el territorio nacional, el Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia, deberá instalar como mínimo dos oficinas municipales en cada provincia.

SECCIÓN VII - DEL FINANCIAMIENTO DEL CONSEJO NACIONAL PARA LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA (CONANI).

Artículo 497 .- PRESUPUESTO DEL CONSEJO NACIONAL. Por medio del Presupuesto de Ingresos y ley de Gastos Públicos y a través de los procedimientos ordinarios, se asignará un presupuesto anual específico al Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia, equivalente a un mínimo del 2% del presupuesto nacional.

Artículo 498.- RECURSOS DE LOS AYUNTAMIENTOS. Todos los ayuntamientos, a nivel nacional, dispondrán de una asignación presupuestaria mínima del 5% del total de los recursos ordinarios anuales que perciban, destinadas a la ejecución de programas y acciones específicas para la protección de los derechos de la niñez y la adolescencia de su municipio.

Párrafo.- El Consejo Nacional, en común acuerdo con los ayuntamientos, definirá los criterios sobre el porcentaje para la inversión en el municipio a que se refiere este artículo.

Artículo 499.- RECURSOS DE LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL. El Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia, podrá gestionar ante el organismo oficial correspondiente, fondos y recursos de la cooperación internacional, bilateral y multilateral reconocidas por el Estado Dominicano. Podrá gestionar fondos de manera directa con los organismos internacionales potenciales de dar apoyo a las iniciativas que en materia de políticas o programas apoyen el funcionamiento del sistema.

Artículo 500.- DE LA DISTRIBUCIÓN DE LOS RECURSOS FINANCIEROS. El Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia distribuirá los recursos asignados por el presupuesto nacional, y otros fondos, atendiendo a las necesidades y prioridades de las diferentes instancias del Consejo, en el nivel local, regional y nacional, para su adecuado funcionamiento.

Artículo 500.- NORMAS RECTORAS PARA LA EJECUCIÓN PRESUPUESTARIA. Las normas rectoras para la ejecución presupuestaria serán aprobadas por el Directorio del Consejo Nacional, para lo cual deberán observarse como mínimo los siguientes aspectos:

a) Los criterios técnicos para la priorización en la asignación presupuestaria, en los que deberá considerarse la identificación de necesidades de la niñez y la adolescencia, a partir de los diagnósticos realizados;

a) La asignación presupuestaria para los programas de apoyo a servicios básicos, asistenciales, de protección especial y de garantía de derechos, incluyendo las juntas locales de protección;

b) Asignación presupuestaria para el adecuado funcionamiento de las oficinas municipales de protección;

c) Y demás criterios que establezca el Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia (CONANI).
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